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IllTRODUCCIOll. 

El articulo primero de la Constitución Politica de loa 

Eatadoe Unidoe Mexicanoe estipula lo siguiente: 

Art. lo. En los Estados Unidos 
Mexicanos todo individuo gozará de les 
garantíes que otorga esta Conati tución, 
les cuales no podrán restri.ngiree ni 
suependerae, sino en loe caeos y con las 
condiciones que ella misma establece. 

Sin entrar en la polémica de que ei la Constitución 

otorga las garantias individuales, o bien, que les reconoce, 

importante es resaltar que éstes constituyen una serie de 

prerrogativas en favor de los gobernados y que, correspectivamente 

implican una limitación de acción dentro de dicha esfera juridica, 

por parte del Estado. 

La palabra garantia, cuyo origen probable es el término 

anglosajón warranty o warrantie significa la acción de esegurar, 

proteger, defender o salvaguardar. En materia constitucional, les 

garanties individuales conforman une serie de derechos o libertades 

fundamentales que encarnan la dignidad del hombre y que la 

Constitución de un Estado otorga o reconoce en favor de todos sua 

ciudadanos; son inalienables, y constituyen une salvaguardia frente 

al intervencionismo estatal. Se distinguen loa derechos enraizados 

directamente en las personas, como lo son la protección contra la 

arbitraria privación de la libertad, invasión de domicilio, derechos 

o propiedades, etcétera; y los que caen bajo el concepto de 

autodeterminación económica y libertades politices, como por ejemplo, 

la libertad de actividad económica en general, la de elección de 

profesión o la de asociación. 



Empero, 

presente trabajo, 

fundamentales como 

como lo veremos en la parte histórica del 

el simpl< establecimiento de lus derechos 

base de la relación entre los órganos 

gubernamentales y los individuos dentro de una nación, no garantiza o 

salvaguarda, como su propio concepto, comentado en el pé.rrafo 

anterior, lo establece, pUes la violación de los derechos públicos 

subjetivos por parte del Estado se han situado como una constante al 

paso de la historia en todas las naciones. 

Tal conflicto ha obligado a la creación de sistemas 

tendientes a la preservación de la vigencia de las garantías 

individuales contra actos de la autoridad. En Héxico, producto del 

ingenio de Hanuel Crescencio Rejón, el amparo, como lo llamó él, 

representó un medio de control constitucional idoneo para el efecto 

en el estado de Yucatán, y a iniciativa del destacado Jurisconsulto 

jaliciense Mariano Otero, hacia mediados del siglo pasado, fue 

plomado el Juicio de amparo en la Constitución federal mexicana. 

El Juicio de amparo, como todo proceeo Judicial, 

encuentra en la sentencia la culminación de la función 

jurisdiccional, que consiste en la aplicación y declaración del 

derecho respectivo al caso especifico sometido a la consideración de 

los tribunales competentes. Vista la sentencia dentro del campo de la 

lógica, ésta constituye un silogismo, compuesto por una premisa mayor 

(la ley), de una premiea menor (el caeo), y de una conclusión o 

proposición (aplicación de la norma al caso concreto). 

Una vez que se ha emitido el fallo que resuelve el 

litigio, la parte condenada pUede asumir dos actitudes: el 

acatamiento del mismo, o la falta de su cumplimiento. En el primero 

de los casos, la actividad jurisdiccional y la controversia llegan a 



su fin, al ser satisfecho el contenido de la obligación generada. Sin 

embargo, el problema surge en el segundo de ellos, caso en el que se 

hace necesaria una ejecución forzosa de la resolución, etapa procesal 

en la que, el órgano jurisdiccional que conoció y resolvió el 

litigio, haciendo uso de diversos medios coercitivos con que cuenta 

con base en la ley, consigue la debida observancia de la sentencia 

contra la actitud rebelde de la condenada. 

Asi p.ies, el juicio de amparo, como medio de control de 

las garantías individuales, la sentencia, como factor decisorio de la 

controversia constitucional, y la ejecución forzosa de dicha 

resolución judicial, como medio idoneo para conseguir el pleno goce 

de los derechos públicos subjetivos en favor del gobernado ante la 

contumAcia de la parte condenada, son los p.mtos de atención y 

análisis que exPOnemos en la presente tesis. 



CAPI'lUUl L .All'l'KCl!DKll HIS'lUIUOOS DIL JUICIO DI .AlllWIJ. 

1.- GRICIA. 

l!n Grecia se comienzan a vislumbrar una serie de 

instituciones politicas y juridicas encaminadas a disminuir el 

poderio absoluto del gobernante. Sin embargo, tales instituciones, 

que constituyeron un medio de control constitucional, no protegian en 

forma directa al individuo contra actos de autoridad que resultaran 

arbitrarios o violatorios en contra de aquéllos, debido a que, en 

Grecia, el ciudadano no gozaba de garantias o derechos públicos 

subjetivos. 

La organización politice. y juridica en Esparta llegó a 

contar con una serie de organismos y de circunstancias que 

contribuyeron directa o indirectemente a que el poder absoluto fuese 

siendo limitado con el transcurso del tiempo. En esta sociedad 

eetaban muy definidos tres estratos sociales: la clase alta, 

privilegiada y que detentaba el poder, estaba integrada por la 

aristocracia, llamados espartanos; la clase media, que ee componía 

por loa obreros y comerciantes, se caracterizaba en que sus 

integrantes gozaban de libertad, pero tenian la limitante de no poder 

psrticipar en el gobierno, ellos cr!lll loa periecoa; par últii::o, ln 

clase baja estaba integrada con los siervos y esclavos, denominados 

ilotas. Por tal motivo, resulta imposible suponer que una sociedad 

como la espartana, tuviera establecidas algunas garsntias o derechos 

oponibles en forma coercitiva contra el ebuso de la autoridad. A 

pesar de ello, la propia organización pública espartana contaba con 

algunos sistemas y organismos creados con el propósito de conse¡¡uir 

un equilibrio en el sistema politice juridico estatal. Una de las 



form!IB con las que, en un principio, se llegó a limitar en parte el 

abeolutiemo en Esparta, consistió en la existencia de un sistema 

monárquico conformado par dos reyes, los cuales se limitaban en forma 

reciproca; paralelamente, funcionaba un organismo estatal que 

contribuía a dar laa bases del buen desempelio gubernamental, llamado 

Consejo de AnoillJlos. Otra institución que constituyó un verdadero 

sistema de control constitucional estaba formAda par cinco 

inaP>otores que se elegían anualmente y tenían cOll!o misión la de 

vigilar el exacto cumplimiento de la constitución, con peder 

inclusive de deponer a los reyes. 

Diferente era la situación en la ciudad de Atenas en 

cuanto a la estructura social, debido a que en esta palie no era tan 

marcada la diferenciación de clases, gozando el ciudadano ateniense 

de una libertad de hecho ante el poder p(iblico, sin constituir ello 

un verdadero derecho público eub,jetivo oponible en formA coercitiva 

al mi8lllO. l!mpero, existen también en esta sociedad algunos 

antecedentes interesantes, dignos de mención, como lo es el Jribunal 

del Are6pago, el cual era un consejo de llIICianos cuya función 

consistía en Juzaar los aeuntoe de gran relevancia que les fueran 

aail!lllldoe, con peder para revisar y hasta anular laa decisiones de 

laa autoridades de la pelis y de realizar la vigilancia sobre la 

pureza de laa costumbres. 

l!xietió además, la As@blea AtMientse, la cual era el 

. órgano eupremo del estado, y tenía la función de velar que todo acto 

de autoridad, incluyendo las leyes, debían estar conforme a lo que la 

costumbre ,jurídica Y las propias necesidades de la polis establecían. 
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2.- 1111&. 

l!n Roma, el ciudadano, dentro de las relacione• de 

derecho privado, gozab&. de un alto grado de seguridad juridica que el 

propio 8istema judicial romano le otorgaba, tenia derecho a 

participar en los sufragios, tanto activa, como paaivomente, de 

alaunos cargos públicos y además intervenia dentro de la vida pública 

romana, pero no disfrutaba de derechos públicos individuales 

reconocidos por el estado y oponibles a todo acto violo.torio por 

parte de la autoridad. 

Sin embargo, con el transcurso del tiempo, 11Ur¡ieron dos 

instituciones consideradas por muchos estudiosos del tema, como 

auténticos antecedentes de nuestro juicio de amparo, que se 

analizarán posteriormente. 

Durante el periodo monárquico, la situación social se 

encontrab&. determinada en dos estratos, la clase alta, constituida 

por los patricios, y la clase baja, por los plebeyos. 111 rey era 

quien gobernaba y además de dicha labor, tenia a su cargo la función 

Judicial, la que realizaba en forma directa o a través de algunos 

patricios de8i¡¡nados por él mismo, y dentro de la función 

legielativa, le correspondia la iniciativa de las leyes. l!n ciertos 

asuntos llUY especiales y siempre de carácter penal, podia tener 

intervención judicial el pueblo. 

Además de la figura del rey, exietian dos ór¡anos que 

participab&.n dentro de la administración pública romana: el tl8111tdo y 

las asambleae J?OIJUlores. 111 senado se integraba por cien patricios, 

teniendo como función, la aprobación o desaprobación de proyectos de 

ley o do otros actos qus tuvieran ¡¡ran importancia dentro de la 
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o.-ganización administrativa del Estado. La participación de laa 

as1J111ble1Js popultJres se daba a t.-avés de loa comicios, teniendo labor 

legislativa, pero en un grado máa limitado que el sentJdo, debido a 

que todas las decisiones de aquéllos debian ae.- aometidas a la 

conaideración de e ate último. 

Durante el pe.-íodo republicano, tanto patricios, como 

plebeyos, tuvieron una gran participación dentro de la función 

legislativa, siendo el pueblo el que aprobaba las leyes que a BU 

consideración le sometia el sentJdo; por su parte, este último, además 

de la función de iniciativa de leyes, representaba el poder 

ejecutivo, designando a loa cónsules, quienes desempeñaban las 

actividades que realizaban loa reyes dentro del periodo monárquico. 

En la república romana, surge un organismo que destaca dentro de 

nuestro estudio, llsmado los 1rib11nos de ltJ plebe, quienes tenian la 

facultad de vetar actos de los cónsules, lllll8istrados e incluso del 

senado, en caso de que los considerara contrarios a loe intereaea de 

la clase plebeya, a través de la figura denominada intercess.{o. 

En el periodo imperial ae terminó con el equilibrio de 

los poderes, exhibido en las dos etapas anteriores. l!n esta época, 

el emperador detentaba el peder ejecutivo, gobernando ain opoaición 

de nadie; el poder legialativo, creando leyes de acuerdo a lo ql!e au 

voluntad le dictaba: y la función judicial, resolviendo en au 

carácter de eupremo magistrado, en forma directa o a través de 

algunos funcionarios designados por él mismo, llamados pretores. 

Una de las inati tuciones imPortantes creadas en Roma fUe 

la intercessio, consistente en la actividad desplegada por los 

tribunos de ltJ plebe, en la que vetaban loa actos de cónsules, 

4 



magistrados y del senado, en caso de que, desde eu punto de vista, 

afect!U'an los intereses de la clase baJ a; la finalidad y alcance de 

tal actividad consistía en detener loe efectos o la ejecución del 

acto o decisión de las autoX'idades, pero careciendo de la fuerza 

necesaX'ia pa!'a poder nulificBX'los. 

Kl autor AlejandX'o Rios Eepinoza1 coneide..a a la 

intereesión "'... como un remoto 1U1tecedente del llJllPIU'O, en cuanto que 

!llllbos responden a la idéntica necesidad de dotBX' con armas eficaces a 

las victimas de actos BX'bi tra..ioe de la autoridad para prevalerse 

contra ellos, pero sin que esta coincidencia nos hsga pensBX' que el 

orisen histórico del BmPBX'O a..ranque de dicha institución."'. 

CaX'loe Arellano Ga..cia2 opina al respscto lo sisuiente: 

"'En la evolución histórica de los esfuerzos de los hambres PBX'ª 

fX'enBX' los actos de autoX'idad que son lesivos a BW! intereses, la 

intercesión romana ocupe un luga.. de honor puesto que, pe mi te a un 

¡¡obemado quejoso, acudir ante una autoX'idad para detener loe efectos 

de un acto de otra autoridad que le afecta. La intereesión romana 

posee loe caracteres propios de una posibilidad juddica de defensa 

contra los actos arbi trBX'ioe de una autoridad mediante el control 

ejercido por otro ór¡¡ano de la autoridad ... 

La conclusión de Isnscio Bur11oaª es que las 

peculiaridades de la interceesio: ·· .•. en esencia no coinciden con 

las características que distin¡¡uen a los medios jurídicos de que el 

¡¡obernado puede disponer PBX'ª defenderse contra los actos del poder 

público. En estas condiciones, no es dable sostener que haya 

constituido una institución familiBX' a nuestro juicio de woparo, sino 

un medio de honda implicación palitica PBX'a tutelar, no al individuo 
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en particular, sino a una clase eocial, la plebe, contra la actuación 

de lae autoridades del Retado romano, encarnadae principal.mente en 

patricios, que revelase tendenciae hostiles a eue 1ntereeee y a la 

situación que en la vida pública de Roma llegó a conquistar no sin 

innúmerss vicieitudee." 

Desde nuestro punto de vista, la fisura de la interceeeio 

preeenta algunas caracteristicae que se aproximan en cierta forma al 

juicio de garantías, pero obeerva, a BU vez, srandee diferencias. l!n 

efecto, la intercesión constituyó un medio par virtud del cual, la 

claee baja o plebeya gozaba de protección cuando los actos de algunas 

autoridades les pudiera llegar a perjudicar, todo ello a través de la 

facultad vetatoria de loe tribunos de la plebe. Sin embargo, tal 

fisura jurídica únicamente protegía loe intereses de la -.0lase baja, 

BU alcance era limitado, ya que no tenia la capacidad de anular el 

acto, sino que únicamente pedía detener los efectoe o la ejecución 

del miemo; además, tal medio de defensa no consideraba una existencia 

de derechos públicos individuales oponibles a la autoridad, sino que 

se derivaba únicamente de la estimación que hicieran loe tribunos do 

la plebe de cada caso en particular, aunado al hecho de que, tal 

órgano no tenia facultades administrativas o Jurisdiccionales dentro 

del gobierno ni formaba parte del poder Judicial. 

Por lo anterior, consideramos a la fisura jurídica de la 

intercessio, no como un antecedente directo del juicio de amparo, 

sino más bien como una manifestación histórica dentro de una 

civilización de buscar un equilibrio del individuo frente al derecho 

público, que posee, eeo si, características similares y de interés 

para nuestro estudio. 
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Otra de las figuras jurídicas consideradas como 

antecedente del juicio de amparo es el interdicto de hOllline libero 

exhibendo, que era de carácter perpetuo y establecido por un edicto 

pretoriano. El edicto, como lo sefiala Ignacio Burgoa, es una fuente 

sui generis del derecho, y consiste en la resolución que hace 1ui 

pretor en la que dicho funcionario conjunta loe fundamentos con loe 

que sustente las decisiones de loe conflictos de intereses ante él 

promovidas. Por su parte, la Lex Cornelia atribuyó a loe edictos 

perpetuos, obligatoriedad en su observancia. El interdicto de hOillille 

libero exhibendo entrafiaba la obligación de que ee exhibiera al 

hombre libre por parte de quien lo poseyera como siervo, aeimiemo 

establecía su finalidad con las siguiente e palabras: "Bate interdicto 

se propone por causa de defensa, la libertad: esto ea, para que 

ninguno retenga loe hombres librea.". 

Al respecto, Carlos Arellano Garcia4 afirma lo siguiente: 

''Es enteramente natural que en un régimen donde se admitía la 

esclavitud como lo era el romano, el interdicto transcrito eólo 

estuviera referido a loe hombree libree para proteger BU libertad. 

l!n BU redacción literal no está dirigido a la autoridad pero, tompoco 

eetá dirisido a los particulares. Bn realidad ea comprensivo de la 

libertad frente a cualquiera que retenga al hombre libre sin derecho 

para hacerlo. Be tutelar del derecho humano de libertad y protege a 

todo individuo independiente de BU edad, de BU eexo y de la sujeción 

a la patria potestad pUee, BU objetivo ea proteger la libertad del 

hombre libre. Por supuesto que es un antecedente muy remoto del 

amparo por tener naturaleza y funcionamiento divereoe." 

7 



Guillermo Floris Margadant" respecto al. interdicto opina 

que: ".. • no era una sentencia, sino una orden condicional y 

administrativa dirigida a un ciudadano por el ma¡¡istrado, a petición 

de otro ciudadano, a base de una investigación que no pasaba de ser 

rápida y superficial. El interdicto ordenaba a la persona a quien se 

dirigía, observar determinada conducta, siempre que la hipótesis 

mencionada al caaienzo del interdicto correspondiese a la realidad". 

I¡nacio Burgoa" establece con respecto al interdicto en 

cuestión el eisuiente razonamiento: " ••. la circunstancia de que la 

acción derivada del. interdicto de homine libero exhibendo se 

intentaba contra actos de un particular, colocado Jurídicamente en la 

misma esfera que su titular, es suficiente por si mi811a para concluir 

que la mencionada inatitución romana no puede ser un antecedente de 

nuestro juicio de amparo. En efecto, mientras que éste tiene como 

cauea final de su existencia la protección de los derechos del hombre 

contra loe ataques de que pUedan ser objeto de parte de las 

autoridades del estado, en el interdicto aludido dicho factor no 

coneiste en tutelar los mencionados derechos que se vean amenazados y 

afectados por el poder público, sino en evitar que una persona 

física, un particular, pueda, sin sanción o respollSllbilidad al¡¡un.a, 

privar de la libertad a un hombre libre, único titular en Roma de la 

acción correspondiente.". 

A nuestra consideración, la fi¡¡ura jurídica del 

interdicto de b011Jine libero exbibendo, al isual que la J.nterceesio, 

presenta al¡¡unas simili tudee y distinciones con el amparo, sin 

repreeentar propiamente un antecedente directo. Pr1-ramente, 

conaaaró un lledio de defensa por virtud del cual ee tutelaba al 
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hombre que no fuera esclavo contra una privación de su libertad o 

tratamiento como siervo; tal interdicto era dirisido a todo aquél que 

retuviera a un hombre libre o que lo tratase como esclavo, de modo 

que, inclueo si al¡una persona en calidad de autoridad paoeyera a 

alsún hombre COllO eoclavo sin derecho, tenia la obli¡¡ación de 

emibirlo, esto eo, dejarlo en libertad. Hasta aqui, el interdicto 

sellalado coincide con el juicio de ampare en que se trata de un 

prccedimiento que tiene par objeto hacer que ee cumpla a1¡¡una 

11arantia (en este caso, la de libertad) reconocida par el estado, de 

un individuo a quien se le ha privado por al¡una otra persona (para 

efectos de dicha similitud, que se trate de autoridad!!s). Sin 

embar110, esta fill\II'a jurídica sólo tutelaba al hombre libre y no al 

esclavo, adem!s de que no os propiamente un proceso diri¡¡ido contra 

actos de autoridad, puesto que al no determinarlo dicha inatitución, 

se entiende dil'isido a todes las personas, aparte de que sólo se 

limita a tutelar la 11arantia de libel'tad y sobre todo, no era 

manejada en forma de eentencia judicial su rc::oluci6n, sino 

eimPlemente como una orden de carácter administrativo. 

3.- ISPMA. 

Dentrc de la historia de Bepalla, encontramos un sinnúaerc 

de ordenaaientoe jurídicos, COIJB"llI'aruio en nlllunas de ellno varias 

fill\II'as juridicaa que nos resultan interesantes para nuestro tesa. 

Tras la heroica conducta observada por loa ciudadanos de 

loo diveraos reinos de la Peninoula Ibérica en los numercoos 

enfrentaaientos contra los morca, se forja un siste&a de fueres, en 

los que ee plasma una serie de privile11ios que el rey se ve oblisado 

a conceder a eua eúbdi tos. 
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l!n el reino de Arag6n, durante loa ai¡¡loa XII·, XIII y 

XIV, se crearon a manos de loa monarcaa, laa inati tucionea jurídicaa 

del Privile6io General, loa procesos forales y el Justicia lfayor. 

La fi¡¡ura jurídica del Justicia lfayor data del eislo XII, 

y se constituía por un funcionario Judicial con laa siguientes 

caracteriaticas y funciones: era el supremo administrador de justicia 

del reino de Arag6n, conocia y resolvía sobre laa controveraiaa que 

se BUBcitaban entre el rey y aue súbditos, además de encargarse de 

hacer la interpretación de loa fueros y de la ley, aaí como de 

vigilar BU CU111Pli.miento. 

l!n el Pe.oto de Sobrarbe se define la función del Justicia 

l!ayor de Arag6n, en BU punto V, de la siguiente manera: "Para que 

nueetraa libertades no padezcan detrimento ni dallo, habrá: juez medio 

sobre el Rey y BUB súbditos, a quien sea licito apelar el que 

recibiere agravio, o de loa que recibiese la República o BUB leyes, 

pare. BU remedio." . 7 

ReBUl ta interesante observar loe comentarios vertidos por 

I¡¡ne.cio L. VallartaS al respecto: "No debe olvidarse que en Arag6n 

e.'dstía tci:.bién el JW1tici11, juez miprcmo qua ejercfa elev&dis:l.lilas 

funciones," que era el último intérprete de laa leyes, que conocia de 

las caueae del Rey, que era considerado como un baluarte finúsi.mo 

contra la opresión; pues él en caao de duda decidia ei eran conformes 

a le.e leyes loe decretos u órdenes reales, y ei ee debien en 

consecuencia ejecutar o no; é 1 amparaba a loa particulares cuando 

contra ellos o BUB bienes se cometía al¡ún atentado o se teaía que se 

cometiese por laa autoridades; y contra sus fallos que debían 
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obedeceree en todo el reino, no prevalecian ni las órdenes del 

soberano. " . 

Hn el al!o de 1348, surge en el reino de Ara¡¡ón, bajo el 

mandato de Pedro III la fi¡¡ura Juridica del Pzoivilegio General, con 

la categoria de fuero, en el que se consagraban en favor del 

individuo, alS\lnOB derechoe fundamentales oponibles a las violaciones 

de la autoridad, que fueran cometidas en eu contra, y se obll.pba al 

monarca a la celebración anual de las cortes, constituyendo todo ello 

una 11.mitante a loe poderes del gobernante. Adem!a de lo anterior, el 

Pzoivileaio General instituyó varios medios procesales por virtud de 

loa cuales el ciudadano podl.a hacer que se le respetaran ante la 

autoridad al¡¡un.aa garantías de libertad y de ee¡¡uridad jurídica, 

tales medios de defensa eran loo llamados procesos forales. 

Loe procesos forales existentes eran los sisuientes: el 

de aprehenai6n, de inventario, el de manifestación y el de firma. Kl 

primero de ellos, se debe mediante decreto del Justfois 1!4yor o de 

alsün lugarteniente (auxiliar de aquél). y tenia como misión la de 

mantener la poeeei6n y el goce de loo derechos sobre biene" inmuebles 

en favor del último poseedor, asi como de ase¡¡urarlo, en caso de que 

existiera al¡¡una controversia Judicial sobre loa minmos, hsata el 

-..nto de dirimirla. l!l proceso foral de inventario, por eu parte, 

tenia un objetivo similar que el del anterior, a6lo que en este caso, 

tratándose sobre documentos o bienes muebles. l!l proceso foral de la 

manifestación de las personas estebe destinado a poner a salvo y beJo 

el amparo del supremo administrador de Justicia a las escrituras, 

bienes, documentos y a la persona en caso de que ésta se encontrase 

bajo un proceso Judicial en el que el Juez pUdiera lle¡¡ar a tener 
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aobre aquél, una actitud arbitraria o violatoria de aua derechos COlllO 

ciudadano aragonés; es decir, mediante este proceso foral, podía aer 

oida aquella parte n quien habia sido condenada ain la debida 

legalidad, ae podia modificar la penalidad que reeul tara a todas 

luces excedida o inJuetn, o poner en libertad durante veinticuatro 

horas a quien fuera detenido sin hallarse en flasrante delito, sin 

inetancia de parte legitima en contra de una disposición legal o 

foral, o que, deepués de tres diae de estar preao, no se le hubiere 

comunicado la demanda. Kn fin, dicha fi¡¡ura coneti tuyó un verdadero 

medio de control de legalidad, ademáe de ser un eficaz inatrumento 

que tutelaba algunos derechos públicos reconocidos por el reino 

aragonés a través del mencionado Privilegio General, contra actos de 

la autoridad. 

No menos importante reeultó ser el proceso foral da 

firma, en el que por medio de una firma de derecho, esto es, \l!lll 

orden de inhibición otorgada por el Justicia /fayor, fundándoee con 

Justas excepciones y defeness, además de la prestación de una fianza, 

con la que ee aee¡¡uraran la legalidad de un proceso Justo y conforme 

a derecho, la audiencia al Juicio y Eol cumplimiento de la sentencia. 

A través de eate proceso foral, el Justicia tenia la aptitud de 

conocer aobre cualquier controversia ventilada en otro tribunal, y 

por el que aquél podia garantizar loe bienes y efectos de la condana 

impuesta por éste. Dicho proceso foral ee otorgaba en contra de actos 

de Jueces, oficiales y de particulares con el objeto de que no 

llegasen éstos a perturbar a lss personae o a eue bienes contra todo 

fuero o derecho; procedía contra actos pasados, presentes e inclueo 

futuros, es decir, que fueran de inminente celebración. Kste 
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proceso, en conclusión, tutelaba lae garantiae individuales otorgadas 

por el Privilegio General contra actos de autoridad. 

Oportuno es hacer mención del comentario de I11114cio 

Burgoae en análisis de estos cuatro procesos forales: "Nosotros no 

creemos que los cuatro procesos mencionados eran pura y tipicamente 

un medio de proteger y hacer efectivos loe derechos consignados en el 

fuero del Privilegio General, pues el de aprehensión y el de 

inventario propiamente eran medidae de aeesuramiento en Juicio civil, 

como claramente se infiere de la si¡¡uiente idea ya tranecri ta: 

interin ee ventilaba el derecho entre lae partee. l!n cambio, por lo 

que concierne a loe dos primeros, ee decir, al de la manifestación de 

lae personas y al de Juriefirma, eetoe procesos si constituyen 

verdaderos lledios de protección o preservación de loe derechos 

estatuidos en el Privilegio General, puesto que el primero de elloo 

tutelaba la libertad perscnal contra actos de autoridades, como 

fácil.mente se infiere de la transcripción hecha, y el sesundo porque 

constituye un verdadero control de la legalidad de los actos de 

tdbunalee inferiores. l!n esta virtud, puede decirse que estos dos 

procesos implican un antecedente histórico del Juicio de amparo, ya 

que BU analogia es notoria, cuando menos por lo que ataf\e a sue 

caracteristicas extrinsecae y objetivas: ser un medio de control de 

los derechos públicos individuales frente a los actos de lae 

autoridades." • 

Con el transcurso del tiempo, surgen dentro de los 

diversos reinos que se encontraban dentro del actual territorio 

espellol alsunos ordenamientos jurídicos de suma importancia. Uno de 

ellos fue el .fuero Juzgo, creado por Fernando III con el propósito de 

13 



tener un orden legal común sobre las provincias que iba conquistando, 

el cuel regulaba sobre diversas materias de derecho público y 

privado. Se compcnia de doce libros, conteniendo, entre otras cosas, 

algunos preceptos respecto del legislador y de la naturaleza dol 

fuero Juzgo, normaba los juicios y las causas, asi como cuestiones de 

derecho civil, penal, rural y militar. En dicho fuero Juzgo se 

limitó en alto grado el peder del rey en favor de sus súbditos, 

estableciendo respecto de aquél, la prohibición de tomar cosa alguna 

de sus sometidos por le fuerza y la de obligarlos a que hicieran por 

escrito un otorgamiento de sus respectivos bienes en favor de otro. 

Bajo el gobierno del rey Alfoneo X, se crea una obra 

juridica importante llamada LIJ.s Siete PMtidas en el afio de 1256. Kn 

tal ordenamiento se establecieron algunos derechos como el de la 

libertad, se consignó el régimen monárquico absoluto, ya que, en esta 

6pcca, se le consideraba al rey como vicario de Dios, con poderes 

sobre sus súbditos, pero al estar conformado por reslas de tipo moral 

y religioso, se establecia un tratamiento piadoso hacia los 

gobernados, por lo que, durante eote periodo, fue condenada la 

tiranía y el abuso contra los individuos. 

En el afio de 1452 fue creado el fuero de Vizcaya, en el 

que se esteblecieron algunos derechos en favor de loe · ciudadanos 

vizcaínos, que eran oponibles a la máxima autoridad. 

A partir de la Constitución de Cádiz de 1812, las leyes 

fundamentales eopallolas comenzaron a consagrar una serie de sarantias 

individuales en beneficio del pueblo. Tal constitución estableció 

derechos de protección a la propiedad, derechos dentro de la 

administración de justicia criminal, de libertad de expresión, 

14 



derecho de audiencia, aai como la consagración de las garantiaa de 

igualdad Y de libertad para todos loe eapal!olee. De igual manera, 

las constituciones promulgadas durante loe siguientes afioe, contenian 

un importante catálogo de derechos fundamentales. 

Ea hasta el allo de 1931 en el que, al implantarse el 

régimen republicano en Eepalla, la ley fundamental promul¡ada en ese 

afio, establece una serie de medios por loe que ee tutelaban derechos 

públicos fundamentales, no únicamente contra la perturbación de loe 

miemos por cualquier individuo, sino también por parte de la 

autoridad. 

4. - IBGLATIRRA. 

El proceso constitucional inglés descansa sobre cuatro 

estatutos legales que son la Carta lfsgna, la Petición de Derechos, el 

Hrit of Habeas Corpus Y el 8111 of Rights, aunados estos al derecho 

común inglés (common law), inte¡¡rado este último por la costumbre 

social y por loe precedentes judiciales del sistema jurídico 

anglosajón. 

Al principio, como en todas las sociedades, loe 

conflictos entre las personas ee reeolvian por ellos miemoe, y en un 

¡¡ran número, haciendo uso de la fuerza (llamado régimen de la 

vindicta privo.ta). Ccn el paso del tiempo, tal sistema era 

interrumpido durante periodos determinados por respeto al rey; 

después fue éste quien comenzó a prohibir tales conductas, a loe que 

ee le conoció como la paz del rey. El monarca, era quien impartía la 

justicia, directamente, o a través de las llamadas Cortes del Rey, 

que eran funcionarios deaisnadoe por aquél. Ccn el tiempo ee fue 

generalizando hacia todo el territorio inglés lo que ee conoció como 
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Ctl/lllllon laR. en toda Inglaterra se fue extendiendo lo que se 

llamó el common law, que fue y es un conjunto normativo 

COl18Uetudinario, enriquecido y complementado por las resoluciones 

judiciales de loe tribunales ingleses, y en particular por la Corte 

del Rey, las cueles constituyeron, a su vez, precedentes obligatorios 

no escritos para caeos sucesivos." .10 

"El derecho consuetudinario central, más adelantado, se 

p.¡limentó a través de las decisiones de loe jueces, alrededor de la 

presencia de loe más variados casos prácticos y se produjeron 

precedentes que se respetaban en juicios posteriores y se dio como 

I'eBUl tado la formación de una vigorosa jurisprudencia." .11 

l!s hasta el siglo XII, cuando el rey Juan sin Tierra es 

obligado por loe barones ingleses a firmar la Carta Magna, en la que 

se establecian derechos en favor de loe barones, de los hombres 

libres, de la iglesia y de loe ee!\oree feudales, constituyendo todo 

ello una importante limitación al poder absoluto. De ¡¡ran 

trascendencia resultó la creación de dicho documento, ya que, ademáa 

de establecer una serie de derechos en favor del p.¡eblo inglés, ha 

servido de base desde entonces hasta nuestros dias para el 

establecimiento de muchos de eetoe principios dentro de ordenamientos 

juridicoe de otras naciones. 

Dentro de loe preceptos más importantes de la !1agne. 

Cbe.rte., destacan los ei¡¡uientee: el establecimiento de que ningún 

individuo libre podría ser declarado fuera de la ley, privado de su 

libertad o de al¡ún derecho que le otorgara el estado, o bien 

molestado en cualquier forma, si no era mediante un Juicio legal 

se¡¡uido ante sus pares y aplicando la ley de la tierra. Asimismo, la 
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diepasición de que a nadie se le negará, retrasará o venderá la 

administración del derecho o la Justicia. Tales estatutos reconocen 

algunas garantiaa en favor del gobernado, como la garantía de 

legalidad, de audiencia, de ee¡¡uridsd juridica, de propiedad, de 

libertad, aei como el aee¡¡urS111iento de la legi tillidad del tribunal 

que se encargaría del juicio. 

Al paso del tiempa, la figura del rey fue perdiendo 

autoridad y peder, no sólo par el establecimiento de loe derechos 

antes mencionados, eino también por la existencia del Parlamento, que 

poco a poco fue adquiriendo más atribuciones dentro del Rstsdo. Fue 

en el allo de 1627, cuando el propio parlamento inglés, exigió al 

monarca en turno que expidiera un documento en el que se consolidaran 

loe derechos públicos establecidos en la Carta He¡¡na. Tal estatuto 

legal fue conocido con el nombre de Petición de Derechos. 

A BU vez, fue creado el Hrit of Habeas Q:>rpus, surgido 

del derecho consuetidinario inglés, el cual era un procedimiento que 

tenia como objetivo el de proteger la libertad personal. Emilio 

Rabaea12 comenta que "... era el procedimiento coneuetidinario que 

permi tia someter a los Jueces el examen de lae órdenes de aprehensión 

ejecutadas y la calificación de la le¡¡alidsd de sue causas.". 

Bs hasta el allo de 1679 cuando el Hrit of Habeaá Q>rpus 

es elevado a la cate¡oria de ley una vez que se suecit6 el BÜIUiente 

hecho: "Kn el afio de 1627, Hampden y otros fueron reducidos a prisión 

por expresa orden del Rey, por haberse negado a pagar un préstamo 

forzoso que el Parl8Jllento no babia decretado, y ocurrieron lue¡o a 

aquel recurso en demanda de BU libertad. DeePl.lés de negárseles por 

razón de que la orden del rey era causa legal y bastante para la 
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prisión, se ocupó el Parlamento mismo de este asunto y declaró que el 

Writ of Habeas Corpus no J;<lede ser negado, sino que debe eer 

concedido a todo hombre que sea arrestado o detenido en prisión o de 

otra manera atacado en eu libertad personal, par orden del rey, de eu 

coneejo privado, o de cualquier otra autoridad." .13 

Resultó ser de gran importancia la institución del Habeas 

Corp.JB en In¡¡laterra, debido a que, a diferencia de loe antel'ioree, 

eetablece un proceso judicial par medio del cual, lee ¡¡arantias 

consagre.da• en loe eetatutoe anteriores, con relación a la libertad 

personal, podían hacerse efectivae en forma coercitiva contra actos 

de la autol'idad. De ahi que, al trataree de un proceeo encaminado a 

¡¡arantizar el reepeto y cumplimiento de los derechos fundamentales 

del individuo que le p.iedan eer afectados par parte de al¡¡una 

autoridad, lo consideramos como un importante precedente del juicio 

de amparo. 

Una vez más, siendo el afio de 1688, ea creado otro 

eetatuto le¡¡al, con el fin de ampliar, actualizar y crear garantiae 

individuales, respecto de las eetablecidae en loe estatutos le¡¡e.lee 

anteriores. A este nuevo estatuto le¡¡al se le consideró como el más 

completo de todos y recibió el nombre de Bill of Rigbts, que fue 

impuesto par el Parlamento a Guillermo de Oran¡¡e, nuevo monarca, una 

vez que le hubo privado de 8UB derechos como rey a Jacobo II. Además 

de las ¡¡arantias que ee!lalamoe en loe estatutos anteriores ee 

estableció la prohibición de 6U8pender o ejecutar las leyes par parte 

de la autoridad real, el reclutamiento o mantenimiento en arsaa de un 

ejército dentro del reino en tiempos de paz, y la impoeición de 

contribuciones, si ne es con el consentimiento del Parlamento; se 
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estipuló la prohibición también del establecimiento de fianzas 

excesivas, multas exageradas o penas crueles; y se establecieron 

algunos derechos, como el de petición, la libertad de elQ?resión y el 

de portación de armas, entre otros. 

dentro del sistema constitucional inglés ... ¿Cuál ea 

la institución que verdadera y efectivamente puede implicar un 

antecedente de nuestro Juicio de control? Evidentemente que con 

exclueividad sólo el Habeas Corpus, por ser éste, como el amparo, un 

medio directo, autónomo, de impugnación de los actos autoritarios 

ilegales, que en suma contiene un derecho garantizado. Por el 

contrario, loa demás estatutos ingleses sólo engloban derechos 

declarados, sin brindar concomi tantamente un medio juridico para eu 

protección .... 14 

5. - illAllCIA. 

Durante el siglo XVIII, ante el sistema autocrático 

i.mperante en Francia, surgen una serie de ideas y corrientes 

politicaa, que en general, pugnaban por la existencia de derechos 

fundamentales de los individuos consagrados en un ordenamiento legal, 

y por la limitación del poder real, que ee ejercio. en formn dcop6tica · 

y autoritaria. 

En el afio de 1789, uno de los grandes triunfos del 

movimiento revolucionario francés, fue sin duda, la Declaración de 

los Derechos del hombre y del ciudadano. ""Convencido el pueblo 

francés de que el olvido y el desprecio de los derechos naturales del 

hombre son las únicas causas de las desgracias del mundo, ha resuelto 

exponer estos derechos sagrados e inalienables en una declaración 

solemne, para que todos los ciudadanos, pudiendo cotejar 
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incesantemente asi loe actos del gobierno con el fin de toda 

institución social, eviten que la tirania loe oprima y envilezca; y a 

fin también de que el pueblo tensa siempre a la viata las basea de au 

libertad y ventura, el magistrado la regla de SUB deberes, el 

legislador el objeto de au misión". "1a 

Alsunoe de loa artículos más significativos de tal 

documento Jurídico-político son: 

"Articulo 2o.- El objeto de toda asociación politice ee 

la conservación de loe derechos naturales e imprescriptibles del 

hombre. Estos deberes son la libertad, la propiedad, la seguridad y 

la resistencia a la opresión.- Articulo 3o.- El principio de toda 

eoberania reside esencialmente en la nación. Ningún individuo o 

corporación puede ejercitar autoridad que no emane expresamente de 

ella.- 4o.- La libertad conaiate en poder hacer todo aquello que no 

dalie a otro; por lo tanto, el ejercicio de loe derechos naturales de 

cada hombre no tiene más limi tea que aquéllos que aseguren a loa 

demás miembros de la sociedad el goce de loe miemos derechos. Ea toa 

limites no pueden ser coneisnadoa más que por la ley.- .•. Articulo 

6o.- La ley CD la expresión de la voluntad general. Todos loa 

ciudadanos tienen derecho a concurrir a su formación pereonalmente o 

por representantes. Debe ser la misma para todos, sea que proteja o 

sea que castigue. Todos los ciudadanos siendo i¡¡uales a aue ojea, son 

igualmente admisibles a todas las dignidades, car¡¡oe o empleos 

públicos, eellÚll su capacidad, sin otra distinción que la de su virtud 

o su talento.- •. . Articulo 80.- La ae¡¡uridad consiste en la 

protección que la sociedad concede a cada uno de sus miembros para la 

coneel'Vación de su persona, derechos y propiedades.- • • • Articulo 
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11.- Todo acto eJercido cont<'a un hombI'e, fueI'a de los casos y fO=as 

que detennina la ley, es arbitI'ario y tiI'ánico, y aquél contI'a quien 

se trate de ejecuta..lo JIO<' fueI'za, tiene el derecho de repeleI'lO con 

la fueI'za.- •.. AI'ticulo 35.- CUando el gobierno viole los deI'echos 

del pueblo, la insuI'rección es, Plll'ª todo éste y pru-a cada porción, 

el más SllgJ:'ado de los derechos y el más indispensable de los 

deberes .. " .is 17 

Sin embargo, a pesar de que tal conjunto de I>I'eceptos fue 

integ,.ado dentro de la constitución de 1791 y I'efrendado en la ley 

fundamental de 1793, la Declaración de los Derechos del HombI'e y del 

Ciudadano, poI' el solo hecho de se,. consag,.ado, no garantizaba su 

cumplimiento y respeto por P8?'te de las o.utoI'idades. "los P<'imeros 

I'evoluciona..ios fI'anceses CI'eían que con la sola inserción de los 

derechos del hombre en un cuerpo legal sancionado y votado poI' el 

pueblo, y con eI'i&iI'lo a la categoI'ía de nonna BUP<'ema, la actividad 

de las autoI'idades estatales se veI'ía supeditada a sue mandamientos, 

poI' la sola solemnidad de su carácteI', mas a pesar de ello, se 

siguieron cometiendo atropellos y violacionee. "1s i!I'a necesaria 

pueo, la creación de un OI'llaniBIDO estatal de control constitucional, 

que resul ta..a Bel' I'ealmente la garantía de la obseNancia de la milllllB 

en favor del individuo. Tal. idea fue concebida por l!lmnanuel Josepl¡ 

Sieyes (1746-1636), destacado Ju..ista y político francés, denominando 

al oI'¡¡anismo que se encargaría del control, Jurado Constitucional. 

"La atI'ibución P<'imoI'dial del Ju..ado Constitucional de Sieyes 

consistía en controlar el ol'den constitucional, PI'OCUI'ando que todos 

los poderes del estado se sometieI'an a sus dispoeiciones, para lo 

cual podía anular cualquie<' acto que i.mplicase su violación. Se 
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trataba, pues, de un verdadero control constitucional por órsano 

politico .•• "19 

A petición del propio Sieyes, Napoleón I, soberano 

francés (nombrado Primer Cónsul en 1799), pl1l81116 en la constitución 

de 1799 el proyecto de aquél. El orsanismo tomó el nombre de Senado 

Conservador y se encar¡¡aba de estudiar y de dar solución a todos los 

asuntos que se le sometiesen sobre la inconeti tucionalidad de leyes u 

otros actos de la autoridad. Sin embar¡¡o, el Senado Conservador, al 

coronare e Nepoleón Bonaparte emperador, fue muy limitado, al ¡¡ro.do de 

perder las atribuciones para lo que fue creado en un principio. 

Otro ór¡¡ano de control coneti tucional creado en Francia 

en el afio de 1790, fue el Tribunal de Caeaci6n, el cual tenia la 

facultad de anular, una vez que le fuera solicitado por persona 

interesada, toda sentencia que fuera inconstitucional, pero con la 

imposibilidad de pronunciarse en cualquier forma sobre la 

interpretación de la ley o sobre la decisión de la controversia. A 

partir del Códi¡¡o de Napoleón, tal or¡¡anismo recibe el nombre de 

Ccrte de C4&ci6n. lleta ee convirtió en el ór¡¡ano supremo judicial 

en Francia, teniendo facultades para interpretar las leyes y la 

misión de anular las sentencias definitivas de último ¡¡rad.o en 

materias civil y penal, siempre que, loa Jueces que lM dictaron 

hubieran cometido violaciones, ya fuere durante la secuela procesal o 

en la propia sentencia. 

Hl recurso de Casación conati tuya para nuestro juicio de 

amparo, un importante precedente, por la finalidad para la que fue 

creado, teniendo similitud, sobre todo, con el amparo directo. 

8. - ISTA006 lllllllS. 
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Tiempo después de lograr su independencia de Inglaterra, 

las trece colonias de América, consolidaron eu unión en el afio de 

1778 a través del docUlllento llamado Al'ticulos de Confederación y 

Pel'petua Unión entre los listados, todo ello, con el fin de tener uns 

1118YOr fuerza para defender en forma conjunta la soberanía que 

acobaban de conquistar. Dos al\os antes, se produjo la primera 

declaración de derechos en Norte América, en Virginia, ei¡¡uiéndole a 

ésta, la declaración de derechos en Haryland, unos cuantos meses 

después. Como una herencia de Inglaterra, se fue generalizando en 

estas tierr11.11 el Cammon La". 

l!n el afio de 1787, ee promulga uns ley fundamental en los 

lletados Unidos, uns vez adoptado el sistema federal, en la cual, se 

estableció que el control Jul'iediccional de la constitución y de 

leyes federales lo tendría a su cargo el Podel' Judicial de Retados 

Unidos al siguiente tenol': "Kl Poder Judicial conocel'á de todos los 

casos que en derecho y equidad dimanen de la Constitución y Leyes de 

la Fedel'ación, asi como de loe tratados ya celebradoe o que puedan 

celebrarse en lo sucesivo baJo su autoridad; de todos los caeos que 

afecten a loe embaJadores, demás ministros públicos, y a los 

cónsules; de todos los c11.11os de la Jurisdicción de almirantazgo y 

mBl'ina; de las controversias en que la Federación fuere parte; de las 

que se ol.auieren entro dos o más listados, entre un Estado y los 

ciudadanos de otro, entre ciudadanos de diferentee listados, entre 

ciudadanos del mismo listado que recllllllBn terrenos baJo conceeiones 

hechas por diversos Estados, y entre un Retado o eue ciudadanos, y 

Estados, ciudadanos o súbditos extranJeros." .20 
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Con el transcurso del tiempo, la Constitución Política de 

!!atados Unidos fue sujeta a elltliendas, dentro de las cuales, se 

establecieron varias garantías individuales oponibles al poder 

público (establecimiento del debido proceso legal), destacando las 

siguientes: "Articulo V.- . . . No se pondrá a nadie dos veces en 

peligro de perder la vida o algún miembro por un mismo delito; no 

podrá obligársele a declarar contra ei mismo en una causa criminal; 

no se le podrá quitar la vida, la libertad o los bienes sin el debido 

procedimiento legal; ni ee podrá tomar la propiedad particular para 

objetos de utilidad pública, sin la debida compensación.­

Articulo XIV. - . • • Los l!etadoe no :podrán sancionar ni hacer cumplir 

ninguna ley que restrinja las prerrogativas o inmunidades de los 

ciudadanos de los !!atados Unidos. Tampoco podrán privar a ninguna 

persona de la vida, la libertad o loe bienes de fortuna sin el debido 

proceso legal, ni negar a nadie en su ,jurisdicción la i¡¡ual 

protección de las leyes.". 21 

Dentro de los antecedentes norteamericanos surgen las 

fie:urrui ,jurídica¡; de loe Wrlts, que son loe diversos medios de 

control de la constitucionalidad y de la legalidad en ese peis. "Por 

lo que ee ve, el régimen de control que opera en los !!atados Unido e 

no es unitario como nuestro ,juicio de amparo, pUee se traduce o 

revela en loe diferentes medios de proteger la constitución, como 

objetivo primordial de tutela, contra las violaciones cometidas por 

aquellas autoridades, generalmente ,judiciales, que han aplicado 

preferentemente une disposición legal que contraviene el texto 

constitucional o que han omitido tomar en cuenta loe maiidatoe de 

éste." .22 
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Sobre los ffri ts americanos, los autores AndX'é y Suzanne 

Tunc23 COllelltan: "Desde fines del siglo XII bastó que una persona 

alegase que le ccnducta de otra tllr'baba la paz del reino, Plll'ª que 

las Jul:'isdiccionee reales pudiesen resolver el litigio. Se acude a 

ellas por medio de un "1'it, entregado a solicitud de un particular 

por la cancillería de rey, y en nombre del rey, dir'igido a un sheriff 

o, en algunos casos, a un sellar. Su destinatario recibe la misión de 

ol:'denal:' al adversuio del recipiente hacer Justicia a la petición de 

éste o, si se niega, comparecer ante los Jueces reales para explicar 

su negativa .... 

l!l ffrlt of HabedS Corpus, es un recUJ:'so que tiene como 

obJetivo el de presel'VSJ:' la libertad personal, se promueve ante la 

autoridad Judicial y, procede en contra de los actoe de autoridad 

administrativa o Judicial que tiendan a privar de la libertad a una 

persona sin Justificación legal. Este medio de control será 

competencia de loe Jueces federales en caso de que la autoridad que 

oroene, eJecute o trate de eJecutar un aprisionamiento ilegal, tensa 

el cuácter federal; en los demás casoe, tendrán conocimiento del 

mismo, los 6rsanoe JUJ:'iediccionalee locales. 

El Hrit of Error eM un pJ:'OCedimiento que podía ser 

promovido por cualquier persona ante la Suprema Corte, y procedía 

contra cualquier fallo definitivo en el que la decisión del Juez 

fuera contraria a la validez de un tratado, ley o autoridad eJercida 

baJo el poder de los Estados Unidos, o fuera favorable a la validez 

de una ley o autoridad eJercida baJo el poder de un Estado en 

PIU'ticular contra la Constitución, tratados o leyes federales. La 
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SuPrema Corte tenia ante tal situación, la facultad de revocarlo o de 

confirmarlo. Rete recurso fue abolido en el e.i'lo de 1928. 

Rl Writ of Certiorari ee un recUX'so que procede contra 

actoe realizados por Jueces locales o autoridades que lleven al cabo 

t.....,itaciones en forma de juicio, en loe que cometan violaciones en 

el procedllrlento, por resultar contrarios a lo establecido por sus 

respectivas leyes. "Se ha definido el Writ of Certiorari como un 

ll?'it del c.-m law en el que se trae a la corte para inepección el 

expediente del tribunal inferior para que se resuelva ei ha sido 

válido o inválido el procedimiento.". 24 

l!l ltrit of lfandS111us, se constituye pcr la emiei6n de una 

orden de la Suprema Corte de Justicia de los Retados Unidos, girada a 

cualquier autoridad administrativa o Judicial, o bien, eaitida por 

cualquier corte de JUX'iedicción competente, girada a una. corte de 

jerarquía inferior, en la que se les requiere la ejecución de un acto 

que se especifica en el mandato, el cual I'-tede consistir en 

decieionee toow!ae por las propias autoridades requeridas, o en 

eervicio11 en ¡¡eneral, que éstas tienen la obligación de prestar. 

l!l 1trit of InJuction es una orden que emite la corte 

federal, a instancia de parte, con el prop6•ito de su.epender la 

ejecución de al¡¡ún acto ilici to que pretenda llevar al cabo cualquier 

autoridad adminietrativa o judicial, o bien, de procurar la cesación 

de un proced.húento seguido ante un tribunal infer-ior. en los 

Juioioe que ver-san eobre la materia constituoional es el medio usual, 

por tanto para que los tribunales, a instancia de parte aaraviada, 

eM111inen la constitucionalidad de leyes o actos de la autoridad y 

suspendan e ill,pidan su ejecución. l!n otras palabras, desempeilan la 
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miema función que el incidente de suspensión y el Juicio de amparo, 

en el sistema mexicano, pero no en materia penal, sino civil 

exclusivamente." .2" 
l!l Wri t of Quo He.rranto tiene como finalidad la de 

establecer la legitima :posesión de un carso en el :poder público, asi 

como la de determinar el lúdte de 8WI atribuciones, con la intención 

de que "e ordene que se abstensa de conocer sobre un llBU!lto 

especifico o de tomaree stribucionee que de acuerdo a 8WI facul tadee 

como autoridad no le corresponden, siempre y cuando exista una 

violación a los derechos fundamentales de alauna persona. 

Rl Writ of Prohibition tiene como misión la de impedir o 

suspender la realización de al111mos actos procesales, hasta en tanto 

no se resuelva otro asunto o alsuna materia SUBcitada en forma 

colateral al procedimiento. par encontrarse BUjetos al conocimiento y 

Jurisdicción de otra corte o tribunal. 

7.- 1111100. 

I. - Kpoca Prehil!PAnica. 

Antes de la conquista espaf!.ola, las diversas culturas que 

poblaban las resionee del actual territorio nacional manifestaron 

alsunas fiauras Juridicas interesantes a través de la creación de 

alllllllOe or¡¡anismos (sobre todo en el derecho azteca), ein eetar éstos 

relacionadas con el establecimiento o la protección de derechos 

públicos 8Ub.let1vos. Kn realidad, eon nulas las aportaciones 

realizadas par los pueblos indi¡¡enas con relación al juicio de 

amparo, de acuerdo con loe datos aportados por los historiadores, 

empero, no deJan de interesarnos algunas instituciones de derecho 

practicadas par la cultura azteca, la más importante de las 
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existentes durante la llegada de los espalloles. l!l pode!' monárquico 

de los tlatoanis aztecae no estuvo cSI'acteI'izado poI' un alto SI'ado de 

absolutismo, salvo en el peI'íodo de Moctezuma II. "El poder Y la 

autoridad de los reyes de México fue VSI'io se!lÚll los tiempos. En los 

PI'incipios de la mona..quia, su pode<' fue limitado y su autoridad 

veI'dadeI'amente pateI'nal; eu tI'ato más humano y los deI'echos qua 

exigia de sus vasallos muy cortos. Con la extensión de SUB 

conquistas se fue aumentando su magnificencia y su fausto y la 

proporción de SUB riquezas crecieron también, como regularmente 

sucede, los gravámenes de sus vaeallos. La sobeI'bia también hizo 

traspasSI' los limites que el consentimiento de la nación babia 

previsto de Moctezuma II. . . . No cometieron Jamás atentado alguno 

contra la majestad de su príncipe, sino fue en el afio penúltimo de la 

monarquía en que, cansados de sufrir en su rey Moctezuma tanto 

abatimiento de ánimo y tan excesiva condescendencia con sus enemigos, 

le ultrajaron con palabrae y lo hicieron con flechas y piedras en el 

calor de un asalto.·· .2s 

Al lado de la figura del tlatoani, existió un consejo 

real o senado denominado Tlatoaan, que tenia una gran intervención en 

el gobierno, ya que, entre otras coeae, asesoraba al monarca sobre 

asuntoa de interés general, cumpliendo además, con funciones 

administrativas, y en algunos casos, con funciones Judiciales. 

Además, existió un funcionBI'io llamado aibuac6atl, quien 

compa..tia el poder con el soberano azteca, sustituyéndolo en caso de 

que éste saliera de campella, y realizando algunas labores 

administrativas, teniendo en ocasiones, competencia Judicial. 
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Rl Chinancalll era un deferuior de loa intereses de loa 

integrantes de loa calp.lllia o barrios de la ciudad, y loa 

representaba ante loa Jueces en todos los negocios Jurisdiccionales. 

Habia, además, varios grados Jerárquicos dentro del 

sistema judicial azteca. Kxiatian loa teuctlis, qua eran jueces de 

elección popular, duraban un ailo y tenian competencia en asuntos 

menores; loa asuntos importantes se ventilaban a través de tribunales 

conformados por tres Jueces vi to.licios; una labor de apelación era 

realizada por al tribunal del monarca, el cual se reunía cada 

veinticuatro dias. "Paralelamente a la Justicia azteca común, 

encontramos la Justicia especial para sacerdotes, para asuntos 

mercantiles, surgidos del tianguis, asuntos de familia, delitos de 

indole militar, asuntos tributarios o litigios relacionados con artes 

y ciencias." .27 

Loe procesos Judiciales eran orales, y en ocasiones, se 

levantaba un protocolo a través de Jeroglificoa. Los procesos no 

podie.n durar más de ochenta dias, y en los Juicios penales. cuando 

loa delitos eran ll!llY graves, eu duración era muy corta. Podían 

rendirse las pruebas testimonial, confesional, preauncional, 

documental y los careos. 

II. - Epoca Colonial. 

Rn un Principio, el derecho positivo que regia en la 

Nueva l!apalla se encontraba establecido en las Leyes de Indias, que 

eran la consagración de algunas prácticas sociales indígenas teniendo 

como base el derecho eapailol. En el afio de 1681, el rey de Repella 

Carlos II ordenó la conjunción de las [eyes de Indias, creéndose con 

ello el código Juridico denominado Recopilación de Leyes de Indias, 
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en el que ee mezclaban, por un hdo, el derecho eepafiol, de carácter 

iuenaturalieta, basado en principios moralee y reli¡¡iosoe, y por el 

otro, las costumbres Jurídicas de loe indi¡¡enae. Al mismo tiempo, 

las Leyes de Castilla tenían aplicación supletoria en todo aquello en 

lo que la recopilación no ordenara en lae indias. 

La estructura poli tic a en la Nueva Es pafia se encontraba 

establecida de la siguiente forma: la máxima autoridad era el Rey de 

l!spaf!.a, quien era administrador, legislador y Juez BUPremo. En 

seguida, ee encontraba el Virrey, que era el representante personal 

de aquél, el cual tenia en principio carácter vitalicio, pero con el 

tiempo se redujo el mandato del Virrey a cinco afias. Los Capitanes 

Generales, que tenían funciones similares a lae del anterior. Loe 

Adelantados, titulas otor¡¡adoe por la corone., estaban facultados para 

administrar alsunas tierras, teniendo fUnciones públicas y la misión 

de establecer encomiendas. Los Presidentes de al¡¡unas unidades 

territoriales establecidas y controladas directamente por el Rey. lll 

ConseJo de Indias, que era el tribunal supremo de apelaciones en 

asuntos de importancia y e.demás era el cuerpo consultivo ¡¡eneral de 

la corona en todo lo que se refiriera a las colonias en América, 

teniendo participación lesislativa. Las Audiencias, que eran 

instituciones coloniales creadas por loe reyes de J!spafia, 

establecidas en las principales ciudades de América, teniendo como 

funciones, entre atrae, la administración de Jueticia y el 

asesoramiento al Virrey, o.si como el sustituirle en casos de ausencia 

y de muerte. Existían además, tres fUncionarioe debajo de la 

autoridad del Virrey, que eran el Gobernador, Jefe administrativo y 

Judicial de le.a provincias; el Corre¡¡idor y el Alcalde Mayor, según 
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el caso, con las mismas fun~iones que el anterior, en los distritos o 

ciudades. Los Dignatarios Municipales, que tenian a su cargo la 

administración de tal Jurisdicción. Los Cónsules, que eran 

autoridades locales y estaban organizadas por meroaderes, teniendo 

atribucionee administrativas, Judiciales y legislativas. 

Las autoridades Jurisdiccionales eran varias: los 

tribunales de mayor rango eran las Audiencias, las cuales tenían 

conocimiento de todos los asuntos penales en delitos graves, de las 

apelaciones contra tribunales inferiores y de los recursos de fuerza. 

Ademá.e de todo ello, cumplia con la función de conocer las 

apelaciones que se interp.¡sieran contra actos de los virreyee, 

siendo, en algunos casoe, el Consejo de Indias el que rseolvia 

final.mente tales controversias. Este último órgano, además de dicha 

función, era competente para conocer y resolver de todas las 

apelaciones de asuntos de suma importancia. Los órganos de 

jurisdicción ordinaria eran los Corregidores, Alcaldes y los 

Cabildos, y los de Jurisdicción especial eran múltiples, de acuerdo a 

la materia de que se tratase: "En materia fiscal encontramos varios 

. tribunales, como el Tribunal de Cuentas, el Tribunal de Alcabalas, el 

de Composición de Tierras, el de Montepíos, el de Estanco del Tabaco, 

del Estanco de Pólvora, etc. Además hubo tribunales en materia 

eclesiáetica y monacal, en materia de diezmoe, el fuero de la bula de 

la Santa Cruzada, el fuero de la Inquieición, el fuero de Mineria 

(1777, Tribunal de Apelación desde 1791), el fuero Mercantil (loe 

consulados), el fuero de Guerra, el fuero de mostrencos, vacantes e 

intestados, y, para la represión de los salteadoras, el fuero de la 

Santa Hermandad ... ··. 2e 
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Son eocasoe los antecedentes del juicio de garantias en 

esta épaca, siendo el más cercano el llamado recurso de obedézcase, 

pero no se cUDtPla. 

El sistema juridico espajlol descansaba sobre loo 

principios del derecho natural, que predominaban sobre los 

consuetudinarios y sobre loe legales. En este sentido, en caso de 

que ee realizara un mandato violatorio de los principios 

iusnaturalietae, sus dispaoiciones no debian ser ejecutadas ni 

acatadas, de acuerdo a la institución de o/Jedézcase, pero no se 

cUDJPla (par obedecer, se entendia el reconocimiento de la autoridad 

legitima que emitía la orden, par el que ae le atendía y escuchaba en 

actitud pasiva; y par no cumplir, el no llevarla a efecto); así pues, 

el afectado apelaba ante el rey, solici tanda au protección contra 

órdenes o leyes que fueran contrarias al derecho natural. emitidas 

par él mioma o a través de funcionarios suyos, par obrepción (mala 

información) o par aubrepeión (ocultación de loe hechos que 

inapiraban el mandato real). 

III .- Periodo dol ttovi.miento de Independencia. 

Durante esta etapa, los impulsos libertarios de muchos 

habitantes de la colonia espaflola, aunados a las ideas surgidas en la 

Revolución Francesa y buscando sesuir el ejemplo de Estados Unidos y 

da algunos paises en América del Sur, dieron como resultado la 

creación de una serie de ensayos y proyectos tendientes a la 

independencia y a la consagración de los derechos fundamento.lee del 

hombre en un ordenamiento legal, entre otras cosas. 

Así, Misuel Hidalgo y Costilla, en un afán de proteger la 

libertad de los individuos, decreta la abolición de la esclavitud en 
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el afio de 1810 a través del intendente José Maria Anaorena Caballero: 

"l!n puntual cumplimiento de lae sabias y piadosas disposiciones del 

Exmo. Sr. Capitán General de la Nación Americana, Dr. Don Miguel 

Hidalgo y Costilla, de que debe ésta rendirle lee más expresivas 

sraciaa por tan singulares beneficios, prevengo a todos los dueilos de 

esclavos y esclavas, que luego inmediantamente que llegue a su 

noticia esta plausible orden superior, loe pongan en libertad, 

otorgándoles lee necesarias eecri turas ee "atalahorria" con las 

inserciones acostumbradas para que puedan tratar Y contratar, 

comparecer en juicio, otorgar testamentos, codicilos y ejecutar las 

demás cosas que ejecuten y hacen las personas libree; y no lo 

haciendo aei los citados dueilcs de esclavos y esclavas, sufrirán 

irremisiblemente la pena capital y confiscación de todos sus 

bienes ••. " .2a 

Por eu parte, Isnacio López Rayón, en eu obra Elementos 

de Nuestra Constitución, en treinta y ocho puntos realizó un proyecto 

de estructura constitucional que comenzó a circular en el afio de 

1812. l!n esta obra, el autor propone el establecimiento del Habeas 

Corpus en eu articulo 31 de la siguiente manera: "3lo. Cada uno se 

respetará en eu cae a como en un asilo sagrado, y se administrará con 

lee ampliaciones y restricciones que ofrezcan las circttnstanciae de 

la célebre Ley Corpus de Inslaterra.". 

José Maria Mcrelos Y Pavón, en sua "Sentimientos de la 

Nación", estableció, entre otros puntos, los siguientes: "Articulo 

l3o. Que las leyes generales comprendan a todos, sin excepeión de 

cuerpos privilegiados; y que éstos eólo lo sean en cuanto al uso de 

eu ministerio .... Articulo 150. Que la esclavitud se proscriba para 
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siempre y lo mismo la distinción de castas, quedando todos isualee, y 

eólo distinguirá a un americano de otro el vicio y la virtud . 

• . • Articulo 170. Que a cada uno se le respete sus propiedades y 

respete en su caea como en un asilo sagrado, eel!alando penas a los 

infractores. Articulo lBo. Que en la nueva legislación no se admita 

la tortura.". ao 

En el allo de 1614, se crea el Decreto Constitucional para 

la libertad de la América Mexicana, mejor conocida como Constitución 

de Apatzin¡¡án, la cual nunca estuvo en vigor, surgida del pensamiento 

de algunos insurgentes, encabezados pcr Morelos. Une vez más, son 

consagrados diversos derechos públicos subjetivos, pero no se 

establece medio alguno de defensa legal, pcr el cual, el gobernado 

pudiera garantizar la preservación de aquéllos. 

IV.- De la Consumación de la Independencia hasta la Constitución 

de 1917. 

La Constitución Federal de 1624 tenia como misión 

primordial la de organizar políticamente al paie, por lo que, resultó 

un t&nto deficiente comParada con la de Apetzingán, en todo lo 

relativo al establecimiento de loe derechos fundamentales del hombre. 

Mas tuvo un interesante aporte implantado en la parte final del 

párrafo sexto de la fracción V del articulo 137: "Articulo 137 .- Las 

atribuciones de la Corte Suprema de Justicia son las eiguientea: ••. 

V.- Conocer: ••. Sexto.- De las causas de almirantazgo, presas de mar 

y tierra, y contrabandos; de los crímenes cometidos en alta mar; de 

las ofensas contra la nación de los Estados Unidos Mexicanos; de loa 

empleados de hacienda y Justicia de la federación; y de las 

infracciones de la Constitución y leyee generales, según se prevenga 
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por la ley.··. 31 Kn tal ordenamiento se ineti tuyó la competencia a la 

Corte Suprema de Justicia para conocer de todas las trane¡¡resiones 

inferidas en contra de la ley fundamental y de las leyes generales, 

perc sin establecer su tr!llllitación. 

En el afio de 1836 ee adopta el régimen centralista 

implantado por Las Siete Leyes Constitucionales. Dicho ordenamiento 

constitucional, estableció en su Ley Primera, los derechos y las 

obligaciones de los mexicanos y habitantes de la república, 

detallando en forma clara y precisa un catálogo de derechos humanos. 

Se mantiene, a eu vez, la separación de poderes, pero crea un órgano 

llamado Supremo Poder Consevador (a imitación del Senado 

Constitucional de Sieyes) en su Ley Segunda, ints¡¡rado por cinco 

individuos que tenían la misión de velar por la conservación del 

régimen constitucional y par el equilibrio de los pederes. Dicho 

sistema de control de la constitucionalidad tenia un carácter 

politice y no Jurídico. Al poco tiempo, tal institución fracasó, 

debido n que, no padia actuar de oficio ni por impulso de cualquier 

individuo, sino que, requería de unn excitativa por parte de alguno 

de los Poderes de la Unión. 

Rn el afio de 1840, en Yucatán se aprueba, por el Consreso 

del Retado, el ¡,royecto de una Constitución, que entró en vigor al 

siguiente afio, en oposición al régimen centralista c¡ue imperaba en 

México. El principal autor de dicho proyecto fue Manuel Crescencio 

Rejón, a quien se considera como creador del Juicio de Amparo. 

El mencionado ordell!lllliento tuvo las siguientes 

aportaciones: Establece un catálogo unitario de garantiae 

individuales oponibles al poder público; establece por vez primera el 
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vocablo amparo; procede contra violación de las garantías 

individuales; el poder judicial tiene a su car¡o el control de la 

constitucionalidad y de la legalidad; procede contra actos del 

¡obernador o del Ejecutivo reunido y contra leyes o decretos del 

le¡islativo, siendo competente la Corte Suprema de Justicia; contra 

actos de funcionarios que no correspondan al orden Judicial, siendo 

competentes loa Jueces de primera instancia; contra loe actos de loa 

jueces, siendo competentes eua respectivos euperiorea; además, se 

consa¡ran los principios de instancia de parte agraviada y de 

relatividad de las sentencias de amparo. 

Poco tiempo deap.1és, en 1842, ea creada una Comisión 

conformada por siete inte¡rantea, con el objeto de ele.borar un 

proyecto de constitución, el cual, a su vez, tendría que ser 

sometido a la consideración del Congreso. Formáronse dos tendencias 

dentro de la comisión, destacando dentro del ¡rupo minoritario la 

figura de Mariano Otero. 

El proyecto del grupo minoritario establecía, entre otras 

cosas, un sistema Judicial de protección de las garantías 

individuales a car¡o de la Suprema Corte, contra actos violatorioe de 

loe poderes Ejecutivo y Le¡islativo de los Estados; un sistema de 

control politico a cargo del Presidente de la RepÚblica, de dieciocho 

diputados, de seis senadores o de tres leaialaturas locales, para 

reclamar como anticonstitucional una ley expedida por el Congreso 

General; la inserción de los principios creados por Rejón en materia 

de amparo, ea decir, el de relatividad de la sentencia y el de 

instancia de parte a¡raviada, así como el establecimiento de la 

figura jurídica de la suspensión de la ejecución del acto reclamado. 
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El proyecto del sector mayoritario, por su parte, 

establecia un método protector de la Constitución en el que, el 

Senado tenia la facultad de declarar nulo con efecto ersa 0111Des, todo 

acto del l!jecutivo que resultare contrario a la Constitución General, 

a las particulares de los Departamentos o a las leyes generales. 

1!n el afto de 1647 es restablecido el régimen federal con 

la promulgación del Acta de Reformas, en la que ee puso en vigor la 

Constitución de 1824, pero con al¡¡unae modificaciones, dentro de las 

que se establece la inetituoión de 81Ilparo en su articulo 25, surgido 

a iniciativa de Mariano Otero, quien adaptó y estructuró algunas 

ideas de Rejón plasmadas en la Constitución yucateoa. 1!1 mencionado 

articulo establecia lo siguiente: "Articulo 25.- Loe Tribunalee de 

la Federación ampararán a cualquier habitante de la República en el 

ejercicio y conservación de loe derechoe que le conceden eeta 

Constitución y las leyee constitucionales, contra todo ataque de lus 

Poderee Legielativo y l!jecutivo ya de la Federación ya de los 

listados, limitándose dichos Tl'ibunalee a impartir su protección en el 

caso particular sobre que verse el proceso, sin hacer ninauna 

declaración general respecto de la ley o del· acto que lo 

motivare." .s2 sen exclusivamente de Otero las ideas 

fundamentales eiguientee: hacer de la querella contra una infracción, 

un juicio especial y no un recurso; dar competencia en el juicio eólo 

a los Tribunalee Federalee; prohibir toda declaración general sobre 

la ley o acto violatorioe. Re t6lllbién suya la fórmula jurídica 

sencilla y breve que dio las lineas maeetras del procedimiento."."" 

Sin embargo, en dicha ley fundamental ee eetableció un sistema de 
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control por órgano politice tutelador de la Constitución y leyes 

generales, en los articules 22 y 23. 

Hacia 1652, José Urbano Foneeca crea un proyecto de ley 

regl8111entaria del articulo 25 anteriormente comentado, sin llegar a 

entrar en visor. 

Es balita la Constitución de 1657, en la que queda 

finalmente plasmado el Juicio de Amparo en sus articules 101 y 102. 

Tales dispoaiciones, eliminaron en principio, el medio de control 

politice eetablecido en el Acta de Reformas de 1647: eeimismo ee 

ampliaron lee facultades al órg6llo de control, ea decir, a los 

Tribunales de la Federación, Plldiendo resolver contra actos de 

cualquier autoridad, no únicamente del Poder EJecutivo y del Poder 

Legislativo, como lo eetatuia el ordenamiento constitucional de 1647; 

adem!s, se aplican los principios de relatividad de lee sentenciee de 

amparo ds acuerdo con la fórmula Otero, y el de instancia de parte 

agraviada; de i¡¡ual forma, se estableció que el Juicio de Amparo se 

ventilaría con base en procesos Jurisdiccionales ordenados por una 

ley reglamentaria. El texto original de tales articulas era el 

sieuiente: 

"Articulo 101.- Los Tribunalee de la Federación 

resolverán toda contl'OVersia que se suscite: 

"I. Por leyes o actos de cualquiera autoridad que violen 

lee sarantiee individuales; 

"II. Por leyes o actos de la autoridad federal que 

vulneren o restrinjan la soberanía de loe l!atadoe; 

"III. Por leyes o actos de lee autoridades de éstos que 

invadan la eefera de la autoridad federal. " 
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"Articulo 102.- Todos los Juicios de que habla el 

articulo anterior ee eesuirán a petición de la parte agraviada, por 

medio de procedimientos y formas del orden Jurídico que determinará 

una ley. La sentencia será siempre tal que sólo se ocupe de 

individuos particulares, limitándose a protegerlos y ampararlos en el 

caso especial sobre que verse el proceso, ein hacer nin&una 

declaración ¡eneral respecto de la ley o acto que la motivare.".:.. 

Sin embar¡o, no ea aino hasta 1861 en que se expide una 

ley que estructurara el procedimiento de amparo, llamada "Ley 

Or¡¡ánica de Procedimientos de los Tribunales de la Federación que 

exi¡e el articulo 102 de la Constitución Federal, para los Juicios de 

que habla el articulo 101 de la misma". 

~ante la vi¡¡encia de la Coneti tuci6n de 1857, fue 

resulado el Juicio de amparo a través de varias leyes. En el allo de 

1869 ea derogada la ley antee mencionada, entrando en su lugar la 

"Ley Or¡¡ánica Conetitucional sobre el Recureo de Amparo", teniendo 

vi¡¡encia hasta el al!o de 1882, en el que se expide una nueva, con el 

nombre de "Ley Or¡ánica de loe Articuloe 101 y 102 de ln 

Constitución". Is además resulado el Juicio de garantías, por otros 

ordenamientos de carácter federal: el Código de Procedimientos 

federales de 1897 y el Códi¡¡o Federal de Procedimientos Civiles de 

1908. 

V. - Coneti tución Politice de 5 de febrero de 1917. 

Finalmente, la actual Constitución Politice de los 

Kstados Unidos Mexicanos, en vigor desde 1917, estatuye las garantías 

individualee en el Capitulo I, de su Titulo Primero; establece además 

las garantías eocialee, que son el otorgamiento de derechos a 
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determinados estratos sociales, el a¡n-ario, en el articulo 27, y el 

obrero, en el 123. Asimismo, queda plasmado el Juicio de lllllPBrO en 

eus articules 103 y 107, cuyas caracteristic9S, principios y alcances 

serán analizados en los subsecuentes capítulos. lln 1919 se ex;pide la 

Ley Regl81D0ntaria de los artículos 103 y 104 de la Coneti tuci6n 

Federal {el articulo 104 establecía el recurso de súplica ante la 

Supremo Corte, hasta el ello de 1934 en el que deoapareció ante tal 

autoridad), no reglamentaba el articulo 107 debido a que en ese 

propio ordenamiento ya se regulaban algunos aspectos del proceso de 

8l!IPl11'0· Kn el allo de 1936 se promulga la Ley Orgánica de loe 

articules 103 y 107 de la Conatitución Federal, que es la que 

actualmente ri.¡¡e, siendo reformado el titulo con que se le conoce hoy 

en día, por decreto de 1968, publicado en el mismo a!lo: Ley de 

Amparo, Reglamentaria de loe Artículos 103 y 107 de la Constitución 

Política de los !!atados Unidos Mexicanos. 
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CAPmrul II. ALCAllCI! PllOTl!Cl'OR DIL JUICIO IH! GAl!AllTIAS Y SUS 
l'IUllCIPIOS 1llllllAl!IJrtW Rl!Cl'ORIS. 

1.- OOJl'l'O ISL JUICIO 111: M!P.6RO. 

La Colllltitución Politica de los Bato.dos Unidos Mexicanos 

establece en su articulo 103 el objeto del Juicio de garantias de J.a 

siguiente forma: 

ARTICULO 103. Loe Tribunales de la 
Federación re e o l verán toda controversia 
que &e euec i te: 

I. Por leyes o actos de la autoridad 
que violen las ¡¡arantiae individuales; 

I I. Por leyee o actos de la autoridad 
federal que vulneren o restrinjan la 
eoberania de loe Retados, y 

II I. Por leyes o acto e de las 
autoridades de éstos que invadan la 
esfera de la autoridad federal. 

Bate precepto constitucional se transcribió a la ley de 

amparo, encontrándose en su articulo primero, teniendo únicamente 

diferente su primer párrafo, el cual sellala: 

Airr. lo. lll juicio de amparo tiene 
por objeto resolver toda controversia que 
ee suscite: 

Asimismo, los Tribunales Colegiados de Ciroui to han 

establecido como fin del juicio de amparo lo si,."Uienta: 

AMPARO, FINALI!lllD DEL. los Tribunales 
de amparo, al ellllll!inar las cuestiones que 
les son planteadas, no deben enfatizar la 
conveniencia de que los ¡¡obet'll4dos 
cumplan con aue obligaciones leso.les y de 
<;¡Ue los mandentos legales sean 
estrictsmsnte cumplidos, :pues ésta es la 
función propia del poder ejecutivo, 
conforme a los articulas 49 y relativos 
de la Constitución Federal. Y la misión 
esencial de los tribunales de amparo, 
conforme a los articulas 103, 107 y 
relativos de dicha constitución, consiste 
en la protección de las 11arantias 
individuales de los gobet'll4dos frente a 
los ¡¡obernantee, y lo que dichos 

42 



tribunales deben enfatizar es la 
conveniencia de que las autoridades se 
ciilan a los preceptos legales que rigen 
su actuación, cuando realizan su tarea de 
vigilar y hacer que loe gobernados 
cumplan, a su vez, con eus obligaciones 
legales. De lo contrario, se 
deevirtuaría la función esencial del juez 
de amparo, al hacer de él un auxiliar de 
las autoridades administrativas, en vez 
de actuar como órgano tutelar de las 
garantías de los ciudadanos. Y si bien 
es importante que los gobernados cumplan 
con las leyes, también lo es que sean 
respetadas sus garantías individuales 
cuando se trata de hacer loe cumplir. O 
sea que cada peder debe actuar dentro de 
la · esfera de le.a mete.a que tiene 
asignadas, de donde se desprende que debe 
también enfatizar diferentes aspectos de 
las cuestiones legales a que debe 
atender.as 

Como hemos observado en el capitulo anterior, las 

ensellanzas de la historia de la humanidad han demostrado que no basta 

que se establezca dentro de una Constitución una serie de garantías 

que todo individuo tiene derecho a disfrutar, pues ello no asegura su 

observancia. Re necesaria la existencia de un medio legal en favor 

de las personas por virtud del cual éstas puedan hacer prevalecer 

coactivamente sus derechos que el Estado les ha otorgado en contra de 

cualquier e.oto viole.torio de loe miemos efectuado por alllUlla 

autoridad; es justamente ese medio legal de defensa el que garantiza 

la eficacia jurídica de los derechos fundamentales del hombre que se 

han consagrado. Rl objeto del Juicio de Am..'D!lro surge pues, con el 

propósito de satisfacer una doble necesidad: la del individuo de 

poder preservar> sus derechos públicos contra toda ar>bitrar>iedad de 

cual!luier autoridad que pueda lesionar>los, así camo la del Estado, de 

aonseJi/llir la exacta aplicación de la ley f11nd1111Jental. 
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2. <IllCIPI'O DI JUICIO Dll At!PA!!O. 

Dentro de los conceptos doctrinales vertidos en el medio 

mexicano respecto del juicio de amparo encontramos los siguientes: 

Ignacio Burgos. '"El amparo ea un juicio o proceso que se 

inicia Por la acción que ejercita cualquier gobernado ante loe 

órganos jurisdiccionales federales contra todo acto de autoridad 

Clato sensu) que le causa un agravio en eu esfera juridica y que 

considere contrario a la Constitución, teniendo par objeto invalidar 

dicho acto o despejarlo de su eficacia Por su inconstitucionalidad o 

ilegalidad en el caso concreto que lo origine.·•·"ª 

Alfonso Noriega. "'El amparo ea un sistema de defensa de 

la Constitución y de las serantias individuales, de tipa 

jurisdiccional, por via de acción, que ee tl'amita en forma de juicio 

ante el Poder Judicial Federal y que tiene como materia leyes o actos 

de la autoridad que violen las gerantias individuales, o impliquen 

una invasión de la .eoberania de la federación en la de loe Estados o 

viceversa y tiene como efectos la nulidad del acto reclamado y la 

reposición del quejoso en el goce de la serantia violada, con efectos 

retroactivos al momento de la violación.". 37 

Carlos Arellano Garcia. "l!l amparo mexicano es la 

institución juridica par la que una persona fisica o moral, 

denominada quejosa, ejercita el derecho de acción ante un óraano 

jurisdiccional federal o local, para reclamar de un órgano del 

Estado, federal, local o municipal, denominado autoridad respansable, 

un acto o ley que, el citado quejoso estima, vulnera las serantias 

individuales o el régimen de distribución competencial entre 

Federación y Estados, pera que se le restituya o mantenga en el goce 
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de SUB presuntos derechos, después de agotar loa medios de 

impugnación ordinarios." . 38 

Juventino V. 

concentredo de anulación 

Castro. "l!l amparo ea un proceso 

-de naturaleza constitucional- promovido 

por via de acción, reclamándose actos de autoridad, y que tiene como 

finalidad el proteger exclusivamente a loa quejosos contra la 

expedición o aplicación de leyes violatorias de las garantias 

expresamente reconocidas en la Constitución; contra loa actos 

conculcatorioa de dichas garantias; contra la inexacta y definitiva 

atribución de la ley al caso concreto; o contra las invasiones 

reciprocas de las soberanias ya federal ya estedualee, que agravien 

directamente a loa quejosos, produciendo la sentencia que conceda la 

protección el efecto de restituir las cosas al estado que tenian 

antes de efectuarse la violación reclamada -si el acto es de carácter 

positivo-, o el de obligar a la autoridad a que respete la garantia 

violada, cumpliendo con lo que ella exige -si es de carácter 

negativo. " • 39 

l!l concepto de Ignacio Burgoa expone la idea de que se 

inicia por via de acción del gobernado contra actos de autoridad que 

considera contrarios a la Consti tuci6n. Evidentemente, el juicio de 

amparo ea un medio de control de la ley fundamental, pero 

consideramos que le falta precisión al autor al emplear el término de 

Constitución, ya que, el juicio de amparo ea una institución juridica 

tuteladora aólo de una parte de aquélla, las garantias individuales, 

pues existe una serie de prerrogativas y derechos derivados de la 

miama que no son materia del proceso judicial de garantias por si 

solos, como lo son la violación de los derechos politicoa, como lo 
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establece la Suprema Corte de Justicia de la Nación a través de la 

jurisprudencia: 

Derechos politices. La violación de 
loa derechos politices no da lugar al 
juicio de amparo, porque no se trata de 
garantiaa individuales."º 

Además, omite el establecer dentro del concepto el 

principio de definitividad, que desde nuestro punto de vieta es 

importante, lllli como la posibilidad de competencia de un órgano 

diverso de loa tribunales federales en caso de co111PBtencia 

concurrente. 

El concepto de Alfonso Noriega erróneamente sellala como 

materia del juicio de amparo lllB leyes o actos de la autoridad que 

violen las go.rantias individuales, I"Jea si asi fuera, todas las 

sentencias que decidiel'an el juicio serian condenatol'ias, en vez de 

determinar que tales actos de autol'idad son a juicio del propio 

quejoso, violatorios de garantías, ya que, es justamente la labol' del 

Tl'ibunal de Amparo la de determinar la existencia o inexistencia de 

tal violación. Al igual que el antel'iOl', se omite dentro del 

concepto el pl'incipio de definitividad y la determinación de que en 

ocasiones p.¡.eda tener conocimiento del juicio alguna autoridad que no 

necesariamente deba tener el CBl'éctel' de Tribunal federal. 

El concepto vertido por Carlos Arellano Garoia es 

completo, en el sentido de que contiene loe elementos que lo 

caracterizan y que lo diferencian de los demás procesos Judiciales, 

sin embargo, su planteamiento es parcial y poco objetivo, ya que lo 

establece desde el punto de vista del titular de la acción. 
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El concepto realizado por Juventino V. Caatro, en 

principio, no eatablece que ae trata de un proceao Judicial, ya que 

ae limita a ll81Da!'lo proceao concentrado de anulación; no ae!lala 

ademáa, el órgano Juriadiccional competente; ademáe ea muy exteneo en 

eu determinación de la materia del amparo y omite igualmente el 

principio de definitividad. 

El concepto de Juicio de Amparo que proponemoe ea el 

aiguiente: Ea un procedimiento Judicial de control de la 

coneti tucionalidad y de la legalidad que tiene por objeto que un 

órgano Juriadiccional de inveatidura federal, por regla general, o 

local en loa casos de Jurisdicción concurrente, reeuelva toda 

controversia, promovida por vis. de acción, que ae suscite entre una 

peraona fiaica o moral denominada queJoaa, y un órgano eatatal, ya 

sea Juridico o de hecho, que goza de fuerza pública, denominada 

autoridad responsable, en la que, en concepto del propio queJoao, una 

vez que ha a¡¡otado todos loa medios legales de 1.mpu¡¡nación 

ordinarioa, considera que ha sido privado o limitado de la eficacia 

Juridica de uno o varios derechoa emanados de las garantiaa 

individuales, por actos cometidos por la responsable, causándole un 

agravio peraonal y directo; ai el Tribunal competente concede el 

amparo por coneiderar existente el agravio invocado y la wlneración 

de ¡¡arantiaa, los efectos Juridicoa de dicha resolución serán en el 

sentido de reatituiraele al quejoso en particular, en el pleno goce 

de la garantia o ¡¡arantiaa materia del Juicio. 

Este concepto está hecho desde un punto de vista 

procesal, sin embargo, se puede establecer otro concepto sobre el 

Juicio de amparo, como medio controlador de los derechos públicoa 
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subjetivos, de la siguiente manera: l!l Juicio de Amparo es un medio 

de control conatitucionel por virtud del cual, el órgano 

jurisdiccionel competente resuelve, a la luz de las garantias 

individuales, sobre la validez de un acto de autoridad a iniciativa 

de une persona que se considera perjudicada por aquélla. 

3. Ail:AllCll l'ROTIC1'!ll ll!I. JUICIO IS m>ARD. 

En principio, del articulo 103 de la Constitución Federal 

y del articulo lo. de la Ley de Amparo, se desprende que el juicio de 

garantias, como medio de control constitucional, contempla la 

protección de las garantías individuales en favor del gobernado, ya 

sea, contra actos lato ssnsu cometidos por la autoridad, o bien, en 

virtud de un invasión de la esfera competencial correspondiente a la 

federación por parte de uno o varios Estados de la Re¡;ública o 

viceversa. Hasta aqui, es evidente que el alcance protector del 

juicio de garantias abarca los veintinueve articules que corresponden 

al capitulo I bajo el rubro "De las Garantias Individuales", del 

Titulo Primero de la Constitución Politice de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

A peaar de que las fraccione• II y III del 103 

Constitucional no lo se!lalen especific81D8nte, para que proceda el 

juicio, debe entenderse que cuando se realicen actea de la autoridad 

federal que vulneren la aoberania esto.dual, o de ésta en contra de 

aquélla, exieta a su vez, un gobernado que reclame una violación de 

garantias individuale• en virtud de dicha invasión. Ahora bien, para 

resolver loe conflictos que pudieran surgir entre la Federación y loa 

l!stadoa, la Constitución establece en su articulo 105, que la 

autoridad competente para reaolverloa será la Suprema Corte de 
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Justicia, pero al tratarse de un articulo diverso a los reglamentados 

por la ley de emparo, se entiende que no se substancia por la vía 

constitucional, a la que se refiere el 103 de la ley Fundamental. 

Al respecto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia ha 

establecido el criterio Jurisprudencial siguiente: 

AMPARO POR INVASION DE LA FEDERACION EN 
I.DS ESTAJXJS Y VICEVERSA.- El Juicio de 
amparo fue establecido por el articulo 
103 constitucional, no para resguardar 
todo el cuerpo de la propia Constitución, 
sino para proteger las garantias 
individuales, y las fracciones II y III 
del precepto mencionado, deben entenderse 
en el sentido de que sólo puede 
l'eclemarse en el juicio de garantias una 
ley federal, cuando invada o restrinja la 
soberania de los Estados o de éstos, si 
invade la esfera de la autoridad federal, 
cuando existe un particular quejoso, que 
reclame la violación de garantias 
individuales, en un caso concreto de 
ejecución o con motivo de tales 
invasiones o restricciones de soberania. 
Si el legisladol' constitiyente hubiese 
querido conceder la facultad de pedir 
amparo para proteger cualquier violación· 
a la Constitución, aunque no se tradujese 
en una lesión al intoróa particular, lo 
hubiese establecido de una manera clara, 
pero no fue as i, pues al través de las 
Coneti tuciones de 1857 y 1917, de los 
proyectos coneti tucionales y actas de 
reforma que los precedieron, se adviel'te 
que los legisladores, conociendo ya los 
diversos sistemas de control que pueden 
ponerse en Juego para remediar las 
violaciones a la Constitución, no 
quisieron dotar al Poder Judicial Federal 
de facultades omnímodas, para oponerse a 
todas las providencias 
inconeti tucionales, por medio del juicio 
de emparo, sino que quisieron establecer 
éste, tan sólo para la protección y goce 
de las garantias individuales.•• 

Ea interesante la critica que hace Felipe Tena Remirez42 

con respecto a las tres fracciones del articulo 103 Constitucional: 
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"La Primera oe refiere a violacioneo de garantías individuales, la 

segunda a invasiones de la Jurisdicción local por la federal y la 

tercera a invasiones de la Jurisdicción federal por la local. Como 

estos dos últimos casos implican falta de competencia, se traducen al 

cabo en violación de la garantia individual que consagra el articulo 

16, conoistente en que nadie puede oer molestado sino en virtud, 

entre otros requisi too, de mandamiento eocri to de autoridad 

competente. ¿Para qué invocar, pues, las fracciones II y III, si a 

fin de alcanzar el amparo baota con fundarlo con la I? Asi, el 

amparo ha reivindicado totalmente sus fueros individualiotas y la 

Jurisprudencia y los li tiganteo mexicanos se han hahi tuado a entender 

y oentir la institución a travéo del individuo, relegando al olvido y 

al deauoo más completo las dos últimas fracciones del 103.". 

Sin embargo, en el concepto de Juicio de amparo que 

eetablecimoo anteriormente, se!lalamos que se trata de un 

procedimiento Judicial de control de la constitucionalidad y también 

de la legalidad, ello debido a que, de loa erticuloa 14 y 16 

constitucionales, se deriva uno de los pilares de la ¡¡arantia de 

seguridad consagrada en favor del gobernado que tutela todo el 

sistema Jurídico establecido en toda la República Mexicana, y que 

reviste ¡¡ran trascendencia para efectoo del Juicio de amparo: la 

garantia de legalidad. l!n eoe sentido, el articulo 14 constitucional 

establece: 

Articulo 14. - Nadie podrá ser 
privado de la vida, de la libertad o de 
euo propiedadeo, pooeoioneo o derechos 
sino mediante Juicio oe¡¡uido ante loo 
tribunaleo previamente eotablecidoo, en 
el que oe cumplan las formalidadeo 
eoenciales del procedimiento y conforme a 
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las leyes e:11P<>didas con anterioridad al 
hecho ..•. 

Por eu parte, el 16 del miemo ordenamiento sel!ala: 

Articulo 16.- Nadie puede ser 
molestado en su persona, f1111ilia, 
domicilio, P<IP8les o posesiones, sino en 
virtud de mandamiento escrito de la 
autcl'idad competente que funde y moti ve 
la causa legal del procedimiento. . •• 

J!l apego a la ley que previenen los anteriores preceptos, 

obligatorioo en todos los actos que efectúen todae las autoridades, 

aunado al hecho de que tales articulas corresponden al capitulo de 

las Garantias Individuales de nuestra ley fundamental, y 

relacionándolo con el articulo 103 Coneti tucional, provocan una 

ampliaci6n en gran medida del campo de acci6n sobre el que puede 

conocer el Juicio de amparo. Así, al través del Juicio de garantiae 

se protege el sistema normativo de todo el país. Kn este sentido, 

cualquier violaci6n en contra de los preceptos de una ley secundaria, 

ya sea local o federal, es susceptible de ser impugnada por la via de 

Kn el mismo orden de ideas, las llamadas gerantias 

eociales (en materia agraria y laboral), también pueden ser 

protesidae al través del amparo con fundamento en la mencionada 

garantía de le11alidad eones.grada en los articulas 14 y 16 

conati tucionales. 

4.- l'RlllCIPIOS lllllWlllrlALIS RIC'1'!l!ES lllL JUICIO DI ~AllD. 

Existen dentro del proceso Judicial de amparo una serie 

de re11las o fisuras Juridicas que le dan estructura y funci6n. Tales 

lineamientcs se desprenden de la Constituci6n Politioa y de la Ley de 

Amparo, destacando entre otraa, laa aiguientea: principio de 
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instancia de parte agraviada, principio de agravio personal y 

directo, principio de definitividad, principio de estricto derecho, 

principio de suplencia de la queja deficiente, el principio de la 

.relatividad de las sentencias y el principio de prosecución judicial. 

Fundamento constitucional. Articulo 107 fracción l: 

Art. 107. - Todas las controversias de 
que habla el articulo 103 se sujetarán a 
loe procedimientos y formas del orden 
jurídico que determine la ley, de acuerdo 
con las bases sisuientes: 

l.- El juicio de 8111paro se eesuirá 
siempre .. instanci .. de parte BJlI" .. vi .. da. 

Fundamento le¡¡al. La ley de amparo sellala: 

Art. 4o.- 1!l juicio de amparo 
únic8111Bnte puede promoverse por la. parte 
a quiBll perjudique la. ley, el tratado 
interll8.cional, el re611JJ1181Jto o cualquier 
otro acto que se reclllJlle, pudiendo 
hacerlo por si, por su representante, por 
su defensor si se trata de un acto que 
corresponda a una causa criminal, por 
medio de al¡¡ún pariente o persona extralla 
en loe casos en que esta ley lo permita 
eXPreellll!ente; y sólo podrá seguirse por 
el agraviado, por su representante le¡¡al 
o por su defensor. 

Tales preceptos entral!an una vinculación inseparable 

entre la voluntad del titular de la acción constitucional de amparo, 

de promover el juicio de garantias y el inicio de la actividad 

jurisdiccional que tiene como fin la de resolver el fondo de la 

controversia coneti tucional planteada por aquél, como único medio 

promotor del mismo, desechando cualquier otra forma de impulso 

procesal de dicho juicio, ya sea oficiosamente, o por l!\edio de una 

persona que carezca de tal titularidad de la acción constitucional. 

52 



Sin embar¡o, lo anterior no ea óbice de que el juicio de amparo pueda 

ser iniciado por algún representante o defensor del aaraviado, o 

bien, por alilUllll persona extralia que actúe en nombre del agraviado, 

en caso de que se trate de actos que importen peli¡¡ro de la privación 

de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento 

,judicial, deportación o destierro o de alguno de loa actos prohibidos 

por el articulo 22 Constitucional, en caso de que el titular de la 

acción se encuentre ilzlposibilitado para hacerlo, debiendo en este 

último caso, ratificar la demanda. Pero i¡¡ualmente, en estos últimos 

caeos, se requiere de la aprobación del titular de la acción, para 

que pueda tener vida el juicio. 

Kl titular de la acción de amparo siempre será aquella 

persona, fieica o moral, a quien se lo afecte directamente dentro de 

eu esfera ,juridica por medio de un acto emitido por una autoridad, 

por considerarlo aquél, violatorio de ¡arantiaa. 

6.- RIIllCIPIO IS AGRAVIO PlllSllAL T DD!ICl'O. 

Fundamento constitucional.- Articulo 107, fracción I 

(citado en el :l'lllto anterior}. 

lhmdmoento le¡al.- Articulan 4o. (cit::do en el P11J1to · 

anterior} y 73, fracciones V y VI de la Ley de Amparo. 

Art. 73. - 111 ,juicio de amparo ea 
blprocedente: 

V. Contra actos que no afecten los 
intereses ,juridicos del quejoso; 

VI. Contra leyes, tratados y 
realamentoa que, por eu sola vi11encia, no 
causen perjuicio al quejoso, sino que se 
necesite un acto posterior de aplicación 
para que se orisine tal perjuicio. 

liste principio está relacionado con el que analizamos 

anteroiormente. Ya hemos observado que la iniciativa del proceso 
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judicial de amparo corresponde únicamente al titular de la acci6n del 

mismo, procediendo contra actos de autoridad que le provocan una 

afectación dentro de sus interesea juridicoa. El a¡ravio es un 

perjuicio que se ocaaiona a los intereses personales del gobernado, 

provocado por un acto de autoridad. La juriaprudencia define el 

concepto de perjuicio de la aiguiente manera: 

PERJUICIO PARA UJS l!FBCI'OS DEL AMPAR0.-
1!1 concepto perjuicio, para loa efectoe 
de 1 amparo, no debe tomare e en los 
términoa de la ley civil, o sea, como la 
pri vaci6n de cualquiera ganancia licita 
que pudiera haberse obtenido, o como el 
11enoacabo en el patrimonio, sino como 
ein6nilllo de ofensa que se hace a loe 
derechos o interesea de una persona.43 

Ahora bien, en ese sentido, el agravio debe recaer en una 

persona en forma directa, debiendo ser real o inminente, esto es, el 

acto de autoridad que le perjudique debe haberse coMUmado, o bien, 

que esté por efectuarse prontamente. Si el acto de autoridad 

perjudica en forma indirecta los intereeea de un individuo, éste no 

podr! ser titular de la acci6n de amparo contra el mismo. Asi lo 

establece la jurisprudencia: 

INTERl!S JURIDI<Xl BN l!L AMPARO.- La 
afectación de loe intereses Juridicos 
debe realizarse de manera directa para 
que sea procedente el Juicio de ~. 
No acontece esa aituaci6n cuando es 
mediata la afectación que produce al 
promovente del amparo el acto de 
autoridad que éste reclama. 44 

AGRAVIO INDIRBCI'O. - No da ninsún derecho 
el que lo sufre para recurrir al juicio 
de amparo ..... 
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Cabe aclarar que el agravio de inminente realización no 

abarca loe actos futuros con pocas expectativas o posibilidades 

remotas de existencia. La Jurisprudencia sellala al reepecto: 

AC'IDS lilJTlJROS Y ACl'OS PROBABLES. - No cabe 
conceder el emparo, cuando la demanda se 
funda en actos de esa naturaleza. 4S 

AC'IDS lilJTlJROS. - La Jurisprudencia de la 
SuPrema Corte sobre que los actos futuros 
no motiven el emparo, se refiere a los 
actos futuros e inciertos, pero no a 
actos que, aun cuando no sean ejecutados, 
se tiene la certidumbre de que se 
ejecutarán, por demostrarlo asi los actos 
previos. 47 

Inclusive, la Sup!:'ema Corte de Justicia ha establecido 

que los actos inminenetee no deben considel'arse como futuros: 

AC'IDS FUTUROS. NO ID SON IDS INMINl!NTJ!S.­
Son futuros aquellos actos en qus sea 
!:'emota la ejecución de los hechos que se 
previenen, pues de otro modo se 
estimarían como no futuros sólo los que 
ya se han eJ ecutado. No pueden 
simplemente considel'arse actos futuros 
aquéllos en los que existe la inminencia 
de la ejecución del acto, desde luego, o 
JMdiante determl.n!!.d!ll! condiciones.'ª 

7 .- PRIICIPIO DI ISIIlllTIYIIW>. 

Fundamento Constitucional.- Al'ticulo 107, fracciones III, 

IV y V. 

Fundamento legal. Al'ticulo 73, fl'acciones XIII, XIV y XV 

de la Ley de Amparo. 

De acuel'do con lo estatuido pol' tales ol'denomientos, para 

que proceda el Juicio de emparo, se l'equiel'e necesariamente que 

previamente a su promoción, el gobel'nado baya agotado todos los 

recursos o medios de defensa idóneos qus establezca la ley ol'dinaria, 
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por loa que p.ieda eer modificado, nulificado o revocado el acto de 

autoridad que ee pretenda reclamar, ee decir, el principio de 

definitividad estriba en que, el juicio de amparo procederá 

únicamente contra actos definitivos, o sea contra aquéllos cuyos 

efecto e Juridicoe no pueden eer modificados, ya eea por agotamiento 

de loe medios de impugnación ordinarios, o por inexistencia de los 

miBmOe. 

RHCURSOS, SOBRliSl!IMil!NTO POR NO AGarARSl! 
PR!iVIAHl!NT!! AL AMPARO. - 1!l amparo ee 
improcedente si el acto que se reclama 
pudo tener un remedio ante las 
autoridades del orden común. 4B 

RHCURSOS ORDINARIOS, QU!! HACEN 
ItlPROCKDl!NT!! 1!L AMPARO.- Si el quejoso 
estuvo en aptitud de hacer valer en el 
Juicio de donde emanan loa actos 
reclamados, el recurso o medio de defensa 
legal, por virtud del cual p.iedan ser 
modificados, revocados o nulificadoe 
dichos actos, y no agotó eee recurso o 
medio de defensa antes de ocurrir al 
juicio de ¡arantiae, el acto reclamado 
carece de definitividad y es improcedente 
el amparo, de conformidad con lo 
diep.lesto por el articulo 73, fracción 
XIII, de la Ley de Amparo, reglamentaria 
de loe o.rticuloa 103 y 107 de la 
Constitución Política de loe !!atados 
Unidos Hexicanoe. "º 
Rl!CURSOS ORDINARIOS.- 1!l hecho de no 
hacer valer loe procedentes contra un 
fallo ante loe tribunales ordinarios, es 
cauea de improcedencia del amparo que ee 
enderece contra eee fallo."• 

SJ!NTl!NCIA DEFINITIVA. - Debe entenderse 
por tal, para loe efectos del amparo 
directo, la que define una controversia 
en lo principal, estableciendo el derecho 
en cuanto a la acción y la excepción que 
hayan motivado la litis conteetatio, 
siempre que, respecto de ella, no proceda 
ningún recurso ordinario por el cual 
pueda eer modificada o reformada."2 
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Sin embargo, este principio observa algunas excepciones 

atendiendo a ciertas circunstancias que por su trascendencia se deJa 

al sobernado en libertad de acudir directamente al Juicio de 

garantias sin le. necesidad de asotar recureo alsuno. 

Algunas de eee.e excepcionee eon lae si¡¡uientes: 

a) Bn caso de que el acto reclamado importe pelisro de 

privación de la vida, deportación o deetierro, o cualquiera de loa 

actos prohibidoe por el artículo 22 de la Constitución. (art. 73, 

fracción XII de la Ley de Amparo). 

b) Bn cuanto a la formal prisión y casos en que esté 

involucrada la libertad personal, es posible acudir al Juicio de 

8lllpar<> sin neoeeidad de e.sotar recurso alguno. 

AUTO Di FORMAL PRISION, PROCEDENCIA DKL 
AMPARO <XJNTRA EL, SI NO SR INTBRPUSO 
Rl!CURSO ORDINARIO.- Cuando se trata de 
las aarantias que otorgan loe articulos 
16, 19 y 20 Constitucionales, no es 
necesario que previ8lllente al amparo se 
acuda al recurso de apelación. <>3 

AUTO DK FORMAL PRISION, CUANOO KS 
IHPROCl!DllNTK KL AMPARO CONTRA l!L. - Ks 
improcedente el 8lllparo que se endereza 
contra el auto de formal prisión, si está 
pendiente de reeolverse el recurso de 
apelación que contra él se hizo valer.<>4 

AUTO DK FORMAL PRISION, Al!PARO CXJNTRA KL, 
CUAN!Xl KL QUEJOSO SK Dl!SISTB DllL Rl!CURSO 
DK APl!LACION. - Si aparece que el acusado 
apel6 del auto de formal prisión, y 
poeteriormente desistió del recurso, eeto 
no p.iede significar conformidad con dicha 
resolución, sino sólo qui ter el obstáculo 
lesal que heria improcedente el Juicio de 
amparo, y por lo mismo, no hay razón 
al¡¡una para coneiderar consentida la 
resolución reclamada, ni menos para, por 
este concepto, sobreseer en el Juicio de 
sarantias. "" 
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c) l!n materia administrativa no será necesario agotar los 

respectivos recursos, en caso de que en el amparo ee invoque la 

violación directa a preceptos constitucionales que consagren 

11arantias individualee. 

GARANTIAS INDIVIDUALES, VIOLACION DE. NO 
H.W QUB AG<YrAR RECURSOS AllfINISTRATIVOS 
PRl!VIAHl!NTE AL AMPARO.- Si la imi;.ignación 
eubstancialmente hecha en la demanda de 
amparo, no en la violación a leyes 
secundarias, sino en la violación directa 
a preceptos constitucionales que 
consa¡¡ran garantías individuales, y COl!IO 

el Juicio de amparo es el que el 
legislador constituyente destinó 
precisamente a la defensa de tales 
11arantias, no >01ede decirse que en 
condiciones como las apuntadas la parte 
afectada debe agotar recursos 
administrativos destinados a prote¡¡er, en 
todo """º, la legalidad de loe acto e de 
la administración, o sea la exacta 
aplicación de leyes secundarias. Luego 
por ese motivo no reeulta aplicable la 
causal de improcedencia prevista en la 
fracción Y.!/ del articulo 73 de la ley de 
Amparo.es 

RECURSOS ORDINARIOS. NO ES INDISPENSABLB 
AOOl'ARWS CUANDO SR RECLAllAN VIOLACIONES 
DIRECTAS DE LA CXJNSTITUCION. - OJando en 
el Juicio de amparo se alega 
eubstanciel.mente la violación de las 
leyes secundarias que afecte sólo 
inmediatamente la ¡¡arantia de legalidad 
contenida en loe articulas 14 y 16 
Coneti tucionales, el afectado puede optar 
por acudir directamente al Juicio de 
Amparo para buscar el remedio legal a la 
situación que lo afecta, "188 es este 
Juicio el destinado especifica y 
directamente a la protección de las 
garantías constitucionslee, las qua no 
puedan ser defendidas con plena 
eficiencia en recureoe o medios de 
defensa ante tribunales o autoridades 
administrativas. e7 
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d) Isualmente, en materia adminietrativs, si el recurso 

no prevé la suspensión o la establece exigiendo más requisitos que 

los que sellala en articulo 124 de la Ley de Amparo. (Articules 107 

Constitucional, fracción IV y 73, fracción XV, de la Ley de Amparo). 

e) l!n caso de que una persona no sea legalmente emplazada 

a .juicio, no está obligada a agotar los recursos ordinarios. 

BMPIAZAMIENTO, FALTA DE.- Cuando el 
amparo se pide precisMente porque el 
que.loso no ha sido oido en .Juicio, por 
falta de emplazamiento legal, no es 
procedentA sobreseer por la razón de que 
existan recursos ordinarios,. que no se 
hicieron valer, pues precisamente el 
hecho de que el que.loso manifieste que no 
ha sido o ido en juicio, hace patente que 
no estaba en posibilidad de intentar loe 
recursos ordinarios contra el fallo 
dictado en su contra, y de ahi que no 
pueda tomarse como base para el 
sobreseimiento, el hecho de que no se 
hayan interpuesto los recursos 
pertinentes.es 

f) De igual forma, el tercero extrallo puede ocurrir sl 

amparo directamente, sin la obligación de agotar previamente los 

recursos ordinarios. (Articulo 73, fracción XIII). 

PKRSONA l!XTRAllA AL JUICIO. NO NllCl!SITA 
AGarAR RECURSOS ORD!N.'\RIOS PARA OCURRIR 
AL AMPARO. - I<>e terceros extrallos 
afectados por determinaciones .judiciales 
dictadas en procedimientos a que son 
ajenos, no están obligados a agotar 
recursos ordinarios o medios legales de 
defensa antas de ocurrir sl amparo.ea 

RECURSOS ORDINARIOS All!INISTRATIVOS QUE 
NO HAY OBLIGACION DE AGarAR ANTES DI! 
PROtilVRR AMPARO.- l!l amparo en materia 
administrativa no procede en loa casos en 
que las leyes ordinarias establezcan 
contra el seto reclamado recursos o 
medios ordinarios para reparar los 
agravios que se ea timen cometidos; pero 
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para ello es necesario que esos 
procedimientoe p.¡eda utilizarloe el 
afectado, de manera que cuando el que 
solicita el amparo ee un tercero extrallo 
al procedimiento que no tiene a su 
disposición aquellos medioe o recursos, 
el juicio de sarantias es deede luego 
procedente. so 

B.- AUllCIPIO 111 ISl'RlCID MRllllJ Y R!DEIPIO 111 SUPU!liCIA llll CA 
QUIJA !lllICillml. 

Principio de eetricto derecho. 

Fundamento Coneti tucional.- Articulo 107 fracción II, 

párrafo primero. 

eenau). 

Art. 107 .- ••• II. La sentencia será 
eiempre tal, que sólo se ocupe de 
individuoe particularee, limitándoee a 
amparar loa y proteger loa en el caso 
especial sobre el que verse la queJa, sin 
hacer une declaración ¡eneral l:'eepecto de 
la ley o acto que la motivare. 

Fundamento legal. - Articulo 76 y 76 bie (a contrario 

Art. 76.- Las sentencias que se 
pronuncien en loa juicios de amparo eólo 
ee ocuparán de loa individuos 
particulares o de las persone.a morales, 
privadas u oficiales que lo hubiesen 
eolicitado, limitándose a ampararlos y 
prote¡erloa, si procediere, en el cl!Bo 
eapecilll sobre el que verse la demsndll, 
sin hacer una declaración general 
respecto de la ley o acto que la 
motivare. 

Bl principio de estricto derecho implica que el tl:'ibunel 

competente de amparo, deberá cei!irae rigurosamente a lo que los 

conceptos de violación o loa agravios essrimidoe por el quejoso o el 

recurrente, respectivamente, establezcan, sin la posibilidad de 

examinar y resolver sobre aspectos inconetitucionalee o ilegales no 

planteados por aquél, en a.'lálisis de la demanda con vietaa para 
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emitil' su fallo, ya sea del fondo de la controvel'sia constitucional, 

o de un l'eCUl'SO dentro del juicio. 

Carlos Arellano Gal'cía opina que "los 8JllPIU'istas 

mexicanos suelen denominal' al principio procesal de congruencia, 

principio de "estricto derecho". Tal principio exige que el juz¡ador 

de amparo limite la función jurisdiccional a resolver sobre los actos 

reclamados y conceptos de violación hechos valer en la demanda, sin 

hscer consideraciones de inconsti tucionalidad o ilegalidad quB no 

haya planteado el quejoso.". s1 

Kn oposición a esta principio, surge el de suplencia de 

la queja deficiente. 

l!lmdemento constitucional.- Artículo 107 fracción II, 

pirrafo se¡undo. 

Art. 107 •.. II ... En el juicio de 
amparo deberá suplirse la deficiencia de 
la queja de acuerdo a lo que disponga la 
Ley Reglament!ll'ia de los Articulos 103 y 
107 de esta Constitución. 

Fundamento legal.- Artículos 76 bis y 227 de la Ley de 

Art. 76 bis.- Las autoridades que 
conozcan del juicio de amparo deberán 
suplir la deficiencia de los conceptos de 
violación de la demanda, así como la de 
los asravios formulados en los reCUl'sos 
que esta ley establece, conforme a lo 
si¡uiente: 

I. En cualquier materia, cuando el 
acto reclamado se funde en leyes 
declaradas inconsti tucion11les por la 
juriaprudencia de la SuPrema Corte de 
Justicie. 

II. Kn materia penal, la suplencia 
oparal'li aun ante la ausencia de conceptos 
de violación o agravios del reo. 

III. l!n materia agral'ia, conforme a 
lo diep.1esto por el al'tículo 227 de esta 
ley. 
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IV. Kn materia laboral, la suplencia 
sólo se aplicará en favor del trabajador. 

V. Kn favor de los menores de edad o 
incapaces. 

VI . Kn otras materias, cU8lldo se 
advierta que ha habido en contra del 
quejoso o del particular recurrente una 
violación lllllDifiesta de la ley que lo 
haya dejado sin defensa. 

Kn términos senerales, este principio consiste en que el 

Tribunal de Amparo, al resolver la controversia Constitucional o un 

recurso dentro del juicio, deberá hacer valer en forma oficiosa todo 

aspecto de inconsti tucionalidad que advierta con respecto al acto 

reclamado, a pesar de que el quejoso o de que el recurrente no lo 

hayan planteado dentro de sue conceptos de violación, o asravios, en 

su caeo. 

Juventino V. Castro define la suplencia de la deficiencia 

de la queja de la sisuiente forma: "'Re un acto jurisdiccional dentro 

del proceso de amparo, de eminente carácter proteccionista y 

antiformalieta, cuyo objeto es intesrar dentro de la litis las 

omisiones cometidas en las demandas de amparo, para ser tomadas en 

cuenta al co:nento de sentenciar, siempre en favor del quejoso y nunca 

en su perjuicio, con las limitaciones y loe requisitos 

constitucionales conducentes."' .s2 

9.- PRIICIPIO m IA llllATIVIDAD m IAS 6ll'llllCIAS m .MIPAllJ. 

Fundamento constitucional.- Articulo 107 fraccion II, 

párrafo primero. (Transcrito en el punto que antecede). 

Fundamente lesal.- Articulo 76 de la Ley de Amparo. 

Art. 76.- Las sentencias que se 
prenuncien en los Juicios de amparo sólo 
se ocuparán de los individuos 
particulares o de las persolláS morales, 
privadas u oficiales que lo hubiesen 
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solicitado, limitándose a ampararlos y 
prote¡¡erlos, si procediere en el caso 
especial sobre el que verse la demanda, 
sin hacer una declaración ¡¡eneral 
respecto de la ley o acto que la 
motivare. 

Este en un principio constitucional rector de las 

sentencias de emparo, que establece que los efectos Juridicos de las 

mimnaa, únicamente tendrán eficacia con respecto a la persona o 

personas que lo hayan promovido. l!n ese sentido, en caso de que la 

sentencia conceda el amparo, tendrá el efecto de que se le reati tuya 

sólamente al asraviado promovente, sea persona física o moral, 

privada u oficial, en el pleno ¡¡oce de la ¡¡arantía individual 

violada, sobre la cuestión de que trate la controversia, es decir, 

únicamente las consecuencias Jurídicas del Juicio de emparo recaerán 

sobre loa queJosoa intervinientes, sin tomar en cuenta todas aquéllas 

que ne lo solicitaron. l!l autor Fernando Arilla Baz establece que 

ºloa efectos de la sentencia de amparo se ri¡¡en por el principio res 

inter allios acta nobis nea nocet prodest (la sentencia dictada en un 

Juicio no perJudica ni aprovecha a quien no ha sido parte en 61). 

A este principio rector de las sentenciaa do amparo se le 

conoce como Fórmula otero, debido a que, como vimos en la parte 

histórica de la presente tesis, fue Mariano otero quien la creó. 

10.- PRill'CIPIO !E PliOSICUSilll JUDICIAL. 

Fundamento Coneti tucional.- Articulo 107 párrafo primero. 

Art. 107 .- Todas las controversias de 
que habla el articulo 103 se suJetarán a 
loa procedimientos y formas del orden 
Jurídico que determine la ley, de acuerdo 
con las bases eisuientes: ... 

Fundamento legal.- Articulo 2o. de la Ley de Amparo. 
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El Juicio de amparo se substanciará y 
decidirá con arreglo a las formas y 
procedimentos que se determinan en el 
presente libro, ajustándose, en materia 
asraria, a las prevenciones especificas a 
que se refiere el libro sesundo de esta 
ley. 

A falta de disposición expresa, ee 
estará a las prevenciones del Código 
Federal de Procedimientos Civiles. 

!.a tramitación de este medio de control Constitucional y 

de la le¡alidad 88 substanciará siempre en forma de Juicio, de 

acuerdo a las formalidades esenciales del procedimiento Jurídico que 

establecen los articules 103 y 107 de la Constitución, asi como los 

que establece su ley re!llamentaria. 

Rete sistema de control de nuestra ley fundamental tiene 

la característica de que deberá tramitarse de acuerdo a los 

procedimientos y a las formas de orden Jurídico determinados por ley. 

En otras palabras, las controversias que se susciten entre una 

autoridad estatal y una persona en las que en concepto de esta 

última, haya resultado agraviada por la violación de garantías 

individuales por parte de aquél, se substanciará con arreglo a los 

ordenamientos legales antes mencionados en forma de proceso Judicial, 

esto ee, constando con sus etapas expositiva. probatoria, de 

ale¡atos, resolutiva, impugnativa y eJecutiva. 
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C&Pl'l'UUl III. LA SlllmlllCIA 1111 l!L JUICIO DI .AllPARO. 

l. - CXllCl!P1'0 DI! Sl!llTl!llCIA 1111 GllllKRAL. 

Todo proceso jurisdiccional tiene como finalidad la de 

encontrar una solución al conflicto de intereses planteado. El 

conjunto de actos procesales surgidos desde la demanda hasta la etapo. 

de alegatos, se efectúa con el propósito de que el Juzgador emita au 

decisión eobre la controversia que se le ha sometido, decisión que ae 

efectúa al través de la sentencia. Las Siete PBrtidas definían a la 

sentencia como ls decisión legiti111a del Juez sobre la causa 

controver-tida en su Tl'ibunal. Para Enrice Tullio Liebnan "la 

sentencia es conceptual e históricamente el acto Jurisdiccional por 

excelencia, en el cual se expresa de la manera más característica la 

esencia de la Jurisdictio: el acto de juzgar." .sa 

Eduardo J. Couture, distingue dos aignificadca de la 

palabra eentencia: "como acto jurídico procesal y como documento. En 

el primer caeo, la sentencia ea el acto procesal que emana de los 

agentes de la Jurisdicción y mediante el cual deciden la cauaa o 

PWltO sometido a su conocimiento. A au vez, como documento, la 

sentencia es la pieza escrita, emanada del tribunal, que contiene el 

texto de la decisión emitida.". S4 

Eduardo Pallare• define la eentencia como "el acto 

Jurisdiccional por medio del cual el Juez resuelve las cuestiones 

principales materia del juicio o las incidentales que hayan surgido 

durante el proceso." .ee 

La sentencia, en términos generales ea, piea, un acto 

procesal de resolución judicial por medio del cual, el órgano 

Jurisdiccional emite un fallo con respecto a las cuestiones 
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contenciosas que le han sido sometidas, decidiendo sobre el fondo del 

asunto o sobre un aspecto accesorio del mismo. Llémase asimismo al 

escrito que lo contiene. 

2.- CLASill1CACI<ll IS IAS Sl!llTlllllCIAS. 

Dentro de las diversas clasificaciones de las sentencias 

realizadas doctrinariamente,ee 87 distinguimos las siguientes: 

Por la controversia que resuelven dentro del proceoo: 

a) Sentencias definitivas, que son las que deciden la 

cuestión principal que se ventila en el juicio, o sea, las 

pretensionee formuladas en la demanda y en las defensas del 

demandado. 

b) Sentencias interlocutorias, son las que deciden all!lllla 

cuestión incidental surgida durante el proceso. 

Por su resultado: 

a) Sentencias estimatorias, en el caso en que el juzgador 

estime fundada y acoJa la pretensión de dicha parte. 

b) Sentencias desestimatorias, es el caso contrario al 

anterior. 

Por eus efectos: 

a) Sentencias declarativas, son aquéllas cuya decisión 

consiste en una mera declaración o acertamiento del derecho o de 

determinsdas condiciones de hecho. l!ste tipo de oentencias se 

limitan a reconocer una relación o situación Jurídica ya existente. 

b) Sentencias constitutivas, son las sentencias que dan 

nacimiento a una nueva relación Jurídica, que sólo por virtud de la 

sentencia puede nacer, o termina una relación jurídica preexistente. 
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Son aquéllas que constituyen o modifican una situación o relación 

Juridica. 

c) Sentencias condenatorias, son aquéllas que declaran 

procedente una acción de condena, es decir es aquella resolución 

judicial que ordena una determinada conducta a alsuna de las partes. 

3.- RllQUISITOS Di ilRIA Y Di <nm!RIIXl Dll LAS smmmcIAS. 

Los requisitos de la sentencia en cuanto a su forma. 

En términos generales, las sentencias deben oontener 

claramente cuatro elementos: en primer lugar, los datos necesarios 

que permitan la identificación del proceso; en segundo, los 

antecedentes del mismo; en tercero, las consideraciones juridicas 

aplicables; y por último '>l establecimiento claro y preciso de los 

puntos resolutivos. Asi lo establece el Código Federal de 

Procedimientos Civiles, en los siguientes términos: 

Art. 219.- En los casos en que no 
haya prevención de la ley, las 
resoluciones judiciales sólo expresarán 
el tribunal que las dicte, el lugar, la 
fecha y 6Ull fundamentos leg11les, con la 
mayor brevedad, y la determinación 
judicial, y se firmarán por el juez, 
magistrados o ministros que las 
prenuncien, siendo autorizadas, en todo 
caso, por el secretario. 

Art. 222.- Lo.a sentencias contendrán, 
o.demás de los requisitos comunes a toda 
resolución Judicial, una relación sucinta 
de las cuestiones planteadas y de las 
pruebas rendidas, asi como las 
consideraciones juridicas aplicables, 
tanto legales como doctrinarias, 
comprendiendo en ellas los motivos para 
hacer o no condenación en costas, y 
terminarán resolviendo con toda precisión 
los puntos sujetos a la consideración del 
tribunal, y fijando , en su caso, el plazo 
dentro del cual. deben cumplirse. 
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Aei p.iea, la estructura de la sentencia se ccmpone de los 

ai¡¡uientea apartados: 

a) Preámbulo.- Datos de identificación, como lo aon el 

lugar Y la fecha, órgano jurisdiccional que lo dicta, partes 

involucradas, etc. , que generalmente se contienen en el proemio. 

b) Reaultandoa.- Ea una relación concisa de las 

pretensiones da las partes y de los hechos en que las fundan. Es la 

expresión sucinta de la historia del juicio que ae va a resolver. 

e) Considerandos.- Ea el conjunto de razonamientos y 

fundamentos de derecho en que se basa el juzgador para emitir el 

fallo que ha de dictar. Ea un argumento lógico-jurídico que hace el 

juzgador al examinar las pretensiones y defensas de las partee con 

relación a las probanzas vertidas por éstos y la aplicación concreta 

del principio jurídico idóneo. Es, en auma, la fundamentación y la 

motivación qua exige la Constitución. 

d) Puntos resolutivos.- Ea la decisión judicial 

propiamente dicha, redactada en uno o varios articules. 

Loa requisitos de la sentencia en cuanto a su contenido. 

En cuanto a este punto, los requisitos substanciales que 

debe contener la sentencia aon la congruencia, la motivación y la 

axhauatividad. 

Kl requiai to de congruencia que debe revestir dicha 

reaolnción jurisdiccional conaiate en la obligación de que el fallo 

dictado debe ser acorde a la pretensión de las partes conforme a 

derecho, es decir, que resuelva coherentemente sobre loe intereses 

contenciosos propuestos por loa litigantes. 
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Eduardo Pallaree afirma al reepecto: "Sostienen loe 

jurisconsultoe que hay doe clases de congruencia, la interna y la 

externa. La primera coneiete en que la eentencia no contenga 

resolucionee ni afirmacionee que ee contradigan entre ei. La 

congruencia externa exige que la dentencia haga ecuación con loe 

términos de la litie.". ee 

El articulo 81 del Código de Procedimientoe Civilee para 

el Distrito Federal establece lo siguiente: 

Al't. 81.- Las sentencias deben ser 
claras precisas y congruentes con lae 
demandae y las conteetacionee y con lae 
demás preteneionee deducidae 
opartunamente en el pleito, condenando o 
absolviendo al demandado, y decidiendo 
todoe loe PWltoe li tigioeoe que hayan 
sido objeto del debate. Cuanto éstos 
hubieren sido varios, se hará el 
pronunciamiento correependiente a cada 
uno de elloe. 

IJne ejecutoria del Tribunal Superior de Jueticia del 

Dietl:'ito Federal, interpreta tal precepto de la eiguiente manel:'a: 

SENTENCIAS. LO QIJE DEBE l!NTENDl!RS!l 
POR COllGRIJENCIA. ARTICIJI.0 81 DEL CODIGO 
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES.- La 
congruencia se determina par las reglae 
de la identifiación de lae accionee. La 
con¡¡ruencia no ei¡¡nifica una adaptación 
literal a loe pedimentoe y menoe a lae 
palabrae. Para cumplir con ese principio 
basta que el fallo guarde acatamiento a 
la substancia de lo eolici te.do, y que lae 
declaracionee de la sentencia tengan la 
eficacia juridica neceearia para que 
queden reeueltoe todos loo PWltoe del 
debate. No debe eetimaree incongruente 
la sentencia que aplica a loe hechoe 
alegados par el actor o el demandado 
fundamentos juridicos dietintoe, si la 
petición no ea otra que la formulada, 
afirmándose el principio da 111ihi faatUIJI, 
ds.bo tibi Jus se 
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El principio de motivación que se debe manifestar en laa 

sentencias, consiste en el conjunto de razones y argumento a que 

vierte el juzgador en la reeolución judicial por medio de los cuales 

justifica su proceder al aplicaJ.• algún principio de derecho al caso 

concreto. 

Al motivar el fallo, el órgano jurisdiccional, debe 

además fundar lo, es decir, citar los preceptoe juridicos en que se 

base para emitir tal resolución; pero no ea suficiente fundar el 

acto, es necesario la manifestación de los argumentos del juzgador 

para la aplicación del precepto juridico que estima procedente. La 

Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido al respecto lo 

siguiente: 

Sl!NTBNCIAS, LOS PRECE!'l'OS EN QUE SE 
FUNDEN DEBEN SER ARGUJ1l!NTAOOS. - No baata 
la simple cita de preceptos legales, en 
una resolución, para considerar motivada 
ésta, sino que es precieo que se eXPQngan 
las argumentaciones pertinentes que 
conduzcan a establecer la decisión 
correspondiente. 70 

Los articulas 14 y 16 Coneti tucionalee norman este 

principio de la motivación de las sentencias. Asimiemo, la 

Jurisprudencia ha definido el concepto de motivación de la siguiente 

manera: 

MOTIVACION, CXJNCE!'l'O DE.- La 
motivación exigida por el artículo 16 
Constitucional consiste en el 
razonamiento, contenido en el texto miemo 
del acto autoritario de molestia, según 
el cual quien lo emite llega a la 
conclusión de que el acto concreto al 
cual se dirige se ajusta exactamente a 
las prevenciones de determinados 
preceptos legales. Ea decir, motivar un 
acto es externar las consideraciones 
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relativas a las circunstancias de hecho 
que ee formula la autoridad para 
establecer la adecuación del caso 
concreto a la hipótesis legal. n 

Kl requisito de exhauetividad conaiste en la obligación 

que tiene el juzgador de emitir eu fallo resolviendo sobre todos loe 

puntos controvereialee que forman parte del litigio. Asi, el 

articulo 81 del Código de Procedim~e.ntos Civiles para el Distrito 

Federal, transcrito anteriormente, se!lala con respecto a las 

sentencias que deben ser claras, precisas y congruentes, decidiendo 

todos los puntos litigiosos que hayan sido obJeto del debate. A eu 

vez, el articulo 222 del Código Federal de Procedimientos Civiles, 

también ya transcrito, dispone que las sentencias terminarán 

resolviendo con toda precisión los puntos su.Jetos a la consideración 

del Tribunal. 

4.- LA Sl!llTlllCIA IR XL JUICIO DI! AHPAllO. 

Una vez que hemos analizado el concepto de la sentencia 

en ¡eneral y de eue caracteriaticas, las conjugaremos con los 

elementos propios de la sentencia de 8111parO para realizar un concepto 

especifico. 

Kl articulo 220 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, de aplicación supletoria de la Ley de Aalparo, establece tres 

tipos de resoluciones judiciales, loe decretos que son 

determinaciones de trámite, los autos que deciden cualquier punto 

dentro del negocio, y las sentencias que son las resoluciones que 

deciden sobre el fondo del negocio. Kn la Ley de Amparo, a eu vez, 

dentro del capitulo X, De las Sentencias, únicamente establece como 

tales las que decreten sobreseimiento, concedan o nieguen el amparo. 
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A pesar de que las reeolucionee de un incidente dentro 

del ,juicio de amparo revietan loe requisito• y las carscteristicas de 

verdaderas sentencias interlocutorias, la Ley de Amparo no las 

desij¡na con ese ténoino, lll!mándolee en algunos casos autoe o eimplee 

resolucionee, y dentro de la clasificaci6n que hace el c6diso de 

aplicación supletoria, correeponden a la definici6n que hace de los 

autos, debido a que, deciden sobre cualquier p.mto del negocio sin 

resolver el fondo del mismo. 

Por otro lado, no eetamos de acuerdo en llamar a las 

sentencias a que se refiere el Capitulo X de la Ley de Amparo como 

definitivas, deede un l'Ulto de vieta técnico-,juridico, puesto que 

s6lo las que conceden y las que niegan el amparo lo son, pues 

resuelven el fondo del asunto, no asi las que decretan el 

eobreeeimiento en el ,juicio, pues únicamente dan por tenoinado el 

miemo sin entrar al estudio constitucional contencioeo; sin embarso, 

asi las suele llamar la Ley de Amparo en diversos preceptos (35, lBB, 

etc.). En ese eentido, Juventino V. Castro sellala que: "cabe también 

reflexionar eobre si las eentencias de amparo pueden sobreeeer en el 

,juicio, y no conceder -cotimar-, o nesar -desestimar- la protecci6n 

constitucional. Si nos heinos de atener a lo dispueeto por el articulo 

220 del C6di¡¡o Federal de Procedimiento• Civiles, la sentencia de 

amparo nunca puede concluir sobreeeyendo, ya que esta figura. no 

decide el fondo del negocio, sino que resuelve la instancia sin tocar 

el fondo que queda imprejuzgado. Pero contra esto, nueetra Ley cae en 

una falta de técnica, cuando la fracci6n II del articulo 77 dispone 

que las sentencias que se dicten en los ,juicios de amparo deben 
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contener, CU4lldo sea el caeo, los fundamentos le¡¡alea en que ae 

apoyen J>OJ'ª sobreseer en el .fuicio.". 72 

Si nos baeamos en las teorías doctrinales generales del 

proceso, encontramos normal.mente la clasificación de sentencias 

definitivas y sentenciae interlocutorias. Sin embar¡¡o, para efectos 

de este estudio, utilizaremos los términos, por un lado, de sentencia 

constitucional, a todes aqu6llas a las que se refiere el Capitulo X 

de la Ley de Amparo, p.ies se abarca además, la pooibilidad de 

decretar dentro de ella, una forma de dar por terminado el juicio oin 

resolver el fondo de la controversia, una vez que se ha celebrado la 

audiencia constitucional, esto es, el sobreseimiento en el juicio; 

con el término de sentenciao definitivae, nos referiremos a leo que 

conceden o nieguen el amparo; y, con la denominación de sentencias 

interlocutorias, atendiendo más que nada a su estructura y 

funcionalidad dentro del juicio, nos estaremos refiriendo a todao 

aquéllas que resuelvan alguna incidencia que se presente dentro del 

proceso judicial: 

Sentencia constitucional.- l!s la resolución procesal que 

emite el órgano jurisdiccional de 8lllpll1'0 una vez concluida la 

audiencia constitucional, que da por terminado el proceso judicial de 

garantías, decretando, el sobreseimiento ·en el juicio, la concesión o 

la negación del amparo. 

Sentencia definitiva.- Es la resolución procesal emitida 

por el órgano jurisdiccional de BlllP8r0, que resuelve sobre el fondo 

del negocio principal debatido dentro del juicio de garantiae, en la 

que, una vez determinada la constitucionalidad o inconstitucionalidad 

del acto reclamado, decide la concesión o la negación del amparo. 
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Sentencia interlocutoria.- Es 1.ma resolución procesal que 

efectúa el órgano Jurisdiccional de amparo, por la que decide sobre 

una cueetion incidental que surja en forma conexa con la litis 

principal. 

Con respecto a los conceptos anteriores, podemos afirmar 

lo siguiente: las tres posturas que puede tomar el juzgador al emitir 

el fallo conati tucional, no necesariamente son excluyentes entre si, 

ea decir, el resultado de la sentencia puede involucrar decisiones 

en dos, o incluso en los tres sentidos, ello obvie.mente con respecto 

de uno o diversos actos reclamados, ya sea de una autoridad, o bien, 

de varias. Con respecto a la resolución interlocutoria, hemos de 

ee!!alar, ademas, que existen algunos incidentes durante el juicio de 

amparo que se resuelven en forma conjunta con la sentencia 

constitucional, como lo establece el articulo 35 de la Ley de Amparo: 

"l!n loe Juicios de amparo no ee substanciarán más articules de 

especial pronunciamiento que loe expresamente establecidos por esta 

ley. . .. Loe demás incidentes que surjan, ei por eu neturaleza fueren 

de previo y especial pronunciamiento, ee decidirán de plano y ein 

forma de substanciación. Fuera de estos casos, se fallarán 

Juntamente con el amparo en la sentencia definitiva, salvo lo que 

di apone esta ley sobre el incidente de suspensión". Además, cabe 

ee!lalar que existen incidentes cuya resolución reviste la forme de un 

auto. 

Es interesante el comentario de Carlos Arellano Garcia 

con respecto a las resoluciones incidentales: cuando en el 

amparo hay incidentes de especial pronunciamiento que requieren 

oubatanciación, la resolución que se dicte tendrá el caráter de 

76 



sentencia interlocutoria aunque no ee le quiera dar esa denominación. 

l!n efecto, la sentencia interlocutoria es la que resuelve una 

cuestión controvertida accesoria a una principal. Si en el amparo el 

incidente se falla de plano, sin substanciación de la controversia 

simplemente existe el planteamiento incidental par una do las partee 

y sin tomar el parecer de la contraparte se dicta la resolución que 

en este caso ee un auto. Si el incidente se falla al resolverse el 

asunto en lo principal, con la sentencia definitiva, la resolución 

que se dicta es definitiva pero, al resolver sobre el incidente es 

parcialmente .. interlocutoria, aunque no se le dé esa denominación.". 73 

Por último, de acuerdo a SUB efectos, podemos clasificar 

a la sentencia que concede el amparo como condenatoria y constitutiva 

de derechos; las que lo niegan, eon absolutorias y declarativas; y 

las que decretan el sobreseimiento en el juicio de amparo son 

meramente declarativas. 

5. - ltllllA 111 IA SDl'l'lllCIA allSTl'l'IJCICllAL. 

La sentencia constitucional en el juicio de ampa¡'O 

presenta la forma que hemos expuesto en el punto de lae sentencias en 

aeneral. Ke decir, contiene loe datos de identificación del juicio, 

capitulo de resultandos, capitulo de considerandos y SUB puntos 

resolutivos. Todo ello con arreglo a lo dis);'lesto por el articulo 77 

de la Ley de Amparo, 219 y 222 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles. Kl articulo 77 de la Ley de Amparo establece lo siguiente: 

Art. 77 .- Las sentencias que se 
dicten en loe juicios de emparo deben 
contener: 

I. La fijación clara y precisa del 
acto o actos reclamados, y la apreciación 
de las pruebas conducentes para tenerlos 
o ne par demostrados; 
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II. Los fundai:ientos leso.les en que ee 
apoyan para sobreeeer en el juicio, o 
bien para declarar la constitucionalidad 
o inconsti tucionalidad del acto 
reclamado; 

III. Loa puntos resolutivos con que 
deban terminar, concretándose en ellos, 
con claridad y precisión, el acto o actos 
por los que sobresea, conceda o niegue el 
amparo. 

6.- 9'.lillAS llll$tl111CilllAUIS, R'.HIAS L1IG6UIS Y JURISPRUIDCIA QUI 
RIGULAll LA JlllH4 Y IL IXlll'rlllIOO mi LAS SllRrillCIAS IDlSrl'l.'llCllliAUIS. 

Constitucionales.- Articules 14, 16 y 107 fracción II. 

Leso.lee.- Capitulo X del Titulo Primero, articulos 76, 

77, 76, 79, 80, 61 y 190 de la Ley de Amparo. Articules 219 y 222 

del Código l!'ederal de Procedimientos Civiles. 

l!n las sentencias constitucionales risen también alsunoa 

principios que hemos expuesto anteriormente, como lo son la 

exhaustividad, la motivación y fundación, y la congruencia, salvo los 

cl!.lloe en que se deba suplir la deficiencia de la queja, en caso de 

ésta última. Adem!s, au función es resolver únicamente la 

controversia constitucional, sin la posibilidad de invadir las 

funciones de loe ór11anos jurisdiccionales comunes. Todo ello queda 

precisado en la jurisprudencia y dem!s ordenomientoe antes 

mencionados: 

Sl!NTRNCIAS DI! AMPARO. Dl!Bl!N TRATAR IA 
CUl!STION PLANTl!ADA l!N SU INTl!GRIDAD. - De 
acuerdo con los principios fundamentales 
y re11lomentarios que risen el juicio de 
amparo, no es permitido a los jueces de 
distrito resolver sólo en parte la 
controversia,. sino que en la audiencia 
respectiva, deben dictar sentencia en la 
que resuelvan eobre la cuestión 
constitucional propuesta, en su 
illtegridad. 7 4 

Art. 190 (L.A.) .- Las sentencias de 
la Suprema Corte de Justicia o de los 
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Tribunales Colegiados de Circuito, no 
comprenderán más cuestiones que las 
legales propuestas en la demanda de 
ampaI'O; debiendo apcyarse en el texto 
constitucional de cuya aplicación se 
trate y expresar en sus propceicionee 
resolutivas el acto o actos contra loe 
cuales se conceda el 8lllP&l'O. 

Sl!NTKNCIAS DI! AMPARO. SR OONCRl!TAN A 
RRSOLVRR SOBRR LA OONSTl'l'UCIONALIDAD DRL 
ACl'O.- Sólo pueden resolver sobre la 
constitucionalidad o inconetitucionalidad 
del acto que se reclama, y nunca sobre 
cuestiones cuya decisión compete a los 
tribunales del fuero común. 711 

Sl!NTKNCIAS DE AMPARO. - Le resuelto en las 
sentencias de amparo, no establece cosa 
Juzgada sino reapecto de lo que fue 
materia de la protección federr.l. 7e 

7. - DICroS llll IAS SllllTIBCIAS OOllSTITllCl<llWIS. 

Una vez que ya hemos visto las tres decisiones pcsibles 

que pueden dictarse en un fallo constitucional, veremos ahora las 

consecuencias juridicas que éstas producen. 

En principio, es impcrtante seflalar que todo tipc de 

acción que se ejercite en contra de los efectos juridicos de una 

sentencia de amparo que quede firme, es improcedente, es decir, la 

sentencia que ha causado ejecutoria no puede ser materia de un nuevo 

litillic que le pueda modificar. Wste una tesis aislada que 

establece al respecto lo siguiente: 

S!!NTRNCIAS DE AMPARO. - La fuerza de los 
fallos cene ti tucionales estriba en que la 
verdad legal que en los mismos se 
establece, no puede cambiarse en forma 
al¡una, a pretexto de aplicación de 
nuevas leyes, pcrque esa verdad legal 
tiene el carácter de incontrovertible y 
ne puede ampliarse ni limitarse en sus 
efectos, pcr sentencia ni ley de ninguna 
especie, pues a tanto equivaldria, como a 
consentir que loe falles de la Justicia 
Federal fueran materia de nueva 
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controversia, y que se p.idiera 
cleeobedecerloe por reeolucionee del orden 
común.77 

La sentencia constitucional que concede el amparo, tendrá 

el consecuente juridico de nulificar el acto de autoridad violatorio 

de garantiae, restableciendo en favor del e¡¡raviado, en forma plena, 

la eficacia juridica del derecho público subjetivo vulnerado por 

aquélla. Tratándose de actos ele carácter positivo, el efecto será el 

de volver las cosas a la situación que matenian antes de cometerse la 

violación de ¡¡arantias. Si ee tratara de un acto negativo, es decir, 

que constituya una abstención por parte de la autoridad que implique 

una violación . de ¡¡arantias en agravio del gobernado, el efecto 

juridico de la sentencia que ampara será el de exigirsele a la 

responsable a respetar y cumplir con lo que la propia aarantia 

individual establees. Lo anterior se encuentra fundado en el 

articulo 80 de la Ley de Amparo y regulado por algunas tesis 

Jurieprudencialee: 

Art. 80.- La sentencia que conceda el 
amparo tendrá por obJ eto re e ti tuir al 
aaraviado en el pleno goce de la garantia 
individual violada, restableciendo las 
cosas al estado que guardaban antee de la 
violación, cuando el acto reclamado sea 
de carácter poei tivo; y cuando sea de 
carácter negativo, el efecto del amparo 
será obli¡¡ar a la autoridad responsable a 
que obre en el sentido de respetar la 
garantia de que se trate y a cumplir, por 
su parte, lo que la misma ¡¡arantia exija. 

Sl!NTl!NCIAS DE AMPARO. EFl!Cl'OS • - El 
efecto Juridico de la sentencia 
definitiva que se pronunCie en el Juicio 
constitucional, concediendo el amparo, es 
volver las cosas al estado que tenian 
antes de la violación de garantias, 
nulificando el acto reclamado y loe 
subsecuentes que de él se deriven. 78 
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SENTENCIAS DE A),!PARO.- Los fallos 
pronunciados en el juicio federal, no 
tienen más efecto, cuando se ampara, que 
nulificar el acto reclamado, obligando a 
la autoridad responsable a la reparación 
de la garantia violada, pero sin que la 
sentencia de amparo substituya a la que 
la motiva. 79 

SENTENCIAS DE AMPARO.- Uno de los efectos 
de las ejecutorias que conceden la 
protección constitucional, es el de que 
las cosas se restituyan al estado que 
tenian antes de la violación reclamada. 
El efecto inmediato de los amparos 
concedidos contra actos judiciales, es 
nulificar o dejar insubsistente la 
resolución reclamada para que la 
autoridad responsable dicte otra en su 
lugar, sentencia que no debe apartarse de 
los principios consi¡¡nados en la 
ejecutoria de la Corte. eo 

La sentencia constitucional que niega el amparo, tendrá 

como efecto juridico, una vez que ha determinado la 

constitucionalidad del acto reclamado y absuelto a la responsable de 

todo cargo contra el quejoso, el de dejar las cosas como se 

encontraban antes del proceso judicial de amparo, dejando subsistente 

el acto de autoridad materia de la demanda. Este tipo de sentencias 

carecen de ejecución por razones obvias: 

Sl!NTKNCIA Dl!NKGATORIA DE AMPARO. CARHCE 
DE EJECUCION. - El juez de distrito no 
tiene porqué exigir el cumplimiento de 
ejecutorias de esta Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación a 
través de las cuales se niega 11 los 
quejosos la protección constitucional que 
solicitaron, ya que las sentencias o 
ejecutorias que nieguen el amparo a los 
quejosos no tienen ejecución, atento a 
lo dis:l"lesto por el articulo 104 de la 
Ley de Amparo interpretado a contrario 
sensu.s1 
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La eentencia constitucional que decreta. el eobreeeimiento 

en el Juicio, al no reeolver eobre el fondo del nesocio, tendrá el 

efecto de deJa.r las coas.e como se encontraban a.ntee del Juicio de 

amparo, por lo que queda la autoridad con plenas fa.cultadee de actuar 

de acuerdo con eue :¡.ropias funcionee que ee le atribuyen. Eete. 

eentencia da por termine.do el Juicio, por preeentaree alguna de las 

caueales establecidas en el articulo 74 de la Ley de Amparo, ein 

decidir eobre la constitucionalidad o inconstitucionalida.d del acto 

reclamado, declarando la impoeibilidad de continuar o reeolver el 

11ti11io por inexistencia o agota.miento del a.l¡¡ún requieito 

funda.mental constitutivo del Juicio, eeilalados por la propia ley. 

Exiete una tesis Jurieprudencial que determina loe efectos del 

eobreeeimiento en el amparo: 

SOBRESEIMIENTO.- El eobreeeimiento en el 
amparo pone fin al Juicio, sin hacer 
declaración alguna sobre si la Jueticia. 
de la Unión ampara o no, a la parte 
quejosa. y, por tanto, 8UB efectos no 
pueden ser otros que deJar las coas.e tal 
como ce encentro.ben a.ntee de la 
interposición de la demanda, y la 
autoridad response.ble está facultada para 
obrar confonne a eue atribuciones. e2 
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CAP1'1'11ID IV. CUl!PLillll!lrl'O Y l!JKaJCICll Dll LAS SDITllllCIAS 111 MIPARD. 

1.- IllTllOooa::ICll. 

Como conclusión del capitulo anterior, podemos establecer 

que la única de las tres decisiones que puede adoptar el tribunal de 

emparo al emitir la sentencia constitucional, susceptible de 

ejecutarse, es la que concede el amparo, por su propio carácter de· 

estimatoria y· de condenatoria que reviste. 

Ahora bien, una vez dictada la sentencia que conceda el 

emparo y la protección de la justicia federal, surge la obligación, 

por parte de le. autoridad responsable, de acatar, esto ea, de 

observar una conducta acorde a lo establecido por aquélla. Ya hemos 

comentado, con anterioridad, sobre los efectos Jurídicos que tienen 

tales resoluciones Jurisdiccionales, donde establecimos que la 

autoridad reeponsable tiene le. obligación de cumplir con la misma, es 

decir, de hacer efectivo el mandato Juridico emanado de la sentencia. 

La palabra ejecución encierra diversos significados en 

materia de sentencias dentro del lenguaje forense, le¡al y 

jurisprudencia!. Hn un sentido amplio, significa acción y efecto de 

llevar a cabo lo determino.do en un fallo dictado por autoridad 

competente.B3 

Además, se le da un sentido restringido a dicho, t6rmino 

siendo utilizo.do, en algunas ocasiones, como sinónimo de 

cumplimiento voluntario de uno. reeolución judicial a cargo de la 

parte condenada, y en otras, significa llevar al efecto coactivamente 

una resolución Judicial por parte de la autoridad jurisdiccional que 

lo emitió. Sin embargo, para el efecto de hacer más claro el estudio 

del presente tema, utilizaremos el sistema que aplican algunos 
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autores, llamando cumplimiento al segundo oaso eeilalado anteriormente 

y mencionando ejecución, refiriéndonos al tercero de ellos, dándole 

un trato restringido a dicho término. "Hay que distinguir 

previamente entre la ejecución y el cumplimiento de una sentencia. 

La ejecución ea, desde luego, un acto de imperio; ea la realización 

que de una decisión hace la autoridad imperativamente, obligando a la 

parte condenada a cumplirla. Por el contrario, el cumplimiento de 

una sentencia consiste en su acatamiento par la miBllla parte que en 

ella resultó condenada. Mientras que la ejecución incumbe a la 

autoridad que dictó la sentencia respectiva o a la que la ley aeilale 

para el efecto, el cumplimiento se realiza par la parte contra quien 

se dictó la resolución correspondiente. Toda ejecución de una 

sentencia tiende al cumplimiento forzoso de la misma; tiene como 

finalidad esencial obtener obligatoriamente de la parte condenada su 

cumplimiento.".•• 

Antes de iniciar con el tema, resulta interesante exponer 

el comentario de Ignacio L. Vallarta refiriéndose al cumplimiento y a 

la ejecución de las sentencias de amparo: "De nada serviría que una 

ejecutoria declarara anticonstitucional y nulo un acto dado; de nada 

aprovecharía al quejoso que la ley le diera el derecho de que se 

rentituyesen las cosas al estado que tenían antes de violarse la 

Constitución, si la sentencia ne se llevara a p..¡ro y debido efecto, 

si no hubiera una autoridad encargada de su ejecución. De este punto 

de verdad importante no se ha olvidado la ley, sino por el contrario, 

contiene las diepoeicionee que creyó bastantee asegurar en todos loe 

caeos el cumplimiento de la ejecutoria.". ee 
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2.- allPLlllIKlrl'O DI LAS llJl!Cl1l'ORIAS DI .f!l!PARO. 

Iniciaremos este punto dando un concepto de cumplimiento 

de las oentenciao de amparo: eo el acto por virtud del cual, la 

autoridad responoable que ha oido condenada por un órgano 

jurisdiccional de amparo en un juicio conoti tucional, emitido en una 

sentencia, acata dicha resolución judicial y hace efectivos loe 

puntos resolutivos a que aquélla ha quedado obligada, una vez que ha 

causado ejecutoria y que le ha sido notificada, dentro de loa 

términos que establece la ley. 

Kn otras palabras, una vez que ha recibido la orden 

judicial de manifestar una conducta acorde a lo estipulado por la 

ejecutoria, la autoridad responsable, de acuerdo con sus medios y 

facultadeo que la ley le otorga, restituye al quejoso en el pleno 

goce de la garantia o garantias vulneradas con respecto del acto o 

actos rec lmoados. 

Respecto a las formas que puede observar la autoridad 

responoable al cumplir una oentencia de amparo, éotas dependerán 

obviamente de la naturaleza del acto reclamado dentro del juicio, y 

deberán ser congruentes con las órdenes de la resolución judicial' 

pudiendo implicar la conducta que en general las sentencias 

condenatorias revisten y que, como fuente de obligaciones engendran, 

esto es, puede el cUitplimiento de la sentencia traducirse, por parte 

de la responsable, en un dar, un hacer o un no hacer, envolviendo 

tales posturas, la devolución de la eficacia juridica de los derechos 

que oto,.gan las garantías individuales, en favor del quejoso, que le 

fueron conculcadas. 
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Aei wes, la conducta que deberá observar la responsable, 

en acatamiento del fallo constitucional, dependerá directamente del 

contenido que manifieste el acto reclamado viola torio de garantias, 

ya sea que consista en un acto negativo o en un acto positivo; 

evidentemente, en contraposición, una vez que el fallo constitucional 

ha dejado insubsistente el acto reclamado, el contenido que deberá 

encerrar la conducta de la responsable para restituirle al quejoso en 

el pleno goce de la garantia individual violada, tendrá qua ser 

positivo o negativo respectivamente: 

a) J!n el primer SU:l"lesto, es decir, cuando el contenido 

del acto que deba manifestar la responsble en cumplimiento de la 

sentencia, tensa que ser de carácter positivo, podrá implicar 

obligaciones de dar o de hacer, constituyendo en la primera de ellas 

una ordeu vinculatoria, wes en cumplimiento de ella se deberá 

entregar uns cosa de acuerdo a lo establecido por el mandato judicial 

(Por orden vinculatoria me refiero a los casos en los que el fallo 

constitucional establece en forma exPlicita la forma a la que deberá 

ajustarse la autoridad responsable para darle cumplimiento). J!n el 

caso de las obligaciones de hacer, la orden judicial podrá ser con 

vinculación o sin vinculación, esto ea, en el primer caso el 

cumplimiento consistirá en la emisión de un acto, pero ajustándose a 

las pautas determinadas por el órgano jurisdiccional de amparo que 

emitió la resolución, y en el segundo, por el contrario, coneietirá 

en la emisión de un acto, pero actuando con plenitud de jurisdicción, 

es decir, en estos casos, el órgano juriediccionsl de amparo, 

mediante la orden judicial que ensendra la ejecutoria, concede el 
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amparo y la protección de la juaticia federal, pero deja a criterio 

de la autoridad responsable, el efecto restitutorio del mismo. 

b) En el segundo caao, cuando el contenido del acto que 

debe manifestar la responsable en cumplimiento de la sentencia sea 

negativo, implicará obligaciones de no hacer, que se traducirán en 

acatamiento al fallo constitucional, en abstenerse de actuar sobre un 

ammto determinado. 

3.- IJIWCICll IS LAS SlllrlllCIAS DK AllPARO. 

Sin embargo, el cumplimiento voluntario de una sentencia 

de amparo por parte de la responsable no se realiza siempre. 

lle posible que de diversas maneras la autoridad 

responsable eluda su obligación, pero como ya hemos mencionado 

anteriormente, de nada serviria la institución de amparo, si no 

existiera un medio por virtud del cual, se pudiera hacer efectiva la 

resolución en forme coactiva ante la actitud rebelde de la parte 

condenada. Es la ejecución forzosa de las sentencias, el medio 

existente para llevar al cabo materialmente la restitución de la 

eficacia juridica de los derechos públicos subjetivoa, cuando la 

responsable no lo hace. Los actos de imperio, que podrá desplegar la 

autoridad de amparo para hacer que se ejecute en forma coercitiva el 

fallo constitucional, 1"!eden consistir, desde un simple 

requerimiento, hasta, en caeos extremos, servirse del auxilio de la 

fuerza pública para el efecto. 

La ejecución (forzosa) de una sentencia de amparo 

constituye el medio por el cual el órgano jurisdiccional que conoció 

del juicio de garantiaa, ya sea en forme oficiosa o a petición de 

parte interesada, emplee medidas de carácter coactivo para conseguir 
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la debida observancia de la sentencia que concede el amparo, toda vez 

que la autoridad responsable no lo hizo en forma voluntaria dentro 

del plazo establecido o manifestó uns conducta rebelde al repetir el 

acto reclamado. 

"l!n el lenaua.Je forense, la ejecución entral!a la 

actividad desempellada por el poder público para obtener el 

acatamiento forzado de lo dispuesto en los mandatos jurisdiccionales. 

Be la acción y efecto de ejecutar, de llevar a su realización 

material lo dispuesto en el mandanto judicial, para lo que se ejerce 

el poder de coacción frente a uns actitud de desacato, de 

inobservancia a loe deberes por aquél a quien se diri¡¡e la 

ejecución.". se 

Las medidas que puede tomar el 6r¡¡ano Jurisdiccional de 

amparo que conoció y resolvió el Juicio, en ejecución de sentencia, 

pueden ser: 

a) Emisión de requerimientos de cumplimiento al superior 

Jerárquico de la autoridad responsable (si lo hubiere), o a ésta 

directamente. 

b) Remisión del e>q>ediente orisinal a la Suprema Corte de 

Jw:ticia de la Nación, para el efecto de que ésta determine la 

separación inmediata del carso de la autoridad responsable y la 

denuncie ante la autoridad competente para el efecto de que se le 

consisne ante el Juez de Distrito que corresponda, si aai lo estimare 

procedente. 

c) Dictar las órdenes necesarias. 

d) Comisionar al secretario o actuario de su dependencia 

para dar cumplimiento a la ejecutoria. 

83 



e) Ejecutar el propio titular del órgano jurisdiccional 

de amparo, por si mismo, la sentencia. 

f) Hacer. uso de la fuerza pública a fin de conseguir la 

ejecución del fallo. 

4.- llRIAS IS IBClllPLlllllll'l'O 111 URA IJIXlmlUA DI .Al!PARD. 

a) Abstención total.- Esta hip6teeie se encuentra 

contemplada en el articulo 105 L.A. Implica un total desacato por 

parte de la autoridad responsable, que se traduce en una omisión 

absoluta de las obligaciones que le impone la sentencia. El 

mencionado articulo establece dos supuestos: El incumplimiento 

absoluto de la sentencia, o bien, de las medidas necesarias que deba 

tomar la responsable para encontrarse en vias de su cumplimiento, de 

acuerdo a lo que la propia naturaleza del acto permita, dentro del 

término que establece la ley para ambos casos, que será dentro de las 

veinticuatro horas siguientes a la notificación de la ejecutoria. 

Reta situación puede subsanarse al través del incidente de 

inejecución de sentencia, regulado por loe articulos 104, 105, 106, 

107, 108, 109, 110, 111, 112 y 113 de la Ley de Amparo. 

Dentro de esta hipótesis ea sumamente importante 

establecer que existe una total abstención por parte de la 

responsable, puesto que, si se ha ejecutado en parte el fallo 

constitucional, procederá entonces el recurso de queja por exceso o 

defecto en la ejecución de la sentencia, y no aai, el mencionado 

incidente. 

debe advertirse, para evitar confUsionee, que no ea 

lo mismo, y por lo tanto no se sigue el mismo procedimiento, 

incumplir una ejecutoria de amparo, que ejecutarle deficientemente o 
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en exceso de lo resuelto. En el primer caso, debe estarse a las 

disposiciones anteriormente seilaladas (incidente de inejecución de 

sentencia); y cuando se trate de cumplimientos erróneos lo que 

procede es interponer el recurso de queja para obligar a la autoridad 

responsable a cumplimentar correctamente la sentencia dictada.". e7 

b) Retardo del cumplimiento por evasivas o procedimientos 

ilegales.- Ksta hipótesis, consagrada en el articulo 107 L.A., 

implica una evasión a la responbilidad de cumplir con lo establecido 

por la ejecutoria de amparo, por medio de pretextos sin fundamento, 

procedimientos fuera de toda ley, y en general actos ilícitos Y 

tendenciosos a fin de eludir su responsabilidad ante el fallo 

consti tucicnal. También en este caso es procedente el incidente 

mencionado en el inciso anterior. 

c) Repetición del acto reclamado.- Prevista por el 

articulo 108 L.A. Kste supUesto se presenta cuando la autoridad 

responsable, bajo el pretexto de dar cumplimiento a una ejecutoria 

constitucional, o bien, despUés de haber dado cumplimiento a la 

misma, incurre en una reiteración del acto o actos que fueron 

considerados violatorios de garantías por parte del órgano 

Jurisdiccional de amparo en el Juicio respectivo. Dicho en otras 

palabras, la autoridad responsable manifiesta una conducta o emite un 

acto, luego de habérsele notificado la resolución Judicial, por el 

que agravia nuevamente al quejoso, en el mismo sentido en que lo 

habia hecho con loe actos reclamados, vulnerando, por consecuencia, 

una vez más, las garantías constitucionales que fueron materia del 

Juicio de amparo, evitando asimismo, la reeti tuci6n en favor del 
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quejoso, en el pleno goce de las mismas. Es igualmente procedente el 

incidente de ine,jecución de sentencias. 

"La repetición del acto reclamado por parte de la 

autoridad responsable es factible, lógicamente sólo cuando ésta ya 

haya dado cumplimiento a la sentencia de amparo dictada en contra de 

su primer acto, y siempre y cuando el reclamado sea un acto positivo, 

pues de lo contrario, si no ha habido cumplimentación, lo que se da 

es un desacato a dicha sentencia, no una repetición del acto; y la 

conducta de omisión, en que se traduce un acto negativo, por su miema 

naturaleza no puede reiterarse, ya que si se acata la sentencia 

amparadora, la abstención desaparece de manera absoluta, y si 

subsiste es una sola, que constituye la prolongación de la reclamada 

en el juicio constitucional en que tal sentencia se pronunció." .se 

d) Kxceso o defecto en el cumplimiento de la ejecutoria.­

Otra de las formas de incumplimiento de una ejecutoria de amparo se 

presenta cuando la autoridad responsable, en acatamiento de la miema, 

manifiesta un cumplimiento parcial, en atención al alcance del fallo 

constitucional, por mostrarse en forma insuficiente o en forma 

extralimitada. En otras palabras, cumple sólamente en parte, pero 

otorga a su vez, un alcance mayor o un alcance menor de lo que la 

propia ejecutoria de amparo establece. 

Contra este tipo de incumplimiento, la parte que resulta 

afectada, incluyendo personas ajenas al juicio que ,justifiquen que 

tal acto les causa un agravio, pueden interponer el recurso de queja 

en los términos de los articulos 95, 96, 97 y 98 de la ley de amparo. 

Existen algunos cri torios ,jurisprudencialee que 

determinan al respecto lo siguiente: 
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EJl!CUCION DE SENTENCIAS DE AMPARO. 
EXCESO O DEFECTO. - La forma correcta de 
ejecutar un fallo constitucional que 
protege, es dictar una nueva sentencia 
que se ajuste a los términos de la 
ejecutorie. de amparo, cilliéndoae al tenor 
exacto de ese fallo. He.y exceso de 
ejecución cuando la autoridad response.ble 
ve. más allá del alcance de le. ejecutoria 
que concede la protección federal y 
afecta actos juridicoa de loa que no se 
ocupó el fallo constitucional, ni están 
vinculados al efecto restitutorio del 
amparo concedido. He.y defecto de 
ejecución cuando la autoridad response.ble 
omite el estudio y resolución de alsuna 

·de las cuestiones que le ordenó resolver 
la ejecutoria que concedió el amparo, 
conforme a los términos y fundamentos 
legales de la propia ejecutoria con la 
que está vinculada, tanto cuando be.y 
exceso como defecto, procede la queje. y 
no un nuevo amparo .. se 

EJl!CUCION DI! Sl!NTl!NCIAS DI! AMPARO. -
Incueationablemente hay un exceso en la 
ejecución de una sentencia de amparo, si 
la autoridad response.ble al pronunciar el 
nuevo fallo, introduce un elemento que no 
ha sido motivo de discusión entre las 
partea.so 

EJl!CUCION DI! Sl!NTBNCIAS DE AMPARO, 
DEFECTO l!N LA.- El defecto de ejecución 
consiste en dejar de hacer algo de lo que 
la resolución de cuya ejecución se trate, 
disponga que se lleve al cabo o se 
realice, y no en efectuar una ejecución 
que por cualquier motivo, sea irregular, 
pues el vocablo "defecto", no está 
empleado en eete eesundo sentido por la 
Ley de Amparo, sino en el primero, ya que 
dicho ordenamiento, al hablar de exceso o 
defecto en la ejecución, empleo. el 
sesundo de éstos términos, en 
contraposición al primero, queriendo 
significar con el vocablo "exceeo", 
sobrepasar lo que mande la sentencie. de 
amparo, extralimitar su ejecución, y con 
el vocablo "defecto", realizar una 
ejecución incompleta, que no comprende. 
todo lo dispuesto en el fallo.si 
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Sin embargo, si la responsable resuelve sobre :¡:untos y 

cuestiones propias de su Jurisdicción, que no fueron controvertidas 

en el Juicio de sarantias, y que por lo mismo, no forman parte del 

alcance del fallo constitucional e que está obli¡¡e.de e. cumplir, o 

bien, ·obre con plenitud de Jurisdicción, entonces no ae confi¡¡ura en 

estos casos el exceso en la ejecución de la sentencia. Tal 

circunstancia ea precise.da claramente en las siguientes tesis 

Jurisprudenciales: 

AMPARO, PROCEDENCIA DKL, Y NO DEL RECURSO 
DK QUEJA.- La segunda sentencia que la 
autoridad responsable pronuncia al 
cumplir con la ejecutoria de emparo, 
puede tener vinculación total, parcial o 
ninguna vinculación. Kn este último 
caso, la autoridad responsable, al dictar 
la sentencia de reenvio, reaaume 
plensmente su jurisdicción y cualesquiera 
violaciones que cometiere, no serán en 
defeoto o exceso del cumplimiento de la 
ejecutoria de amparo, sino tendrán 
carácter autónomo de lo juzgado pcr dicha 
ejecutorie. y, por tanto, serán 
imp.ignablcn mediante nuevo amparo y no 
pcr el recurso de queja, que en estas 
circunstancias resulte. improcedente.ª" 

l!Jl!CUCION DK SKNTKNCIAS DK AMPARO. USO DE 
FACULTAD JURISDICCIONAL.- No existe 
exceso en la ejecución de una sentencia 
de amparo, porque el tribunal 
responsable, al dictar le nueva 
sentencia, resuelve. sobre :¡:untos y 
cuestiones propias de su jurisdicción, 
que no fueron materia de le controversia 
constitucional, ni, pcr tanto, forzosa 
consecuencia del cumplimiento de la 
sentencia de amparo, pues si no hay 
manda to que cumplir, no puede existir 
exceso de cumplimiento, y en tales casos, 
los actos del tribunal serán motivo de un 
nuevo Juicio de emparo, pero no del 
recurso de queja por exceso o defecto de 
eJecuci6n.e3 
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Desde el punto de vista de Isnacio Bur¡¡oa, no existe 

exceso en la ejecución de un fallo constitucional en loe ei¡¡uientes 

casos: 

"1. Cuando la autoridad responsable, al dar cumplimiento 

a dicha. sentencia, realiza· el acto o los actos determinativos del 

alcance de la protección federal y, como consecuencia legal de dicha 

realización, desempeila actos distintos y nuevos. 

2. cuando la autoridad responsable, al ejecutar la 

resolución de omparo, ci!Uéndose al alcance de ésta, realiza actos o 

decide puntos que no se relacionen con los hechos materia del debate 

en el juicio constitucional de que se trate.". s4 

Por lo anteriormente e:xp.¡esto en este punt/.l, podemos 

concluir que contra la abstención total, retardo de cumplimiento o 

repetición del acto reclamado, es improcedente el recurso de queja. 

QUEJA IMPROC!IDKNTJ! CUANOO SE RECLAMA 
TOTAL INl!Jl!CUCION O ABSOiillA 
DBSOBIIDIBNCIA DEL FALID CONSTITUCIONAL O 
CUANOO SE ALEGA RBPKTICION DKL ACTO 
cnm.\TIOO.- Si el promovente de un juicio 
de garantias aduce la absoluta 
desobediencia, o el total incumplimiento 
del fallo constitucional, o bien ale¡¡a la 
reiteración del acto que reclomó, su 
instancia no debe admitirse ni tramitarse 
en la via ni mediante el procedimiento 
que seilalan los articules 95, fracción 
IV, y 98 de la Ley de Amparo. cuando hay 
inejecución, o ee produce la repetición 
del acto que se reclama. el prom.ovente 
del juicio de amparo está plenamente 
~acul ta do para exigir que se dicten todas 
las medidas del caso, en los términos de 
loe articules 104 a 113, 205 y 208 a 210 
de la Ley de Amparo; sin embargo, de ello 
no puede inferirse que sea procedente el 
recurso de queja. Mientras que la 
instancia del interesado con motivo de la 
total inejecución del fallo federal puede 
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presentarse en cualquier tiempo (articulo 
113 de la Ley de Amparo), la queja por 
defecto de ejecución ha de promoverse 
precisamente dentro del plazo de un afio 
(articulo 97, fracción III, de la misme 
ley).ª" 

5. - RISRllSABILIDAD l!H QUI! IllCURRllll LAS All'l'ORlll!DllS POR 
DIClllfPLilfilll'ID 111 UlS l!'ALWS ClllSTI'l'IJCICllAUIS. 

La Constitución Federal establece en su articulo 107, 

fracción XVI, lo siguiente: 

Art. 107. - . . . XVI. Si concedido el 
amparo la autoridad responsable 
insistiere en la repetición del acto 
reclamado o tratare de eludir la 
eentencia de la autoridad federal, será 
inmediatamente separada de su cargo y 
consisnada ante el Juez de Distrito que 
correeponda. 

A BU vez, el articulo 208 L.A. establece: 

Art. 208.- Si después de concedido el 
amparo, la autoridad responsable 
insistiere en la repetición del acto 
reclamado o tratare de eludir el 
cumplimiento de la sentencia de la 
autoridad federal, inmediatamente será 
eeparada de BU cargo y consignada al Juez 
de Distrito que corresponda, para que la 
juzgue por la desobediencia cometida, la 
que será sancionada en loe términos que 
el Código Penal aplicable en materia 
federal seflala para el delito de abuso de 
autoridad. 

Existe pues, para e 1 caso de incumplimiento de una 

ejecutoria de amparo, una doble responsabilidad, una administrativa y 

la otra penal. l!n efecto, una vez que la autoridad responsable haya 

eludido o bien se abstenga de cumplir el fallo coneti tucional, el 

órgano jurisdiccional que conoció y resolvió el juicio, remitirá el 

expediente original a la Suprema Corte de Justicia, para que esta 

última determine ei es procedente la aplicación de los articulas 
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antes mot?ncionadoe. Kn caso de que así lo estime, determinará la 

eeparación del cargo y denunciará tal situación al Ministerio Público 

Federal, el cual hará la coneisnación respectiva ante el Juzgado de 

Dletrito correspondiente, quien sancionará en loe términos en que el 

Código Penal en materia federal establece para el delito de abuso de 

autoridad. Dicho delito ee encuentra re¡ulado por el articulo 215 

del mencionado ordenamiento penal. Sin embargo, exiete un problema, 

la Ley de .llmparo establece un tipo delictivo que eerá eancionado de 

acuerdo al mencionado articulo, pero este último, eei\ala doe 

penalidades: "Art. 215.- Cometen el delito de abuso de autol'ided ... -

Al que cometa el delito de abueo de autoridad en loe términos 

previstos por las fracciones I a V y X a XII, se le impondrá de uno a 

ocho olios de prisión, de cincuenta hasta treecientos dias multa y 

deetitución e inhabilitación de uno a ocho añoe para deeempei\ar otro 

empleo, cargo o comisión públicoe. Isual sanción se impondrá a las 

personas que acepten los nombrmnientoe, contrataciones o 

identificaciones a que se refieren las fracciones X a XII. - Al que 

cometa el delito de abuso de autoridad en loa términoe previstos por 

las fracciones VI a IX, se le impondrá de dos a nueve ailoa de 

prisión, de setenta hasta cuatrocientos dias multa y destitución e 

inhabilitación de dos a nueve años para deaempe!\ar otro empleo, cargo 

o comisión públicos.". Al eer omiea en eee sentido, la Ley de 

Amparo, entonces, eerá aplicable la primera de ellas, atendiendo al 

principio penal de in dubio pro reo. 

Alsunoe criterios juriaprudencialee reepecto al tema, 

sei\alan: 
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SllNTKNCIAS DE AMPARO, DESOBEDIENCIA A 
IAS.- Cuando en el Juicio de amparo ae 
comprueba que la autoridad responsable ae 
niega a cumplir con la sentencia dictada, 
por medio de razones ineficaces o de 
evaeivae, es procedente aplicarle la 
sanción a que se refiera la fracción XI 
del articulo 107 constitucional, 
separando a dicha autoridad de su cargo, 
y consignando loa hechos para los efectos 
correspondientes. se 

l!Jl!CUCION DE SllNTKNClAS DE AMPARO.- Para 
los caeos en que se retarde el 
cumplimiento de lae ejecutorias de amparo 
por evaeivas o procedimientos ilegales de 
la autoridad responsable, o de cualquiera 
otra que intervenga en la ejecución, debe 
tenerse en consideración lo dispuesto por 
los articules 107, fracción XI, de la 
Constitución Federal y 107, de la Ley de 
Amparo, que establecen que si después de 
concedido el amparo, la autoridad 
responsable insistiere en la repetición 
del acto reclamado, o tratare de eludir 
la sentencia de la autoridad federal, 
será inmediatamente separada de su cargo 
y consignada; y además, debe tenerse 
también en cuenta la disposición del 
articulo 105 de la citada ley, que se 
refiere a que cuando no se obedeciere la 
ejecutoria, a pesar de los requerimientos 
del Juez de distrito, éste remitirá el 
expediente original a la Suprema Corte, 
para los efectos de la fracción XI del 
articulo 107 constitucionlil. Del texto de 
los precepto a legales antes invocados, se 
desprende que las ejecutorias en materia 
de amparo deben cumplirse, ain que 
ninguna autoridad ni particular puedan 
oponerse a ello, ni aún bajo el pretexto 
de que no fueron parta en el amparo, y 
aun cuando se trate de otros actos 
distintos. pero que basan nusatoria la 
sentencia de amparo, ya que el efecto de 
estae sentencias es la de retrotraer lae 
cosas al estado en que se encontraban 
antes de la violación.s7 

En caso de que la autoridad responsable que deba ser 

separada de su cargo de acuerdo a la consideración de la Suprama 

Corte de Justicia de la Nación, gozare de fuero constitucional, esta 
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última hará la declaración de que procede la aplicación de la 

fracción XVI del articulo 107 constitucional y, aunada ésta a las 

constancias de autos que estime necesarias, pedirá a la autoridad 

correspondiente que se inicie el proceso de desafuero en contra de 

aquélla. 

Las sanciones antes expuestas, se aplicarán con 

independendencia de que, puedan aparecer además, delitos diversos en 

contra de la autoridad responsable, con motivo de su incumplimiento. 

Asimismo, loa superiores Jerárquicos de las autoridades 

responsables que sean requeridos por el órgano ,jurisdiccional de 

amparo, para que obli¡¡uen a aquéllas a que cumplan sin demora loa 

fallos constitucionales, en los términos del articulo 105 L.A., 

incurrirán en responsabilidad, de isual manera que la responsable en 

loa términos señalados en loa párrafos precedentes, si a pesar de 

dicho requerimiento no se ha obedecido con lo que la ejecutoria 

establece. Aai lo se!lala el artículo 107 L.A. en su párrafo segundo: 

Art. 107. - ... - Las autoE"idadea 
requeridas como superio,.ea ,jerárquicos 
incurren en responsabilidad, por falta de 
cumplimiento de las ejecutorias, en loa 
miamos términos que las autoridades 
contra cuyos actos se hubiere concedido 
el amparo. 

6.- aJ!P[.Ilfil!ll'l'O O llJllCUCI<li DI! L4S Sl!lmHCIAS DI! .Al!PARO rRl!lll'i A 
C&llSAllABillli'l'KS, TllRCIROS IOO'llAIOS Y Al11'0RlllADKS NO Rl!SP!!IBdBLl!S. 

A) Frente a causahabientes.- El hecho de que una 

autoridad responsable cumpla con una sentencia de amparo, ¡:uede 

producir una afectación sobre si tuacionea jurídicas que existan en 

forma ajena al propio juicio de garantías. Tal ea el caso de loa 
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causahabientes, cuyos causantes sean partes del juicio. El 

causahabiente, de acuerdo a Eduardo Pallares es "el sucesor juridico 

de una persona, o sea, quien ha adquirido una propiedad o un derecho 

de otra persona que a su vez ee llama causante .. ". ea 

A pesar de que un causahabiente pueda resultar 

perjudicado con la ejecución o el cumplimiento de un fallo 

constitucional, la ley no le otorga medio de defensa alguno, quedando 

éste, sujeto a lo que la resolución judicial disponga, no pudiendo 

ser considerado como tercero extrallo al Juicio, por lo que, las 

consecuencias Jurídicas que BU<'Jan de un juicio de amparo, deberán 

surtir plenos efectos con relación a aquél, toda vez que su causante 

fue parte dentro del proceso Judicial. Alguno e criterios 

Jurisprudenciales afirman al respecto lo siguiente: 

CAUSAHABIENTES.- Los causahabientes 
quedan sometidos a las obligaciones 
contraídas por sus causantes. 99 

CAUSAHABIENTES.- Los causahabientes no 
pueden estimarse como terceros ajenos a 
las consecuencias del Juicio seguido por 
sua causante e, y por tanto, carecen de 
acción para pedir la nulidad de lo 
actuado con dichos causantes .100 

CAUSAHABil!ll'l'ES, NO SON TERCEROS 
KlCTRAllOS.-Los causahabientes no pueden 
estimaros como terceros ajenos a las 
consecuencias del Juicio seguido por sus 
causantes y les afecta y beneficia lo 
resuelto y hecho en el juicio en que 
intervino su causante.101 

BJ Frente a terceros extrallos.- Igualmente que en el caso 

planteado anteriormente, puede resultar afectado por un acto que 

implique una ejecución o cumplimiento de una sentencia de amparo. Si 

embargo, en este caso, como en el anterior, tampoco existe la 
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posibilidad de entablar un juicio de amparo en contra de tales actos 

de ejecución de la mencionada resolución constitucional, puesto que, 

aei lo determine claramente el articulo 73 en su fracción II L.A. : 

Art. 73.- El juicio de amparo ea 
improcedente: 

II. Contra resoluciones dictado.e 
en loa juicios de amparo o en ejecución 
de las mismas. 

Además, la mencionada resla ea confirmada por la 

jurisprudencia: 

l!JECUCION DE SENTENCIAS DE AMPARO. 
(AMPARO IMPROCEDllNTll) .- De acuerdo con la 
fracción II del articulo 73 de la Ley de 
Amparo, contra loa actos de ejecución de 
sentencias de amparo es improcedente el 
jucio de sarantiae, aun cuando tales 
actos afecten a terceras personas, que no 
fueren partee en la contienda 
conati tucional. 102 

EJECUCION DE Sl!NTKNCIAS DE AMPARO CONTRA 
TERCEROS DE BUENA FE. - Tratándose del 
cumplimiento de un fallo que concede la 
protección constitucional, ni aun loe 
terceree que hayan adquirido de buena fe, 
derechos que se lesionen con la ejecución 
del fallo protector, pueden entorpecer la 
ejecución del mismo.102 

KJECUCION DE Sl!NTKNCIAS EN AMPARO QUI! 
AFECTAN A TERCEROS EXTRAOOS. - No ea 
obstáculo para el cumplimiento de una 
ejecutoria de amparo, el que la ejecución 
de la misma pueda afectar intereses de 
terceros extrailoe, derivados del derecho 
de alsuna de lee partea que contendieren 
en el runparo. io4 

Ante esta situación, consideramos que la Ley de Ampare, 

aei como los criterios jurisprudencialee, debe~ian ser menos 

estrictos en ese sentido, puesto que, cualquier acto de ejecución o 
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eumplimiento exacto de una sentencia de !UllP!IX'O, podria llep.r a 

afectar los intereses juridicos de cualquier individuo considerado 

extralio al juicio, y que pueden implicar, por si solos, ser 

violatorios de las ¡¡arantias individuales en eu contra; sin embal'¡o, 

la ley es oaiea al reapecto. 

A pesar de lo comentado anteriormente, si existe un medio 

de defensa del que pueden hacer uso los terceros extraaos contra un 

acto de ejecución de sentencia. Tal es el caso de que exista ellCeso 

o defecto en la ejecución de un fallo constitucional, ante el que 

podr' interponer el recurso de queja, en el que deberá. demostrar la 

e:d1:tencia de un a¡ravio que le produzca, ya sea el cumplimiento, o 

la ejecución de la mencionada resolución jurisdiccional. Todo ello 

previsto por la Ley de M¡>aro en su articulo 96: 

Art. 96.- o..ando es trate de ellCeso o 
defecto an la ejecución del acto de 
SUBpensión o de la sentencia en que se 
ha¡,ra concedido el lllllPllr'O al quejoso, la 
c¡ueja podrá. ser interpuesta por 
cualequiera de las partes en el juicio o 
por C!U!l1?uiera penoM gue Justifique 
leza_k>ento que le agavia la eJecuci6.ll o 
el CU11,plbúento de dichas resoluciOMs ••• 

C) Frente a autoridades no respollllllbles.- lbd.ste una 

excepción al principio de relatividad de las sentencias de upara en 

cuanto a la parte que resulte condenada. Coao ya baos visto, 

obviaente la parte condenada an un juicio de eparc aerl. siempre la 

autoridad responsable, sin eebar¡o, la obli¡atoriedad del 

Cll8Pliaianto de las ejecutorias de eparc, con relación a 611ta, se 

hará. extensiva b&cia todas las autoridades que, de acuerdo a 11U11 

funciones, deban tener intervención en la ejecución de una sentencia 
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de amparo, a pesar de no haber sido parte dentro del juicio. Asi lo 

establece el siauiante criterio jurisprudencia!: 

l!Jl!CUCION DE Sl!NTENCIAS DE AMPARO. A BLLA 
llSTAN OBLIGADAS TODAS LAS AUTORIDADllS, 
AUN CUANOO NO HAYAN INTllRVENIOO EN . BL 
AMPARO.-
Las ejecutoriae de amparo deben ser 
u-diatamente cumplidas ;por toda 
autoridad que tenga conocimiento de ellae 
y que, por razón de eus funciones, deba 
intervenir en su ejecución, 1"Jt!S atenta 
la parte final del primer párrafo del 
articulo 10 de la Ley Orgánica de los 103 
y 107 de la Coneti tución Federal, no 
sol-nte la autoridad que ~a fiaurado 
con ol carácter de res;poneable en el 
Juicio de aarantiae está obliaada a 
cumplir la sentencia de amparo, sino 
cualquiera otra autoridad que, per eus 
fUnciones, tenga que intervenir en la 
ejecución de ese fallo.1os 

l!Jl!Cl1lURIA DE Al!PARO. A\JTORIDADllS NO 
5l!ilALAllA5 aH> RESl!OllSABLllS, TIENEN 
OBLIGACION DI! REALIZAR IDS ACl'OS Qllll 
RllQUillRA SU EFICACIA.- Todas las 
autoridades, aunque no ~an sido 
desl.anadae como responsables an el Juicio 
de aarantias, si tienen o deben tener 
intervanción en el cumplimiento de la 
ejecutoria de amparo, están oblias.das a 
realizar, dentro de los li!!litee do su 
competencia, todos los actos necesarios 
para el acatamiento integro y fiel de la 
aentenoia protectora, y para qua el fallo 
constitucional loare viaencia real y 
efi04Cia práctica.1oe 

Ademáa, es obliaación de las auto!'idadee relJllQnsablee la 

de viailal' que la resolución que lae mismas emitan en acatwanto de 

una sentencia de aaparo, sea cumplida por parte de las autoridades 

que sean inferiores a aquéllas: 

l!JllaJCION DE SENTl!llCIAS DI! l\HPARO. 
VIGILANCIA POR LA RESPONSABLK.- Las 
autoridades, al ejecutar una sentencia de 
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amparo, no deben limitarse a pronunciar 
nueva resolución que se ajuste a loa 
términos del fallo constitucional, sino 
que deben vigilar que esa nueva sentencia 
ae cumpla por sus inferiores .107 

7. - ll!IJA l'OR lllCKSO O IJKi'Kc:ro l!ll IA llJICUCICll DK SKllTl!llCIA 
<XllSTITUCICllAL. 

Ya hemos visto en el punto número 4 del presente 

capitulo, las diferentes formas en que puede ser incumplida una 

sentencia de amparo. El ca pi tul o XII "DE IA J!JECUCION DE IAS 

Sl!NTRNCIAS" de la Ley de Amparo, previene un incidente que procederá 

en el caso de incumplimiento total de la sentencia, retardo del 

cumplimiento por evasivas o por procedimientos ile¡¡ales, y por 

repetición del acto reclamado, ya sea oficiosamente o a instancia de 

cualquiera de las partee. Kn el caso de que el cumplimiento del 

fallo constitucional por parte de la autoridad responsable sea 

excesivo o defectuoso, la ley previene el recurso de queja, que 

procederá contra aquéllas, y, como ya vimos, podrá ser interpuesto 

por cualquiera de las partes en el Juicio o por cualquier persona que 

Justifique que se le agravia. Asi lo establecen las fracciones IV y 

IX del articulo 95 L.A.: 

Art. 95.- El recurso de queja es 
procedente: •.. - IV. Contra las mismas 
autoridades (responsables), por exceso o 
defecto en la ejecución de la sentencia 
dictada en los casos a que se refiere el 
articulo 107, fracciones VII y IX, de la 
Constitución Federal, en que se haya 
concedido al quejoso el amparo; .•. - IX. 
Contra actos de las autoridades 
responsables, en los caeos de la 
competencia de los Tribunales Coleaiados 
de Circuito, en amparo directo, por 
exceso o defecto en la ejecución de la 
sentencia en que se haya concedido el 
amparo al quejoso. 
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Las fracciones VII y IX del articulo 107 constitucional, 

a las que hace referencia la fracción IV del precepto antes 

transcrito, ee refieren a los juicios de amparo Sel!Uidos ante los 

Juzgados de Distrito y de loe juicios de amparo ante los Tribunales 

Colegiados de Circuito, respectivamente. 

Con respecto al término en que puede interponerse el 

recurso de queja, la ley de amparo en su articulo 97 fracción III 

establece el plazo de un allo, contado desde el dia siguiente al en 

que se notifique al quejoeo el auto en que se haya mandado cumplir la 

sentencia, o al en que la persona extrafla a quien afecte su 

ejecución, tenga conocimiento de ésta, salvo que ee trate de actos 

que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad 

personal, deportación, destierro, o de alguno de loo prohibidos por 

el articulo 22 de la Constitución Federal, en que la queja podrá 

interponerse en cualquier tiempo. 

Se ha discutido mucho en cuanto a cuál ha de ser el 

momento en el que debe iniciar el cómputo del término para la 

interposición de este recurso en el caso particular del quejoso, ya 

que, no es lógico lo que señala la fracción Ill del mencionado 

articulo, pues los efectos del auto a que hace referencia, no son la 

materia del recurso, sino lo es justamente la inadecuada observancia 

del fallo constitucional por parte de la ·responsable, actuando 

excesiva o defectuosamente, y sólo al efectuarse dichos actos y tener 

el quejoso conocimiento de los miemos, podrá estar en aptitud de 

combatirlos por la via legal comentada. Existen al respecto una 

tesis jurisprudencial y una tesis aislada: 
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QUEJA POR DRFBCTO O POR RXCRSO DR 
EJRCUCION. TRRMINO PARA INTERPONRRLA. - El 
plazo de un afio que para interponer ante 
el ,juez de distrito el recurso de que.ja 
por defecto o exceso de ejecución, 
concede el articulo 97, fracción III, de 
la Ley de Amparo, empieza a correr cuando 
se cometieron loe actos que entraftan, en 
la eetimación del que.loso, exceso o 
defecto de ejecución del fallo 
coneti tucional. 1os 

QUJ!JA POR RXCRSO O DRFBCTO EN LA 
EJRCIJCION. CXl!P\J'l'O DEL TERMINO PARA SU 
INTJ!RPOSICION. - Si bien el articulo 97, 
fracción III, de la Ley de Amparo, 
establece que el término de un afio, para 
la interpooición del recurso de que.ja, en 
los casos de las fraccionee IV y IX del 
numeral 95 de la propia ley, se contará 
desde el dia si¡¡uiente al en que se le 
notifique al quejoso el auto en que se 
hsya Jlllllldado cumplir la sentencia, 
también bey que entender que ese término 
debe computarse a partir del dia 
siauiente al en que se le notifique al 
quejoso el cumplimiento de la sentencia 
pronunciada en el ,juicio de ¡arantias 
respectivo, ya que el interesado sólo 
estaría en condiciones de impugnar el 
exceso o defecto en la ejecución, una vez 
enterado de los términoe en que la 
autoridad responeable hubiera procedido a 
cumplirla.1oe 

Aunque tales criterios no establecen exactamente lo 

mi8lllO, son con¡ruentes con el comentario que hicimos antes de BU 

transcripción, en el sentido de que, deben concurrir dos elementoe 

esenciales para el inicio del cómputo del término de interpoaición 

del recurso de que.ja, especificamente respecto del agraviado o 

quejoso: a) La conducta de la autoridad responeable con la que, a BU 

,juicio, esté dando cumplimiento a la sentencia de amparo y, b) El 

conocimiento que tenga de ello el que.loso. 

Este recurso deberá interponeree ante el órgano 

,jurisdiccional de amparo que haya conocido y resuelto el ,juicio. En 
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todos loa caaoa, deberá serlo por escrito, acompa!!ando sendas copias 

para las autoridades reaponaablea contra las que ee promueve y para 

cada una de laa partea del juicio. Una vez que ae le ha dado entrada 

al recurso, el órgano jurisdiccional de smparo competente, mandará 

requerir a la autoridad responsable contra la que se ha enderezado la 

queja, a que rinda un informe con justificación sobre la materia de 

la misma, el cual, deberá presentar dentro del término de tres dias. 

Una vez que haya trll!lllcurrido dicho término, la autoridad da amparo 

dará vista al Ministerio Público, sea que ae haya rendido o no el 

mencionado informe, por igual término. l!l órgano jurisdiccional de 

amparo, una vez transcurrido el mencionado plazo, dictará la 

resolución que proceda dentro de loa tres diaa siguientes, pero 

trat6ndoee de loa Tribunales Colegiados de Circuito, el término para 

que dicten la resolución correspondiente será de diez dias. 

(Articuloa 98 y 99 L.A. ) . 

Re8Ul ta importante establecer, que de acuerdo a la Ley de 

Amparo, contra la mencionada resolución será procedente otro recurso 

de queja, ello de conformidad con la fracción V del numeral 95, que 

establece: 

Art. 95.- l!l recurso de queja ea 
procedente: 

V. Contra las resoluciones que 
dicten loe jueces de Distrito, el 
Tribunal que conozca o haya conocido del 
juicio conforme al articulo 37, o loa 
Tribunales Colegiados da Circuito en loe 
casos a que ee refiere la fracción IX del 
articulo 107 de la Constitución Federal, 
respecto de laa quejas inter¡;ueetaa ante 
ellos conforme al articulo 98. 
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Bl término para la intel'POsición del recurso será de 

cinco dillB deepUés de haber sido notificada la resolución de la queja 

anterior. l!ste deberá intel'POneree ante el Tribunal que conoció o 

que debió conocer de la revisión, también por escrito y con copillB 

para lllB partes. liste recurso se tramitará de isual forma que como 

lo establecimos con anteriorided, ea decir, en la queja que procede 

contra las autoridades por exceso o defecto en la ejecución de la 

sentencia de amparo. 

En realidad tanto el exceso, como el defecto en la 

ejecución del fallo constitucional, como hemos eeflalado, constituyen 

dos formas de incumplimiento, para loe que la ley de la materia 

otor¡¡a como medio para impl¡¡narloe, el recurso de queja. En forma 

errónea clasifica dicho medio como recurso, pUes evidentemente ee 

trata de un incidente. 

En efecto, el recurso es por definición, un medio de 

imP1111Mción que otorga la ley a lllB partee y a loe terceros para que 

P11edan obtener mediante tal, la revocación o la modificación de una 

resolución judicial. Para Eduardo Couture el recurso es el "medio 

técnico de impu¡¡nación y subsanación de loe errores de que 

eventualmente Pll8da adolecer una resolución Judicial, dirigido a 

provocar la revisión de la misma, ya sea por el Juez que la dictó o 

por otro de snperior Jerarquia" .110 El incidente, por su parte, es 

un procedimiento que se sigue dentro de un mismo proceso judicial, 

con el objeto de resolver una cuestión accesoria al liti11io 

principal. 

l!l exceso y el defecto en la eJecuci6n de las sentencias 

de amparo, son actos emitidos por las autoridades responsables, por 
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lo que no se trata de actos Judiciales dentro del proceso de amparo. 

lle clero :P)ee, que al isual que en loe caeos de incumplimiento 

consicnadc11 en el capitulo que regula la ejecución en 1118.teria de 

amparo, el exceso y el defecto en la ejecución de 1011 fallos 

constitucionale11, son eituacione11 que deben tr81111tarse al través de 

un incidente, por tratar11e de cuestiones accesorias al 118Ullto 

principal de la controversia, y no de resoluciones Judiciales. 

Por lo anterior, y en un afán de perfeccionar la 

le11i11lación de amparo, a nuestra coneideración, el exceso y el 

defecto en la ejecución del fallo constitucional, deberian eer 

trasladados al capitulo XII de la ley de la materia. 

e.- mtPLilfDlml 111 us KJICIJ'1'CllIAS m Al!PAlll l!llDwrrK IL PMD 111 
DUllS T l'lllJUICIOS. 

La Ley de Amparo en la parte final del numeral 105 

establece lo siauiente: 

Art. 105.- ••• - l!l quejoso podrá 
eolici tar que ee dé por cumplida la 
ejecutoria mediante el pa¡¡o de loe dallas 
y perjuicios que haya sufrido. Bl Juez 
de Distrito, oyendo incidentalmente a las 
partee intereeadae, reeolver6. lo 
conducente. 1!n caeo de que proceda, 
determinará la forma y cuantia de la 
restitución. 

Como podemos ver, este posibilidad de dar por 

CU111Plimentada una ejecutoria de amparo ee, a todas luceo, totalmente 

contradictoria con el carácter restitutorio que persigue el Juicio de 

¡¡arantie.e al emitir una sentencia que concede el amparo y la 

protección de la Justicia federal. l!l articulo 80 L.A. sefiala 

claramente cual es el fin que busca la sentencia de amparo al 

eetableceree la exietencia de una violación de garantiae individuales 
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por parte de la respo11Bable: "la sentencia que conceda el omparo 

tendrA por obJeto Mstituir al lJJlr'aViado en el pleno llOCB de la-

68.I'IUltfa individual violada ••• " 

Sin embargo, existen algunos asuntos en particular, en 

loe que el cumplimiento o la eJecución del fallo co11Btitucional se 

dificultan dade su propia naturaleza, en su mayoria, tratAndose en 

materia agraria, por lo que, al través del incidente a que se refiere 

el articulo 105 in fine, y siempre a petición del queJoso, el 6raano 

Jurisdiccional de amparo oirA a las partes, y si lo col!Bidera 

procedente, se subetituirA la restitución en el pleno goce de la 

garantia individual violada, déndose por cumplida la sentencia 

mediante el pa¡¡o de dalles y perjuicios, determinando a su vez, el 

mencionado órgano el monto y la forma del pa¡¡o. De eeta manera, se 

hace a un lado la fórmula esencial para lo que fue creado el Juicio 

de 11arantiae, optAndose por un arreglo pecuniario. 

Kn este sentido, es de co11Biderarse que la ley deberia 

ser mAa ex;plicita, limitativa y estricta en los caeos en que pUdiera 

proceder la ejecución substituta, de tal manera que ee proteja la 

e3encia bAsica de la concesión del amparo, que es, el 

restablecimiento de los efectos juridicos de los derechos :públicos 

subjetivos, que fueron vulnerados por la autoricled respal!Bable, en 

favor del quejoso. 

Arturo Serrano Robles, sobre el particular, manifiesta lo 

siguiente: 

"Hoy casos en que, por diversas circunstancias, reeul ta 

extremadamente dificil, a veces casi impasible, loarar la ejecución o 

cumplimentación de la sentencia de amparo. Kn materia agraria es, 
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tal vez, en donde se présenta con mayor frecuencia tal dificultad, 

particularmente cuando la ejecución se traduce en exp.¡lsar de 

determinadas tierras a un grupo de campesinos dispuestos a oponer 

resistencia. De aqui que la solución que permite el articulo 105 en 

su último párrafo, instituida por Decreto de 30 de diciembre de 1983, 

publicado en el Diario Oficial de 16 de enero de 1984 y que entró en 

visor a los sesenta dias de dicha p,¡blicación, haya venido a 

solucionar aquellos probl81114S y a facilitar la ejecución de 

referencia." .111 

A su vez, el autor Fernando Arilla Bes, sobre el tema 

hace el sil!lliente razonamiento: "l!n realided, esta norma, nueva en el 

proceso constitucional, en nada re.PUlllla a su esencia, p,¡esto que no 

es sino una derivación del principio de la transactio de re Judiscta, 

aun cuando solamente podrá ser aplicada en aquellos casos en que el 

efecto restitutorio de llDlParO afecte, única y exclusivamente al orden 

patrimonial. Pe11Bamos, por otra parte, que debiera concederse e la 

autoridad re11pollB!lble, en los 111iemos casos, el derecho de solicitar 

la llUbstitución de la ejecución de la eentcncin por una indemnización 

al q\iejoao, ya que nadie duda del trastorno econ611lico y social qus, 

en determinadas circunstancias, p,¡eden oriainar los efectos 

restitutorios de una sentencia de ampare." .112 

9.- IllCll!PLllfill IS L& RISOUJCI<ll IllCill!Rl'M. Im L& SUSPIRSI<ll. 

La suspensión del acto reclaznado es una illlportante 

institución dentro del juicio de aarantias: es una providencia 

cautelar en los procedilllientoe de Slllparo, de carácter lll8ramente 

illBtruznental para preservar la 111Steria del proceso, y euyo contenido 
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reviste la forma de un mandato asel!lll'ador del cumplimiento y la 

ejecuci6n de otra providencia principal que ¡¡udiere ordenar la 

anulación de la conducta positiva o negativa de una autorided 

pública, haciendo cesar tem¡¡oralmente sus efectos obli¡¡atorios 

mientras se resuelve la controversia constitucional." .11a Sin 

embargo, ante el incumplimiento del auto o interlocutoria que lo 

ordene, la Ley de Amparo establece lo siguiente en su articulo 143: 

Art. 143.- Para la ejecución y 
cumplimiento del auto de suspensión, se 
observarán las diepoaiciones de los 
articuloa 104 y 105, párrafo primero, 107 
y 111 de esta ley. 

tas mismas disposiciones se 
observarán, en cuanto fueren aplicables, 
para la ejecución del auto en que se lu!.ya 
concedido al quejoso su libertad 
caucional conforme al articulo 136. 

El incidente de incumplimiento de la resolución 

suapanaional, se aubst!lllciará en forme simile.%' al de inejecución de 

sentencia, cuyas caracteristicaa y tramitación son materia del 

capitulo V de esta tesis. Bs importante seflale.%' que aquella autoridad 

que no cumpla con la r;;solución judicial de la suspensi6n del acto 

reclamado, será consignada a la autoridad correspondiente, y 

procesada penalmente en loa términos en que ea sancionado el delito 

de abuso de autoridad, conforme al Códi¡¡o Penal en materia federal. 

Todo ello de conformidad con los articulas 107 en su fracción XVII de 

la Constitución Federal y 206 de la ley de la materia. 

Asimismo, el recurso de queja, seré procedente en los 

siguientes casos: 

A) En los juicios de amparo indirecto, contra las 

autoridades responsables, por exceso o defecto en la ejecución del 
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auto en el que se haya concedido al quejoso la suspensión provisional 

o definitiva del acto reclamado. (art. 95, fracc. II, L.A.J. 

B) Kn loe Juicios de amparo directo, contra las 

autoridades responsables, cuando no provean sobre la euepensión 

dentro del término legal o concedan o nieguen ésta; cuando rehúsen la 

admisión de fianzas y contrafianzas; cuando admitan las que no reúnan 

loe requieitoe legales o que p.1edan resultar insuficientes; cuando 

nieguen al quejoso su libertad caucionel en el º""º a que se refiere 

el articulo 172 de esta ley, o cuando las reeolucionea que dicten las 

autoridades sobre la misma materia ce.uaen dal!os o perjuicios notorios 

a al¡¡uno de los interese.dos. (art 95, frece. VIII, L.A. ). Es 

importante eclarar que en los Juicios de amparo directo, no se 

configura el incumplimiento por parte de la autoridad responsable de 

la resolución euepeooionel como en el amparo indirecto, puesto que, 

en este caso, no es el órgano jurisdiccional de amparo el que decide 

sobre la suspensión del acto reclamado, sino la propia autoridad 

reepoooable; sin embargo, hacemos mención de ello por el interés que 

reviste y para observar un panorama más amplio en ese sentido. 

Kn ambos casos, el recurso será interp.1esto y resuelto 

por el ór¡ano Jurisdiccional que conoció del Juicio, existiendo, en 

el caso de loe Juicios de amparo directo, para su interposición un 

término de cinco diae, contados a partir del siguiente dia al en que 

surta sus efectos la notificación de dicha resolución; en el caso de 

loe Juicios de amparo indirecto, el recurso de queja p.1ede 

interponerse en cualquier tiempo, hasta en tanto no se falle el 

Juicio en lo principal por resolución firme. Kn loe dos Juicios, una 

vez que ee ha dado entrada al recurso, la autoridad de amparo 
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requerirá a la responsable para que rinda un informe con 

justificación sobre la materia de la queja dentro de un término de 

treo diae; una vez transcurrido dicho plazo, con el informe o sin él, 

ee le dará vi eta al Ministerio Pl'.iblico por igual término. En los 

juicios de amparo directo, el tribunal que resolverá, tendrá un plazo 

de diez diae para dictarla; en el caso de los juicios de · amparo 

indirecto, el término para dictar la resolución será de tres dias. 

10.- DK UlS PIDILllltAS DI! L& llJIWCI<ll IB ltATIRIA 111 AHPARO. 

En materia de amparo no se admite la posibilidad de que 

la autoridad responsable pueda cumplir con la sentencia condenatoria 

en forma diversa que no eea la de restituir al agraviado en el pleno 

goce de BUS garantías individuales, salvo rarisimas excepciones que 

ya hemos mencionado y que comentaremos dentro de este punto más 

adelante. 

Para hacer más claro e e te tema, resulta interesante y 

necesario hacer un parangón entre las diversas formas en que puede 

conseguirse el cumplimiento forzoso de una ejecutoria, laudo o 

resolución administrativa, en l&.a materias civil, tomando como base 

el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; penal, 

en el Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal; 

laboral, con la Ley Federal del Trabajo; y administrativa, con la Ley 

Orgánica del Dopartamento del Distrito Federal. 

En materia civil, el Código de Procedimientos Civiles 

para el Distrito Federal, plantea doe posibilidades para el efecto, 

la via de apremio y el juicio ejecutivo. En el primero de los casos, 

ee establece: 
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Art. 500.-Procede la via de apremio a 
irultancia de parte, siempre que se trate 
de la ejecución de una sentencia o de un 
convenio celebrado en el juicio, ya sea 
por lae partes o por terceros que hayan 
venido al juicio por cualquier motivo que 
sea. 

Asi mismo, el articulo 73 seilala: 

Art, 73.-Los jueces, para hacer 
cumplir sus determinaciones, pueden 
emplear cualquiera de los si¡¡uientes 
medios de apremio que juz¡¡uen eficaz: 

I. La multa hasta por lae cantidades 
a que se refiere el articulo 61, la cual 
podrá duplicarse en caso de reincidencia; 

II. El auxilio de la fuerza pública Y 
la fractura de cerradurae si fuere 
necesario; 

Ill. El cateo por orden escrita. 
IV. El arresto hasta por quince diae. 
Si el caso exi¡¡e mayor sanción, ae 

dará parte a la autoridad competente. 

Hemos ya hecho mención que la sentencia condenatoria 

puede involucrar obligaciones de dar, de hacer y de no hacer, para lo 

que tal ordenamiento nonnativo especifica en términos generales que: 

tratándose de la condena de dar, en caeo de que no ae hubiere fijado 

fecha para la entrega, el juez le se!'lalará al deudor un término 

improrrogable de cinco diae para que la cumpla. El caeo más comün en 

este tipo de sentencias es la que ordena al deudor a pegar una 

determinada cantidad de dinero, y en ese sentido, una vez terminado 

el plazo ein el debido cumplimiento de la eentencia, se procederá al 

embarso (art.509); del precio del remate ae pegará al ejecutante el 

importe de su crédito. Si se trata de entregar una cosa, puede 

ocurrir lo ai¡¡uiente: ai ea un objeto inmueble se procederá 

inmediatamente a poner en posesión del mismo a la persona a la que 

deba ser entregada, practicándose para ese fin, todos los medios de 

apremio que sean conducentes; ei es un bien mueble, se le mandará 
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entregar al interesado, pero ante la resistencia del obligado, lo 

hará el actuario, pUdiendo emplear el uso de la fuerza pública, y 

aún, 111411dar romper cerraduras ( art. 525) . Rn ceso de que la sentencia 

ordene la entrega de personas, el juez dictará las disp0siciones 

conducentes para el efecto. Tratándose de las sentencies de condena 

de hacer, el mencionado código especifica que el juez señalará un 

plazo congruente a la parte condeno.de para que cumpla; transcurrido 

éste, sin el debido acatamiento, se estará a lo que establecen los 

si¡¡uientes tres supUestos (art. 517 C.P.C.D.F.): 

I. Si el hecho fuere personal del 
obligado y no pUdiere prestarse por otro, 
se le compelerá empleando los medios de 
apremio más eficaces, sin perjuicio del 
derecho para exigirle la responsabilidad 
civil; 

II. Si el hecho pUdiere prestarse por 
otro, el juez nombrará persona que lo 
ejecute a costa del obligado en el 
término que le fije; 

II r. Si el hecho consiste en el 
otorgamiento de algún instrumento o la 
celebración de un acto juridico, el juez 
lo ejecutará por el obligado, 
eicpresándose en el do=onto que se 
otorgó en rebeldia. 

Por último, en la sentencie. de condena de no hacer, el 

códi¡o s.d,jetivo civil del Distrito Federal establece que su 

infracción se resol verá en el pago de daf!.os y perjuicios al actor, 

quien tendrá el derecho de señalarlos, para que por ellos ss despache 

ejecución (art. 524). 

Respecto del juicio ejecutivo, el C.P.C.D.F. establece 

que para que aquél tensa lugar, se necesita un titulo que lleve 

aparejada ejecución (art. 443), señalando, en ese sentido el articulo 

444 lo si¡¡uiente: 
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Art. 444.- Las sentencias que causen 
ejecutoria y loe convenios Judiciales, 
loe convenios celebrados ante la 
Procuraduría Federal del Consumidor, los 
laudos que emita la propia Procuraduría y 
los laudos o Juicios de contadores, 
motivarán ejecución, si el interesado no 
intentare la via de apremio. 

Rn términos generales, este ordenemiento Jurídico indica 

que si el titulo ejecutivo contiene obligaciones de hacel', el Juez 

seftalará un plazo prudente para que el obligado cumpla; si se 

estableció alguna pena, ee decretará la ejecución; si no se fiJó la 

pena, el actor podrá optar por el resarcimiento de perjuicios, ai 

transcurrió el tiempo y el obligado no cumplió. 

Si el titulo ejecutivo contiene la obligación de dar, 

cuando la acción ejecutiva se ejercite sobre cosa cierta y 

determinada o en especie, se pandrá en secuestro Judicial; si ee 

trata de dinero, se embargarán bienes que cubran "" valor; y si se 

trata de la entrega de una cosa que ya no existe, ee embargarán 

bienes que cubran su valor fijado, aei como los dallas y perjuicios. 

Una vez aaotado el procedimiento, la sentencia debe 

decidir los derechos controvertidos, siendo que, de resultar probada 

la acción, la resolución decretará que ha lugar a hacer trance y 

remate de loe bienes embargados, y con el producto, el 

correspandiente pago al acreedor (art. 461). 

Como hemos visto, en materia civil se establece un 

sistema eficaz para hecer cumplir en forma coercitiva el fallo, 

caracterizado par la existencia de diversos medios par virtud de loe 

cuales, i;.¡ede conseguirse una conclusión adecuada en favor de quien 

resultó beneficiado por la sentencia. Cabe hacer en este momento una 
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comparación con la ejecución en materia de 811lparO. En amparo, los 

derechos jurídicamente tutelados son, como hemos dicho, loe que 

emanan de las sarantiae individuales contra actos de autoridad, por 

lo que, la única manera de tener por cumplida una sentencia 

condenatoria, será solamente con la devolución, por parte de la 

autoridad responsable, en favor del quejoso, del pleno goce de la 

garantía o garantías vulneradas por aquélla. Existe en este sentido 

una excepción, que se encuentra contenido en el último párrafo del 

art. 105 L.A., y ea el cumplimiento de la ejecutoria mediante el pago 

de dlli'ios y perjuicios, pero como hemos sefialado, este incidente 

procede en caeos muy especiales. 

Por otro lado, también en materia de amparo, el Tribunal 

competente tiene como principio el de no poder sustituir a las 

autoridades responsables, ni mucho menos de invadir sue respectivas 

competencias y atributos legales, por lo que la ejecución a que se 

refiere el articulo 111 L.A. en su primer párrafo, en el sentido de 

hacerla, ya sea al través de un actuario o de un secretario, o bien, 

el juzgador de amparo por si mismo es muy relativa, pues por lo 

anteriormente mencionado, no puede tratarse de une ejecución 

propiamente dicha, sino más bien de une actividad de apremio o 

sistema de presión para que, la propia autoridad responsable sea la 

que dé cumplimiento con el fallo, por lo que, podemos concluir que la 

eJ1Presión ejecutar por si mismo la sentencia de amparo por el propio 

juzgador o al través de algún órgano de su dependencia, como lo 

eeilala la Ley de Amparo, en un sentido estricto, esto es, que esta 

última lo basa por aquélla ante su total rebeldía, no se da en la 

realidad. 
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Una excepción a lo que afirmamos en el párrafo anterior, 

lo encontr!llllos en la última parte del párrafo segundo del articulo 

111 L.A. y que se!lala que, tratándose de la libertad personal que 

deba serle restituida al quejoso decretada por sentenci11 de !llllparo, y 

que, ya sea que la autoridad responsable ee negare a hacerlo, u 

omitiere emitir la resolución correspondiente en un término prudente 

(tres dias), el juzgador que haya conocido del !llllparo, podrá emitir 

la orden correspondiente de ponerlo en libertad, en cuyo caso, loe 

encargados de lBB prisiones le deberán dar su debido cumplimiento. 

Rn reeumen, en materia de amparo, evidentemente al tener 

como objeto la exacta aplicación de loe derechos públicos subjetivos 

contra actos de autoridad, resulta ilógico pensar en una forma 

di versa de dar por cumplida la sentencia, que no sea la de la 

restitución de aquéllos, como lo es posible en materia civil, por lo 

que, en amparo ee tienen por descartados sistemas como el embargo; se 

restringe la indemnización por dallos y perjuicios para dar por 

cumplida la ejecutoria a casoe de excepción; se descarta la 

posibilidad de que un tercero nombrado por el juez, ejecute el acto a 

costa del obligado; no existe la posibilidad del otorg!lllliento de un 

instrumento o la celebración de un acto juridico por parte del juez 

en lugar del obligado, otorgado en rebeldia; actos que, todos ellos, 

si son posibles en materia civil, y que representan verdaderos actos 

de imperio tendientes a la realización coactiva de la sentencia de 

condenaª 

l!n materia penal, tomando como ejemplo, al igual que en 

el caso anterior, el sistema jurídico vigente en el Distrito Federal, 
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regulado por el Código de Procedimientos Penales para el D.F. , 

endontramoe lo siguiente: 

Kn materia penal, a diferencia de loe dos procesos 

ante.-ioree, la eJecución de 188 eentenci88 eJecutoriadaa no son 

competencia del Poder Judicial, sino del Poder Ejecutivo (esto último 

se de en los dos fueros). l!et.-icts.mente en el C880 que tratamos 

CD. F. ) , una vez que ha sido pronunciada una sentencia eJecutoria 

condenatoria, el Juez o tribunal que la emita deberá expedir una 

copia certificade dentro de 188 siguientes cuarenta y ocho hor88, con 

los detoe de identificación del reo, para 19. Dirección General de 

Servicios Coordinados de Prevención y Readaptación Social (art. 576 

C.P.P.D.F.), órgano dependiente de la Secretaria de Gobernación, y al 

cual corresponde la competencia de la ejecución de 188 eentenci88 

pronunciadas en materia penal, deeianando loe lugares en que los reos 

deban extinguir 188 sanciones privativ88 de libertad, ejerciendo 

todas lae funciones que lee eeflalen 188 leyes y loe reglamentos, 

practicando todae las dilieencia.e para que lllo oentenciae se C\llllPlan 

estrictamente y reprimiendo todos loe abusos que cometan sue 

subalternos, en pro o en contra de 1011 sentenciados (art. 575). 

De entre lae diver81l8 eancionee ejecutables decretadas en 

11entancia por autorided judicial, encontramos, princiP!llmente la de 

prisión, que consiste en la privación de la libertad corporal, y la 

sanción pecuniaria, la cual comprenderá la multa y la reparación del 

dello. La reeponsabilided pecuniaria del sentenciado se cubrirá con 

loe bienes del mismo y/o con el producto de BU trabajo en la prisión. 

En esta materia, por BU propia naturaleza, en la pena de 

prisión no existe evidentemente el cumplimiento voluntario por parte 
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del condenado, por lo que, siempre en estos casos se harán patentes 

los actos coactivos con que cuenta el Estado para conseguir la 

eficacia juridica de la decisión judicial. Ahora bien, respecto de la 

pena pecuniaria, tanto para el pago de la multa como el de la 

reparación del dallo, pUede existir, aqui si, un cumplimiento 

voluntario, y en caso contrario, el Estado los podrá exigir mediante 

un procedimiento económico coactivo. Por último, tratándose de la 

pena de prisión, el Código Penal pera el Distrito Federal establece 

la posibilidad de sustituir o de conmutar las sanciones decretadas 

por la ejecutoria, siendo en el primer caso, de la manera siguiente: 

Art 70 (C.P. ) . - La prisión podrá ser 
sustituida, a juicio del juzgador... en 
los términos siguientes: 

I. Cuando no exceda de un al!o, por 
multa o trabajo en favor de la comunidad; 

II . Cuando no exceda de tres ailos, 
por tratamiento en libertad o en 
semilibertad. 

Rn el caso de la conmutación de las sanciones el Código 

Penal para el D.F. sef!ala: 

Art. 73.- Rl Ejecutivo, tratándoee de 
delitos políticos, podrá hacer la 
conmutación de sanciones, deepUés de 
impUestas en sentencia irrevocable, 
conforme a las si¡¡uientes reglas: 

I. Cuando la eanción impueeta sea la 
de prisión, se conmutará en confinamiento 
por un término i¡¡ual al de dos tercioe 
del que debia durar la prisión. 

II. Si fuere la de confinamiento, ee 
coD111Utará por multa, a razón de un dia de 
aquél, por un dia multa. 

Por lo anteriormente comentado, la diferencia escencial 

entre las ejecuciones penales y las de materia de amparo, es que el 

ór¡ano competente en las primerae, para el efecto, eerá perteneciente 
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al Poder Ejecutivo, una vez recibida la resolución del órgano del 

Poder Judicial; en lae ee¡¡undas lo será el propio tribunal que emitió 

la ejecutoria. lln =to a la exibilidad del cumplimiento hacia el 

condenado, por la propia naturaleza de lae sentenciae penales, como 

h9"'0s dicho, sólo con la sanción pecuniaria o bien en loa caeos de 

euetitución o de coJaltación de lae sancionee P11ede haber un 

CllllPlimiento vol1mtario, en euyo caeo contrario, la ley prevé, para 

el primer caso 1m proceeo económico coactivo para un cumplimiento 

forzoso, y en loe dellá.e caeos, ae deja sin efecto el beneficio, 

ejecutándose nuevlllDl!nte la pena antes establecida. l!n cuanto a la 

pena de prisión, para ejecutarse, se aplicarán loe diversos medios 

coactivos para loarar la detención, en su caso, y el traelado al 

lu¡¡ar en el que el reo ten¡e. que extin¡¡uir su sanción. 

l!n derecho del traba.Jo, "la ejecución ea un procedimiento 

de tipo adminietrativo, por lo cual nos explic8111os que el articulo 

940 de la Ley Federal del Traba.Jo encomiende a los presidentes de lae 

Juntas de Conciliación Permanentes, a loa de lae de Conciliación y 

Arbitraje y a loa de las Juntas Especiales la ejecución de los 

laudos, a cuyo fin dictarán lae medidas necesarias para que la 

ejecución sea pronta y ell¡ledita." .114 

La Ley Federal del Traba,J o presenta un sistema 

conciliatorio en el sentido de que las partee pUedan conveni<' en las 

modalidades del cumplimiento de loe laudos, debiéndose hacer, dentro 

de las 72 horae ai¡uientes a la en que surta efectos la notificación. 

Ante la rebeldia que Plldiera presentar la parte 

condenada, en materia laboral existe un sistema ejecutor de laudos 

muy eemejante al que se practica en materia civil, que ya hOD:)B 

122 



comentado. l!n el caso de que el contenido del laudo implique una 

oblisaci6n de dar, el Presidente de la Junta tendrá la facultad de 

ordenar el embarso de bienes del deudor para que, en au caso, ae 

proceda al remate de loa miamos y, pagar con tal producto al acreedor 

(arte. 950-975 L.F.T. ). Si el laudo impone una oblisaci6n de hacer, y 

la parte condenada ae rehusa a cumplir, ello puede traducirse en un 

pago de dalles y perjuicios, y si, en ese caso, también ae ne¡¡ara a 

pagar, se aesuirá para el efecto del cumplimiento forzoso, el embarso 

que mencionamoa en el caso anterior. En el caso de que aea factible, 

una tercera persona ejecutará el acto materia del litisio, desde 

lueso a coata de la propia condenada. Si el laudo impone la 

obli¡¡aci6n de firmar al¡¡ún convenio u otorsar alguna escritura, ae 

fijará un plazo al deudor para que cumpla, en cuyo defecto, el propio 

Presidente de la Junta lo hará en rebeldia de aquél. l!n caso de que 

el laudo impensa una oblisación de no hacer, el quebrantamiento de 

ello, otorsará derecho al acreedor para pedir que vuelvan las cosas 

al estado en que ae encontraban, y en au caso, indemnización par 

dalles y perjuicios por parte del oblisado. 

Estableciendo una comparación con el procedimiento 

ejecutorio en materia de amparo, son aplicables aqui, loe comentarios 

que vertimos en materia civil, en el sentido de que, tanto en ésta 

como en materia laboral, el acto materia de la condena, puede ser 

auatituido por otroa medica, ante la contumacia de la parte condenada 

y aplicada coactivamente en favor de la parte beneficiada por la 

resolución. 
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l!n materia administrativa tomamos como ejemplo, una vez 

máa al Distrito Federal, con baee en la Ley del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Distrito Federal. 

l!n principio, establecemos que, en BU mayoria, salvo una 

excepción que máa adelante se!lalaremos, en este tipo de juicios de lo 

contencioso administrativo, las partes que intervienen en el 

conflicto eon, como actor, Wl particular, como demandado, el Jefe, 

los delegados, los directores ¡¡eneralee o las autoridadee del D.D.F., 

tanto las ordenadoras como las ejecutoras, y en BU caso, el tercero 

perjudicado, que será toda aquella persona que, ajena al conflicto, 

pueda ver afectados sua intereses por la resolución del Tribunal de 

lo Contencioso Administrativo. 

Kl juicio de lo contencioso administrativo tiene como 

objeto el de resolver las controversias auacitadas contra actos 

administrativos del D.D.F., en agravio de particulares; contra las 

resoluciones definitivas dictadas por el D.D.F., en las que se pueda 

causar agravio en materia fiscal; contra la falta de contestación de 

las miemae autoridades dentro del plazo legal, a las promociones 

presentadas ante ellas por los particulares; y aquellas en las que 

sean las propias autoridades las que promuevan para que eeen 

nulificadas las resoluciones fiscales favorables e un particular, y 

que ceueen, por lo mismo, una lesión a le Hacienda Pública del D.F. 

l!n cuento al cumplimiento de le sentencie, el articulo 82 

de la propia ley seflala que el actor podrá acudir en queja ante la 

sala respectiva, en caso de desacato de la sentencia, 

eetableciéndoaele un término a la autoridad responsable de tree dias 

para que ésta manifieste lo que a BU derecho convenga. Si de acuerdo 
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a la sala, la autoridad responsable no ha cumplido, la requerirá para 

que lo ha¡¡a, la amonestará y la prevendrá de que ei ee mantiene sin 

acatar el fallo, le impondrá una multa de cincuenta a cien veces el 

salario minimo para el D.F. Si la autoridad insistiere en eu 

rebeldia, la Sala SuPerior, a instancia de la sala respectiva, 

reeolverá solicitar del Jefe del D.D.F., a que conmine al funcionario 

respoMable para que dé cumplimiento a las determill8ciones del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo, sin perJuicio de que ee 

reitere la multa cuantas veces sea necesaria. Rn loe caeos en loe que 

eea el propio Jefe del D.D.F. q\tien no cumpla con las resoluciones 

adminietrativae, ee hará el asunto del conocimiento del Presidente de 

la República en eu calidad de titular del gobierno del Distrito 

Federal. Independientemente del proceso de cumplimiento de la 

sentencia establecido, la propia ley otorga al Tribunal como 

facultades para hacer cumplir eue determinaciones o para imponer el 

orden, los siguientes medios de apremio y medidas disciplinarias: 

Art 29 (L.T.C.A.D.F).- El Tribunal 
para hacer cumplir eue determinaciones o 
para imponer el orden por él, podrá hacer 
uso a eu elección, de loe si¡¡uientee 
medios de apremio y medidas 
disciplinarias: 

I. Amonestación; 
II. Multa de una cantidad equivalente 

al monto de diez a cincuenta diae de 
salario minimo en el Distrito Federal; 

III. Arresto hasta por veinticuatro 
horas; 

IV. Auxilio de la fuerza policiaca. 

Comparativamente con la eJecuci6n en materia de amparo, 

podemos establecer que existe una l!l'an eemeJanza, en el sentido, 

Qnicamente, de que la parte condenada sea una autoridad. De isual 

forma, en caso de incumplimiento, el Tribunal requerirá a la 
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condenada a cumplir, y si ésta, aun asi no lo hiciere, aquél dará. 

parte a eu superior jerárquico, en este caso, el Jefe del D.D.F., 

para que, comrlne al funcionario responsable a que dé CU111Plimiento 

con la sentencia. Se utiliza pues, al igual que en emparo, el sistema 

de presión jerárquico para conseguir el acat8111iento del fallo, 

(hecho que, por ei sólo, no. constituye un acto de ejecución de la 

sentencia propi8111ente dicho, eino mh8 bien como una medida de 

apremio). 

Sin embargo, existe una sran difere.ncia con la ejecución 

en materia de 8111paro, y es el hecho de qUe, en materia 

administrativa, tanto el Tribunal que resuelve, como la autoridad 

resporuiable y eu euperior ,Jerárquico, pertenecen el Poder Bjecutivo, 

situación que facilita la ejecución, y no aei en materia de 8lllpar0, 

puee en este ceso el Tribunal que resuelve ea 6raano del Poder 

Judicial y la autoridad responsable ¡;uede pertenecer a cualquiera de 

loe tres poderes, tanto federales, como de cualquiera de las 

entidades federativas, ei tuación que, evidentemente implica en eete 

ceeo, una importante limitación, pues tratá.ndoee de loe ceeoe en loa 

que la autoridad response.ble pertenezca al lt.1 ecuti vo o al 

r.eaielativo, el principio de separación de poderes implica la 

illlpoaibilide.d de la intervención coactiva del juzgador de 8lllparO en 

contra de aquéllas, baJo pretexto de una ejecución de un fallo 

conetitucionel. 

l!n reeumen, hemos eellalado al principio de este punto, 

doe de los aspectos que lo diferencian de atrae materias, y que, a eu 

vez, limitan a loa juzgadores de amparo para el efecto de conee¡¡uir 
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una ejecución coactiva de una sentencia de amparo ante el 

incumplimiento de la responsable: 

1.- La restitución del soce de la ¡¡arantia o sarantias 

individuales wlneradas por la autoridad responsable, como único 

medio idóneo para cumplir con la sentencia condenatoria de amparo. 

2.- La obli¡¡ación de que la propia autoridad responsable 

sea el único ór¡¡ano que puede dar cumplimiento con el fallo 

constitucional, deecartando la posibilidad suatitutoria del juz¡¡ador 

o de un tercero, para ejecutar la sentencia. 

Ahora bien, ¿Porqué decimos que tales situaciones limitan 

la ejecución propiamente dicha en materia de amparo? 

Be evidente, como lo hemos observado dentro del punto B 

del presente capitulo, que las sarantias individuales constituyen una 

serie de prerrcsativas y de derechos fundamentales que todo 

individuo, por el simple hecho de existir, debe ¡¡czar, por lo que, en 

primera instancia suena ilógico y por lo mismo, resulta dificil 

aceptar que una sentencia condenatoria de amparo pueda darse por 

cumplida con un medio diverso que no sea el de la restitución de las 

miamas. Hn realidad, ello equivaldria a permitir que ee pudiera 

negociar con los derechco públicos subjetivos. Además, COllO la 

autoridad responaable ea la única que puede y debe dar cumplimiento 

al fallo constitucional, al juzgador de amparo únicamente le queda la 

utilización, más que de medidas ejecutorias de la sentencia, simple& 

medios de presión y apremio, tales como requerimientos, 

apercibilllientos, co!lllinacionea al trav6s de un superior jerárquico, 

la amenaza de una posible sustitución y denuncia penal (ésta última 

siendo competencia del Pleno de la Suprema Corte), a fin de consesuir 
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el cumplimiento por parte de la responsable, y en ese sentido, no ea 

dable el poder llamarle a estos actos, como medios de ejecución en un 

sentido estricto. 

Aunado a lo anterior, existe otro problema de carácter 

politice. La constitución federal establece en su articulo 107, 

fracción XVI, que si concedido el amparo, la autoridad responsable 

insistiere en la repetición del acto reclamado, o tratare de eludir 

la sentencia cona ti tucional, será inmediatamente separada de su cargo 

y consignada ante el Juez de Distrito que corresponda; relacionada 

con tal fracción, el articulo 105 L.A. seilala que ello será facultad 

de la Suprema Corte de Justicia, a quien deberá remitir el expediente 

origiru;l el juzgador que haya conocido y resuelto el Juicio, y que no 

haya conseguido el cumplimiento a pesar de los requerimientos y 

medidas legales que tiene a su alcance. 

Sin embargo, cuando la autoridad responsable ea un órgano 

diverso del Poder Judicial Federal, resulta muy dificil la aplicación 

de la comentada fracción, pUea ello implica de alguna manera una 

invasión de poderes y que, a pesar de ser previsto y establecido por 

la Constitución federal, pUede provocar acentuados conflictos de 

carácter poli tico entre los poderes, razón por la cual, la Suprema 

Corte de Justicia en estos casos suele evitar su aplicación. Tal es 

el caeo que a modo de ejemplo transcribimos a continuación: 

INCIDENTE DI! INl!JECUCION DI! Sl!NTl!NCIA. l!S 
FUNDADO CUANOO LAS AUTORIDADES l!LUDl!N EL 
CUMPLIMil!NTO DEL FALLO.- La orden del 
gobernador de un estado para que se 
paguen $1,000.00 menauales hasta 
completar $1, 688 , 777 . 70 , lo que 
requeriría el transcurso de un lapso de 
140 ailoa para que quedaran aaldadae lae 
prestaciones que importa el cumplimiento 
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de la sentencia, o sea un período que 
comprenderia varias seneraciones, son 
hechos y conaideracionee que ponen de 
manifieato el propóeito deliberado de 
burlar el cumplimiento de la ejecutoria 
de amparo y justifican el ejercicio por 
la Suprema Corte de Justicia, de la 
facultad que le otorga la fracción XVI 
del articulo 107 de la Constitución 
Federal. Pero tomando en cuenta que las 
111edidas por adoptar ocasionBrian 
trBJ2Stornos graves de carácter político y 
administrativo, como lo son la sepa.ración 
iJJ111ediata del csrso y la consignación de 
la autoridad re1111Ba, al agente del 
11inisterio Ptíbllco Federal para el 
ejercicio de la acc16n penal 
correspondiente, procede conminar al 
gobernador para que en el preciso término 
de 24 horae proceda a obedecer la 
sentencia cuyo cumplimiento ha eludido, 
debiendo darse a conocer esta resolución 
a la Secretaria de Gobernación para que, 
enterada de la posible e inminente 
destitución y consignación de la 
autoridad remisa, cuente con los 
antecedente• necesarios y esté en aptitud 
de adoptar las medidae que procedan 
conforme a laa facultades que al 
l!jecuti vo otorgan la Cona ti tución y lae 
leyea.110 

En efecto, tal decisión provocaría graves tranatornos 

politices y adlninistrativos, máxime si, además de ser un órgano de 

otro peder, es de elección popular, lo cual agravarla más la 

eituación. 

Las medidae previstas por la fracción XVI del 107 de la 

Ley fundamental, constituyen, sin duda alguna, el aepecto medular del 

capitulo de la ejecución de las sentenciae en la Ley de Amparo, se 

trata ds une medida contundente que, a baee de presión, puede 

provocar el cambio de actitud de la autoridad responsable, pero que, 

con respecto a loe caeos señalados por los párrafos precedentes, no 

deja de ser letra muerta. Y en todo caso, la aplicación de las miamb.s 

tiene como efecto único, la separación del cargo de la responsable, 
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asi como BU respectiva denuncia penal ante la autoridad competente, 

mas con ello, no ee consigue le devolución de las garantias 

individuales en favor del agraviado, toda vez que, con aquella 

autoridad que BUBtituye a la que ha sido destituida de BU cargo, 

deberá iniciarse nuevamente con las medidas consignadas por el 

capitulo XII de la Ley de Amparo. 

Una limitación más encontramos en ese sentido, que se 

desprende del articulo 109 L.A. Dicho numeral establece el proceso 

que debe seguirse en caso de que le autoridad responsable, goce de 

fuero constitucional, eituecióu en la que, ei e juicio de le Suprema 

Corte de Justicia se está en el supuesto de aplicar le fracción, asi 

lo declarará, y asimismo, pedirá e quien corresponda el desafuero de 

dicha autoridad. Sin embargo, es evidente que, en tal situación, le 

decisión final en eee sentido corresponderá el órgano legislativo 

constituido en Gran Jurado; de tal manera de que, ei éste declare que 

ne ha lugar a proceder, le facultad constitucional consignada en 

favor de le Suprema Corte será inaplicable. 

Por lo anteriormente expuesto, durante el transcurso del 

tiempo ee han quedado muchas sentencias condenatorias de emparo sin 

BU debido cumplimiento, y aún, en le actualidad, muchos expedientes 

pendientes de ejecución navegan dentro de le administración de 

justicia, sin resultados, por mucho tiempo, dejando, no en pocos 

caeos, e loe gobernados que ben resultado agraviados, sin gozar 

plenamente de le gerantie o garantiee que fueron conculcedae en eu 

contra. 

Bs preciso pues, un cambio dentro del sistema de 

ejecución de las sentencias de emparo. Una estructuración que prevea, 
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ente todo, evitar que los fallos constitucionales se queden sin su 

debida eficacia juridica, en perjuicio de los individuos, y que 

cuente con el apoyo de los tres poderes federales y de los 

respectivos de las diversas entidades, concediendo más fuerza a la 

autoridad de amparo a que cumpla satisfactoriemente con dicha 

actividad. No debemos dejar de lado que el sistema que plantea la ley 

es eficaz y funcional contra un número determinado de autoridades, 

pero encuentra gr-endes problemas en eu aplicación en contra de otras 

muchas. 

11,-.APARlllTK <Jm'RADI!X:ICll llrrilll IL .AllTICUW 73, nwx:ICll 11 111 LA 
LIJ 111 AHPAllll Y OOS TISIS JURISPRlllllllCIALI. 

Durante la presente tesis, hemos ya hecho mención sobre 

dos criterios jurídicos, que por ser aparentemente contradictorios en 

un determinado sentido, reeul ta interesante y necesario hacer un 

análisis especifico aparte. Nos referimos, por un lado, al articulo 

73, fracción II de la ley de Amparo, que especifica lo siguiente: "El 

juicio de amparo es improcedente: ... Contra resoluciones dictadas en 

los juicios de amparo o en ejecución de los mismos". Por el otro 

lado, un par de tesis Jurisprudenciales; primeramente, la 

jurisprudencia nllmero 37, bajo el rubro "AMPARO, PROC!lDKNCIA Dl!L, Y 

NO DllL RECURSO Dll QUEJA", de la Tercera Sala, que ha sido transcrita 

anteriormente, que establece, entre otras coeae, que la eeaunda 

sentencia que emita la autoridad responsable en cumplimiento de una 

ejecutoria de amparo y que sea sin vinculación, es decir, cuando 

reasume plenamente eu juriedicción para el efecto, no podrá ser 

impugnada sino mediante otro juicio de amparo, descartando que p.ieda 

tratarse de un exceso o de un defecto en la ejecución del fallo 
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coosti tucional. !In ese mismo sentido, una tesis jurisprudencial de la 

Primera Sala, establece: 

QUXJA OONTRA EJKCUCION DK SKNTENCIAS DK 
AMPAllO DIRECTO.- Si la ejecutoria de la 
Justicia Federal no devuelYB al tribunal 
,PtUJ6.l responsable su plena Jurisd1cci6n, 
la nueva sentencia que éste dicte en 
CU1Dpli11iento del amparo concedido ea 
~le mediante el recurso de queja 
que otorga la fracción V* del articulo 95 
de la [Aiy Orgánica de loe articulas 103 y 
107 de la Coosti tución y no por medio de 
un llUllvo juicio conetitucionel. (* 
actualmente fracción IX). 11e 

Hemos apuntado durante el presente trabajo, además, que 

el efecto fUndamental del cumplimiento de la sentencia de amparo, 

será el hecho de que ln responsable rectifique la conducta que 

originó el proceeo conetitucional, y que reeult6, a Juicio de los 

tribunales de amparo, viole.torio de garantias. Asi ~es, toda 

sentencia conoeeoria de amparo enaendra la obligatoriedad por parte 

de la autoridad reeponeable de devolverle al agraviado, la plenitud 

del aooe de 11118 derechos públicos subjetivos que le hubo 

interl'llllpido. Por lo anterior, es de concluirse que la se11U11da 

sentencia que deba emitir la responsable en cumplimiento del fallo 

constitucional, independientemente de que exista, ya sea una total, o 

bien, ninaunA vinculación con la de amparo, debe siempre estar 

diriaida a le restitución de garantias; y a pesar de que la 

resolución de amparo no le dé no:rmae precisas o pautas determinadas 

para que se ajuste el nuevo fallo, bastará para le responsable, que 

la sentencia constitucional le determine claramente en qué consistió 

la violación de garantiae. Kn este último caso, se dice que la 

autoridad responseble reasume plenamente su jurilldioci6n, pero 
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evidente.ente, ello resulta ser un tanto relativo, pu.es en todo caso, 

no debe perder de viste el aspecto por el que ha sido condenada. Como 

hemos dicho, la jurisprudencia al mencionar que la autoridad 

reepon.eable "reasume o no plenamente eu juriedicci6n", hace 

referencia a todos aquellos caeos en los que la ejecutoria de amparo 

le obli¡a a ésta a actuar bajo ciertos line8111ientos o a actuar de 

acuerdo a sus atribuciones leso.lee respectivamente, al emitir una 

nueva eentencia. Sin embar¡o, en principio, hemos de hacer patente 

nuestra ·inconformidad, en el sentido de llamarle a tal situaoi6n 

devoluc16n de plenitud de Jur1ed1cc16n, pues el 6r¡ano judicial de 

amparo nunca la asume por la responsable, sino que, tiene competencia 

para conocer y resolver sobre la posible violaci6n de aarantiae, caso 

en el que emitirá una sentencia constitucional vinculatoria o sin 

vinculaci6n {para el caso de que sea condenatoria); en el primer 

caso, dejará inBUbsistente el acto reclamado y establecerá un 

parámetro para que la condenada se ajuste a tal al emitir un nuevo 

fallo, sin invadirle su jurisdicci6n; para el ae:¡undo, dejará 

insubsistente el acto reclamado y quedará en manos de la responaable, 

de acuerdo a su criterio y facultades le¡ales, la esiei6n de la mieva 

sentencia. 

Rel!Ulta preciso pues, para que ¡iueda ser aplicado un 

criterio en cuanto a la procedencia de algún medio de iapu¡¡naci6n en 

contra de la nueva aentencia, oboorvar el tipo de acto que emite la 

responeable, con relaci6n a lo ordenedo por el fallo constitucional, 

es decir, los actos que pretenden ser propios de devoluci6n de 

¡arantiae, y loe actos aut6nomoe, que pu.eden eurair con 111>tivo de la 

ejecuci6n. 
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lln varios casos. la diferencia entre unos y otros suele 

ser sutil, por lo que llega a generar confusiones entre las partes y 

órganos Jurisdiccionales de ampare, al gr>ado absurdo de llegar a 

admitirse demandas de amparo en contra de actos que ya fueron materia 

de otro Juicio constitucional, contra los que legalmente procedería 

la queja, dándole uns equivoca interpretación a la Jurisprudencia, so 

pretexto de haber reasumido plenamente su Jurisdicción la autoridad 

responsable. 

Toda sentencia condenatoria de amparo engendra un mandato 

judicial, mas en muchas ocasiones, el órgano Jurisdiccional de 

garantias no establece la forma precisa en que la responsable deba 

comportarse en ciertas cuestiones par tratarse -éstas de situaciones 

que correspanden únicamente a la competencia de la parte condenada. 

Por tanto, en uns sentencia no vincula to ria, es decir, cuando la 

responsable asume plenamente su Jurisdicción una vez más dentro del 

litigio de su competencia, concurren dos elementos: 1Q La orden 

Judicial que contiene la obligación directa de hacer la debida 

restitución de garantias y; 2Q los actos que efectúa la autoridad 

responsable para emitir su nuevo fallo, consecuentes de la 

restitución y propios de su competencia, los cuales, evidentemente, 

no constituyeron materia de litis constitucional dentro del Juicio de 

garantias, y par ende, se trata de situaciones autónomas o 

independientes. 

Normalmente este tipo de sentencias no vinculatorias se 

dictan en aquellos casos en los que alguna autoridad amito una 

sentencia en un proceso seguido en forma de Juicio, en el que comete 

la wlneración de garantias dentro de una etapa de su procedimiento. 
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l!n este sentido y e manera de ejemplo, expondremos el sisuiente caso 

pel:'a analizal:' los diversos momentos JUI'idicos y el criterio aplicable 

a ceda uno de ellos: 

Una sentencia constitucional deje insubsistente un fallo 

emitido par la autoridad reepcnseble y la obliga a. que tome en cuenta 

dos pruebas que indebidamente dejó de valorar a pesar de haber sido 

le¡almsnte ofrecidas, quedando en plenitud de jUI'isdicción pel:'a 

repcner consecuentemente el procedimiento de acuerdo a sus facultades 

legales. 

Ante tal situación pueden ocUI'rir los sisuientes 

sup.iestos: 

1.- La autoridad responsable emite BU fallo i¡ual al 

anterior, sin tomar en cuenta las probanzas. 

2.- La autoridad respcnsable toma en cuenta sólo una 

prueba y emite BU nuevo fallo. 

3.- La autoridad reepcneable toma en cuenta ambas 

probanzas y emite BU sentencia. 

l!n el primer caso, ea cluo que la respcneable ha 

repetido el acto reclamado, par lo que, con fundamento en el uticulo 

108 L.A., es procedente el incidente de incumplimiento de sentencia, 

resulado par e 1 cepi tul o XII de la miBlllS. 

l!n cuento al segundo caso, se puede advertir un 

cumplimiento defectuoso, al tomarse en consideración ten sólo una de 

las dos pruebas a que estaba obligada la respcneable, par lo que, 

ante ello, lo procedente es la queja par defecto en la ejecución de 

la sentencia, con fundamento en el articulo 95 L.A. 
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Kn el tercer. caso, resulta evidente que la restitución de 

garantias ha eido eatiefecba plenamente, por lo que, en contra de los 

actos que efectúe la responeable dentro de su jurisdicción relativos 

a la emieión del fallo o en contra de éste mismo, por tratarse de 

actos autónomos e independientes con relación al mandato Judicial, lo 

procedente eerá. un nuevo Juicio de amparo, ello con base Juridica en 

loe cri terioe Jurieprudencialee mencionados, y que complementan al 

articulo 73 fracción II de la Ley de Ampare. 

Kn conclusión, eef!alaremoe que en este ejemplo, la 

obligación de tomar en cuenta las pruebas no entra dentro de la 

plenitud de Jurisdicción de la reeponeable, ello es materia para la 

devolución de sarantias a que eetá. obligada éeta, mas todoe los actea 

que efectúe desde la reposición del procedimiento, con excepción de 

los anterioree, eon eituaciones independientee del Juicio 

constitucional. 

Por lo anteriormente expueeto, podemoe establecer que los 

criterioe jurieprudenciales no son contradictorios a la ley de 

amparo, se trata de un complemento a la misma, sin embargo, para una 

mayor claridad, consideramoe que deberian eer incertadae dentro de la 

propia ley. Asimismo, eetimamoe para evitar confusiones, que todas 

las eentenciae que concedan el amparo y la protección de la Justicia 

Federal, establezcan de una manera clara y pracisa, no solamente en 

qué consistió la violación de garantias, sino también, la manera en 

que ésta deba ser enmendada, evitando, eso si, en todo caso la 

posibilidad de una sube ti tución procesal, e.si como la limitación de 

las facultades a que tiene derecho la autoridad reeponeable por ley. 

Atendiendo lo anterior, p.¡ede ocurrir lo siguiente: 
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A) Que la autoridad responsable al emitir eu acto en 

cumplimiento con la eJecutoria de runparo, se conduzca congruentemente 

con lo que ésta le ha se!!alado a fin de conseguir la restitución de 

¡¡arantiaa. 

B) Que además de dicha conducta, la autoridad responsable 

emita otra serie de actos nuevos o independientes al cumplir con el 

fallo constitucional dentro del miemo a.eunto, que forman parte de SUB 

faculta.des que como autoridad le otorga la ley. 

Lo.s violaciones que dicha autoridad responsable p.ieda 

cometer en el primer caso, pueden hacerse consistir en lo sil!uiente: 

1) Omisión o retardo de cumplimiento, o bien repetición 

del acto reclamado, caaos contra los que será procedente el incidente 

por incumplimiento de la sentencia de 4111paro. 

2) l!xceso o defecto en la eJecución de las sentenciaa de 

4111paro, contra lo que procederé. el recurso de queja. 

Las violaciones que la autoridad responsable :i;ueda 

cometer de acuerdo al inciso B, por tratarse de actos completamente 

independientes del reclamado, podrán ser impugnados, éstos si, 

mediante otro juicio de amparo. 
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CAPI'l'UUl V. IL IliCID!llm! Dl! INCUHPLilfIJ!ll'ID DI LAS &JKCU'IDRUS DK 
AllPARO. 

1.- Ill'mllro<X:lal. 

El capitulo XII de la ley de amparo, establece y regula 

el proceso incidental que tiene como objetivo el de conseguir la 

ejecución de los fallos constitucionales ante la contumacia total 

manifestada par las autoridades que tienen la obligación de 

cumplirlas, que como ya bemos mencionado en el capitulo anterior, lo 

son, no sólo las que han sido designadas como respansables dentro del 

Juicio de garantías, sino además, todas aquéllas que de acuerdo a BUS 

funciones y dentro de los limites de su competencia, deben 

intervenir, realizando los actos necesarios para conseguir que la 

ejecutoria de amparo alcance una vigencia real y eficacia práctica. 

l!l articulo 104 L.A. en su primer párrafo seflala: 

Art. 104.- En los casos a que se 
refiere el articulo 107, fracciones VII, 
VIII y IX, áe la Constitución Federal, 
luego que cause ejecutoria la sentencia 
en que se haya concedido el amparo 
solicitado, o que se reciba testimonio de 
la ejecutoria dictada en revisión, el 
juez, la autoridad que haya conocido del 
Juicio o el Tribunal Colegiado de 
Circuito, si se interp.¡eo revisión contra 
la resolución que hoya pronunciado en 
materia de amparo directo, la comunicará, 
par oficio y sin demora alguna, a las 
autoridades reeponsables para su 
cumplimiento y la harán saber a las demás 
partes. 

Tales casos a los que se refiere el mencionado articulo, 

y que son susceptibles de ser ejecutados, de acuerdo a lo dis~esto 

por el capitulo XII L.A., son todas aquellas resoluciones 

jurisdiccionales que conceden el amparo y la protección de la 
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justicia federal, dictadas, ya sea en loa amparos directos, en loa 

indirectos, o en las revisiones que 60bre el fallo constitucional, 

emitan las autoridades competentes. Este ea el primer supuesto para 

la procedencia del incidente de inejecución de las sentencias de 

amparo. 

El aesundo presupuesto, lo constituirá el beche de que 

dicha resolución judicial cause ejecutoria. Se dice que una 

sentencia causa ejecutoria cuando, de acuerdo al momento procesal en 

el que se encuentra, adquiere firmeza jurídica a partir del momento 

en que deja de existir sobre ella, por improcedencia o preclusión, 

medio juridico alsuno que pueda modificarle o revocarle. Ea la 

verdad legal o cosa juzgada del proceso contencioso, que debe tener, 

por BU carácter de inalterable y definitiva, vigencia juridica real. 

La ley de amparo es omisa en cuanto al establecimiento del momento en 

que adquieren la categoría de ejecutoria las sentencias de amparo, 

por lo que, ea aplicable a la materia, eupletoriamente lo que 

establece el Código Federal de Procedimientos Civiles al respecto, 

con base en el articulo 2o., párrafo último de la ley de amparo. 

Aei ¡iues, el Código Federal de Procedimientos Civiles, al 

respecto, establece: 

Art. 354.- La cosa juzgada es la 
verdad legal, y contra ella no se admite 
recurso ni prueba de ninsuna clase, salvo 
los casos expresamente por la ley. 

Art. 355. - Hay cosa juzgada cuando la 
sentencia ha causado ejecutoria. 

Art. 356.- Causan ejecutoria las 
siguientes sentencias: 

I. Las que no admitan ningún recurso; 
II. Las que, admitiendo algún 

rec\U'so . no fueren recurridas, o 

141 



habiéndolo sido, se haya declarado 
desierto el interpuesto, o baya desistido 
el recurrente de él, y 

III. Las consentidas expresamente por 
las partes, sus representantes lesitimoa 
o eue mandatarios con poder bastante. 

Las sentencias de amparo adquieren el carácter de 

ejecutoria, de acuerdo a la clasificación del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, en loa siguientes casos: 

I. Las que no admiten recurso alguno: 

a) Las dictadas en amparo directo por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación. 

b J Las dictadas en amparo directo por loa Tribunales 

Colesiadoa de Circuito que no admiten revisión. (Art. 83 L.A. a 

contrario seneu). 

c) Las dictadas en revisión. 

En loa tres casos causarán ejecutoria por ministerio de 

ley, desde el momento en que son dictadas. 

II. Las que admitiendo el recurso de revisión: 

a) Dictadas por los Tribunales Colesiados da Circuito en 

amparo directo que no fueren recurridas en tiempo; que habiéndolo 

sido se baya declarado nin materia el inte~esto; que habiéndolo 

sido, haya desistido el recurrente de él; que habiéndolo sido, haya 

operado la caducidad de la instancia. (Art. 74 L.A., frac. V, párrafo 

IIJ. 

b) Dictadas por los Jueces de Distrito en amparo 

indirecto que no fueren recurridas; que habiéndolo sido, se haya 

declarado sin materia el interpuesto; que habiéndolo sido, haya 

desistido el recurrente de él; que habiéndolo sido, baya operado la 

caducidad de la instancia. 
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l!n 8lllbos casos, el órgano jurisdiccional de 8lllparQ hará 

la declaración de que la sentencia ha ce.usado eJecutorie., siendo 

hecha por el propio Tribunal que le. emitió, en el caso en el que no 

se haya interpuesto el recurso dentro del término legal; Y por el 

Tribunal que conoció de la revisión en los demás supuestos. (Art. 357 

C.F.P.C). 

Rs importante hacer con respecto de este punto la 

siguiente consideración: Hemos dicho ya que, en materia de 

eJecutoriedad de las sentencias, no existe disposición eXPresa en la 

Ley de Amparo, por lo que se hace necesario recurrir al Código 

Federal de Procedimientos Civiles. l!n el caso que plante8lllos, es 

decir, en aquéllos asuntos en los que sea procedente el recurso de 

revisión, tanto en los amparos directos como en los indirectos, en el 

BUPUesto de que no se interponga tal dentro del término legal, de 

acuerdo a las disposiciones del código de aplicación supletoria, es 

necesaria la declaración judicial para que la sentencia cause 

ejecutoria. l!n estricto derecho, dicha declaración no es propiamente 

la que le da el carácter de inatacable a la sentencia, pues si asi 

fuera, seria abeurdo establecer el término para recurrirla; en estos 

casos, independientemente de que se hase. o no la decle.x·ación judicial 

respectiva, lo único que le da el mencionado carácter será el 

vencimiento del plazo legal. Sin embargo, es importante hacer la 

declaración Judicial principalmente por dos razones: La primera, 

para hacer del conocimiento de las partes que dicha resolución no fue 

recurrida, tomando en cuando de que, no siempre el cómputo de sus 

respectivos términos para p0der interpaner la revisión, coinciden, 

par lo que, para hacer la declaración respectiva, siempre se tomará 
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en cuenta el vencimiento del plazo de cuya parte se haya compUtado en 

última instancia; la segunda razón, será para el efecto de eu 

cumplimentación. 

En otras palabras, si el término para recurrir un fallo 

constitucional se ha vencido, pero la autoridad de emparo no ha 

hecho la declaración judicial respectiva, no otorga ello derecho a 

las partee de poder impugnarlo hasta en tanto aquélla lo haga. No 

obstante lo anterior, para que a la autoridad responeable se le pueda 

pedir el cumplimiento de la sentencia, no bo.ata con la notificación 

que se le haga de dichll. resolución, sino que, será necesaria la 

notificación de la declaración Judicial de que ésta ha causado 

ejecutoria. 

III. Las consentidas expresamente por las partee: 

a) Dictadas en amparo directo por loe Tribunales 

Colegiados de Circuito, en los casos en que es procedente el recurso 

de l'eVisión, cuando antes de que venza el plazo legal para poder 

interponer el recurso de revisión, las partes manifiestan 

ex¡>l'esamente su conformidad con el fallo. 

b) Dictadas en amparo indirecto por loe Jueces de 

Distrito, en las que, antes de que venza el plazo legal para poder 

interponer el recurso de revisión, las partes manifiestan 

expresamente su conformidad con el fallo. 

En ambos caso e, contra lo establecido por el Código 

Federal de Procedimientos Civiles, en el sentido de que, este tipo de 

sentencias causan ejecutoria por ministerio de ley, requieren 

necesariamente de la declaración Judicial por parte del órgano 
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Jurisdiccional de amparo que la dictó, tomando en consideración que 

existe un término Judicial para poder recurrirlas en revisión que 

todavía se encuentra vigente, y que, el consentimiento expreso que 

hacen las partes es ante dicho órgano, por lo que, evidentemente ante 

tal situación, deberá recaer un auto Judicial que declare, por 

consecuencia, que el fallo queda firme. 

lll tercer presupuesto para la procedencia del incidente 

de inejecución de las sentencias de amparo, lo constituye la 

notificación que el órgano Jurisdiccional de amparo hace de la 

ejecutoria a la autoridad responsable. Y el cuarto, desde luego, lo 

será el incumplimiento por la responsable, ya sea por abstención 

total dentro de las veinticuatro horas siguientes a la notificación, 

retardo por evasivas o procedimientos ilegales, o bien, por la 

repetición del acto reclamado. 

2.- JA 111.rli'ICACl!ll Jlll LA l!JllCUTORlA Y l!L TllRllillO PARA aJHPLIRLA. 

Ahora bien, una vez que haya causado ejecutoria la 

eentencia del juicio de garantias, o bien, se reciba el testimonio de 

la ejecutoria que ha resuelto en revisión, en ambos casos concedido 

el amparo, el órgano jurisdiccional de amparo que conoció del proceso 

constitucional, ya sea, el Juez de distrito, la autoridad que conoció 

del juicio en los casos de Jurisdicción concurrente a que se refiere 

el articulo 37 L.A., o el Tribunal Colegiado de Circuito, deberán 

comunicarlo de inmediato por medio de oficio a las autoridades 

rssponasables a fin de que se avoquen a su cumplimiento. Igualmente, 

en tal documento de notificación, se les prevendrá para que informen 

sobre el cumplimiento del mismo. Además, en los casos urgentes y de 
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notorios perjuicios para el quejoso, la orden de cumplimiento podrá 

girarse telegráficamente, a efecto de no perder tiempo, sin perjuicio 

de que inmediatamente se gire el oficio respectivo. 

Tanto el articulo 105. como en el 106 L.A., que resulan 

el incidente de inejecución de sentencia en los juicios de amparo 

indirecto y directo respectivamente, establecen un término de 

veinticuatro horas, periodo dentro del cual, lee autoridades 

responsables, asi como la.a que, en su caso, deban intervenir de 

acuerdo a sus funciones, tendrán que dar cumplimiento a la 

ejecutoria, o en todo caeo, si la naturaleza del acto no lo 

permitiere con tanta premura, se deben encontrar en vise del 

acatamiento: 

KJRCIJCION DE SENTENCIAS DE AMPARO. - Si 
dentro de las veinticuatro horae 
si¡¡uientes a la en que la autoridad 
responsable recibió la ejecutoria de 
amparo, ésta no queda cumplida, o en vias 
de ejecución, la Corte, puede, a petición 
de cualquiera de las partes, requerir a 
dicha autoridad, para que, en término 
perentorio, la cumplimente, y aun 
proceder a la consignación de la repetida 
autoridad, porque siendo la observancia 
de las ejecutorias de la Corte, de 
interés público, la respetabilidad de 
estos fallos no admite que ee retarde eu 
cumplimiento con evaeivas o 
procedimientos ilegales de la autoridad 
responsable o de cualquiera otra que 
intervenga en la ejecución.117 

El plazo de veinticuatro horas a que se refieren los 

numerales de la ley de la materia sel\alados, debe entenderse que ee 

computará a partir del siguiente día al en que se reciba la 

notificación de la ejecutoria, p.les los términos en amparo, como lo 

establece la propia ley de la materia, deben computarse a partir del 
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siguiente día al en que surtan sus efectos la notificación respectiva 

(art. 24 L.A. frac.!) y siendo que, como lo sellala el articulo 34 

L.A., las notificaciones que se hagan a las autoridades responsables 

surtirán BUS efectos desde la hora en que hayan quedado legalmente 

hechas, y que, en materia de amparo, loa términos deben contarse por 

días naturales (salvo en el caso del incidente de suspensión, en el 

que se contarán de momento a momento), excluyendo los inhábiles, es 

de concluirse que la autoridad responsable deberá dar cumplimiento a 

la ejecutoria de amparo, o bien estar en vías de hacerlo, según la 

propia naturaleza del acto, dentro de las veinticuatro horas del día 

siguiente hábil, al en que quedó legalmente notificado de ella. 

3. - IlKll!l'LtlfiJI POR ABSTllRClai TOTAL o l'OR RllTAROO. 

Como hemos vio to, el incumplimiento por abstención total 

de la autoridad responsable, implica que, una vez que se ha vencido 

el plazo antes mencionado, no se ha realizado acto alguno por parte 

de la responsable en acatamiento de la ejecutoria. El incumplimiento 

por retardo, supone que la responsable ha manifestado con BU 

conducta, encontrarse, en apariencia, en vías del acatamiento del 

fallo (pues de otro modo, ea estaría en el supuesto anterior), pero 

elude BU responsabilidad con eu proceder ilegal, dejando que pase el 

tiempo, sin darle su debido cumplimiento. 

Sea cual fuere el caso, tanto en amparo directo, como en 

el indirecto, el órgano Jurisdiccional competente comenzará a actuar 

a fin de que ee consiga el debido acatamiento de la ejecutoria, ello 

ya sea, a petición de parte interesada, o en forma oficiosa. Será 

para el efecto competente, el tribunal que conoció del juicio: 
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INCIDENTES EN RL AMPARO, CXllPRTRNCIA PARA 
CXlliJCl!R DR LOS. - Ka competente para 
conocer de los incidentes la autoridad 
que conoce del ne¡¡ocio principal, y si ea 
COlllP'ltente un Juez de Distrito para 
conocer del amparo, el mismo funcionario 
lo es para conocer de los incidentes que 
del propio Juicio deriven. ne 

l!n prilner lugar, el órgano de amparo instará a lee 

autoridades reeponsables para que aumplan con lo prevenido por el 

fallo constitucional, sin demora, al través do un requerimiento. 

Para el efecto, inicialmente notificará dicha orden Judicial al 

euperior JerArquico inmediato de la autoridad responsable, si lo 

tuviere, para que sea aquélla la que lo obligue a acatarla, de 

o.cuerdo a eu estructura jerárquica y atribuciones legales; en eu 

defecto, requerir§. directamente a la responsable. l!n caeo de que el 

superior Jerárquico no atendiera la orden judicial del tribunal de 

_..,,, áste último deberá requerir al superior jerárquico de aquél, 

si existe. 

Colllo lo sellalamos en el capitulo anterior, existen 

autoridades que, o.1mque no intervinieron en el Juicio de aarantiae, 

si deben hacerlo en la ejecución de la sentencia de amparo, por razón 

de sus funcion..s, atento a lo dis.PUesto por la tesis Jurisprudencial 

nÜlllero 137 baJo el rubro: "KJKCUCION DK Ll\S SKNTRNCIAS DK AMPARO. A 

llLLA KSTAN OBLIGADAS TODAS I.llS AUTORIDADllS, AUN CUANOO NO HAYAN 

INTJ!RVJ!NIOO !N XL AMPARO" .11a La intervención que el superior 

jer§.rquico debe manifestar, será pUes, la de ordenar a la responsable 

subordinada a aquél, a que obedezca el fallo constitucional, por lo 

que, ante la falta de su cumplimiento, deapUés de haber requerido el 

órgano jurisdiccional de amparo, al superior o a los superiores 
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jerárquicos de la responsable, éetos incurrirán en reeponsabilidad, 

en los mismoe térmL"loe que la responsable, de acuerdo a lo que 

establece el articulo 107 L.A. en eu eesundo párrafo, que ya citemoe 

dentro del punto 5 del capitulo anterior. 

Si a pesar de los requerimientos no ee obtiene el 

acatamiento de la ejecutoria, el 6r¡¡ano juriediccional que haya 

conocido del juicio remitirá el e:z;pediente original a la Suprema 

Corte de Jueticia para el efecto de determinar si procede o no la 

separación del cargo y consignación ante el Juez de Distrito 

correspondiente de la autoridad reeponsable, como lo eetablece la 

fracción XVI del numeral 107 constitucional. Será el Pleno de la 

Suprema Corte da Justicia, el órgano que reeolverá ello, de acuerdo 

como lo eetablece el articulo 11 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la ~ederaci6n en eu fracción VIII: "Correeponde a la 

Suprema Corte de Justicia conocer en Pleno: •.. VIII. - De la 

aplicación de la fracción XVI del articulo 107 de la Constitución 

General de la Replblica" . 

Una tesis aislada de la Suprema Corte de Justicia en 

Pleno, establece que el incidente de inejecuci6n de sentencia ae 

plantea en dos faaee ente dos autoridades, correspondiendo la 

primera, a la autoridad que conoció del juicio, y la segunda, a la 

Suprema Corte: 

INCIDKNTR DE INEJECIJCION DE Sl!Nrl!NCIA. 
SUS FASES.- • . . Se¡ún el articulo antes 
referido C 107 frac. XVI const. ) , dos eon 
lee fases prcceBSles a se¡¡uir, y dos lae 
autoridades judiciales federales a 
intervenir. La primera corresponde a la 
autoridad federal judicial que conoció 
del juicio y comprende la adopción de 
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medidas tendientes al lolll'O de la 
ejecución de la sentencia, el que 
concluye, bien con la atención a loe 
requerimientos de ejecución del fallo 
protector, o bien con el envio a la H. 
Suprema Corte de los autos y remisión del 
informe en los términos previstos por el 
articulo 108 de la Ley de Amparo, sobre 
la contumacia apreciada. Ks propiomente 
este sesundo procedimiento que sucede a 
la consisnación de la contU111Acia lo que 
constituye el incidente de ine.jecución de 
sentencia, en el que la H. Suprema Corte 
de Justicia, fUncionando en Pleno, 
decidirá si procede o no la adopción de 
las severas medidas previstas por la 
fracción XVI del articulo 107 
coruititucional •.• 120 

Desde lueao, es de considerarse erróneo el aspecto citado 

en la transcrita tesis, específicamente en el sentido de que la 

primera fase concluye con el envio del ~iente ori¡¡inal a la 

Suprema Corte (autoridad que 1lnicomente tiene a su oar¡o, resolver si 

procede aplicar lo estipulado por la fracción XVI del articulo 107 

constitucional), por parte del ór¡¡ano de amparo que conoció del 

.juicio, :puesto que, independientemente de esa remisión, esta 

autoridad, debe tOllal' todas las medidas pertinentes para lo¡¡rar la 

debida ejecución del fallo •. para lo cual, deberá de.jár copia 

certificada de la sentencia y lao constancias que considere 

iaportantes, y ¡iross¡uir, primero, dictando las órdenes necesarias 

para dicho fin. La actuación de la autoridad de amparo tendiente a 

conseguir la ejecución forzosa del fallo constitucional, dependerá 

obviamente, toda vez que se ha percatado por loe diversos 11ed1oe de 

derecho que la propia ley le confiere, de que, en efecto, se mantiene 

viva la materia del propio incidente, siendo, para ello, aplicable 

eupletoriS11ente el articulo 80 del C6d1¡¡o Federal de Procedhtlentos 

Civiles, al sellalar que: "Los tribunales podrán decretar, en todo 
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tiempo, eea cual fuere la naturaleza del negocio, ~a práctica, 

repetición o ampliación de cualquiera diligencia probatoria siempre 

que se estime necesaria y eea conducente para el conocimiento de la 

verdad sobre loe l"Ultoe controvertidos. lln la práctica de esas 

dili¡¡encias, obrarán como lo estimen procedente, para obtener el 

mejor resultado de ellas, sin lesionar loe derechos de las partes, y 

procurando en todo BU iaualdad". 

Sin embar¡¡o, la autoridad responsable, durante la 

tramitación del incidente, puede expresarle al 6r¡¡ano Jurisdiccional 

de amparo que ya le ha dado cumplimiento a la ejecutoria 

constitucional, y, aunado eu dicho con las probanzas nscesarias, la 

autoridad de amparo resolverá lo conducente; pero, a excepción de que 

considere que la responsable todavia se encuentra en los 8\IPUeetoe de 

los articulos 105, 107 y 106 L.A. (para lo que proseguirá con la 

tramitación del incidente), podrá tomar las siguientes 

determinaciones: 

A) Si a BU Juicio, lue¡¡o de haber requerido a la 

responsable, el ór¡¡ano juriediccional de amparo estima que aquélla ha 

acatado el fallo constitucionD.l., y, todA vez que carece da sentido 

continuar con la tl"amitación del incidente por dejar de existir la 

ceusa que lo 11etiv6, declaral"á que ee tiene por cumplida la eentencia 

de emparo, pues ha quedando sin aateria aquél. Aai lo especifica el 

Pleno de la SQPrema Corte: 

INCIDllNTI! DB IllKJl!aJCION DB Sl!NTl!NCIA SIN 
llATKRIA.- ~o el juez federal acepta 
y reconoce el informe de la autoridad 
reeponaable, de que quedó cumplaentada 
la ejecución del upare durante la 
tramitación del incidente de inojecución 
promovido por la parte quejosa. queda sin 
matel"ia el incidente.121 
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Dicha resolución la notificará de inmediato a quienes 

participaron dentro del juicio como partee. La parte interesada que 

no esté conforme con tal decisión, tendrá un término perentorio de 

cinco diae para solicitar que se envíe el eXPediente a la Suprema 

Corte de Justicia, la cual incidentalmente, en Pleno, conocerá y 

re.sol verá sobre el particular. 

Ks importante destacar que, como lo hemos c~tado con 

antelación, y como lo especifica un precedente del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia, la procedencia de loe incidentes de 

inejecuci6n de aentencia y de inconformidad, que regula el capitulo 

XII L.A., ee fundan en el presupuesto de que existe un incumpimiento 

total del fallo colll!titucional: 

INCONFORMIDAD. KL INCIDENTE DK 
IllEJKCUCION DK SKNTENCIA PREVIS'lU POR lit 
AKrICUI.O 105 DK LA LllY DI! AMPARO. 
RKQUIKRl!N, (X)ti) PRl!SUPUKSTO QUE SK IMP\ITI! 
A LA AIFI'ORIDAD RESPONSABLE UNA ABSTKNCION 
'ro'l'AL A ACATAR LA EJECUTORIA DK AMPARO. -
Kn loe incidentes de inejecuci6n de 
sentencia y en las inconfo""11dadoo que se 
tramitao contra resoluciones de Jueces de 
Distrito que nieguen la presencia de 
inejecuci6n de sentencia, el estudio y 
resolución partirá de la base de que se 
impute la ausencia total de actos 
enceminados a la ejecución, cuando 1011 
actos reclamados sean de carácter 
positivo, o bien se imp.lta la total 
pereiatencia de la autoridad responsable 
en su conducta violatoria de ¡¡arantias, 
cuando loe actos reclemadoe sean de 
car6cter negativo. Bn esos incidentes 
las resoluciones deberán contraerse, 
única y exclusivamente, a estudiar y 
detel"lllinar si las autoridades 
responsables son o no contumaces para 
acatar la sentencia de amparo; l'Jes para 
las cuestiones relativas a ejecucionee 
parciales o defectuosas o bien excesivas, 
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la ley de amparo impone su planteamiento, 
tramitación, resolución y competencia, a 
normas que confi¡uran el ""curso de queja 
y que en mucho difieren de las seilaladas 
por la propia ley para los incidentes de 
ineJecución.122 12a 

Por lo anteriormente e~esto, ea de concluirse que, si 

ha habido un principio de ejecución (excesiva o defectuosa), por 

parte de la ""sponaable una vez iniciado el incidente y, la autoridad 

de amparo estima que con ello se ha dado una aplicación exacta al 

fallo constitucional y ""suel've que se tiene por cumplimentado el 

mismo, la parte inte.,.sada que no esté de acuerdo con tal decisión y 

que no baya hecho promoción alsuna en su contra dentro de los cinco 

dias si¡¡uientes a la notificación, no p.iede ser considerada como 

conforme con el cumplimiento, p.iea no se está en el calfo que ""¡¡ula 

el tercer párrafo del articulo 105 L.A., sino en los casos del 

articulo 95 L.A. fracciones IV y IX, por lo que, podrá interponer el 

recurso de queja dentro del término de un allo, que ya hemos 

comentado. Sin embargo, como quien conocerá de la queja ea 

Juetamente la ~isma autoridad Jurisdiccional que resolvió tener por 

cumplido el fallo constitucional, eo de suponerse que confirmará su 

dicho al ""solver el recurso, por lo que, contra tal decisión, la 

parte interesada podrá interponer otro recurso de queja, por 

encontrarse en el caso re¡uladc por la fracción V del articuio 95 

L.A. (vista en el capitulo anterior), recurso que resolverá el 

superior Jerárquico de la autoridad de amparo que decidió el 

anterior. 

B) Puede advertir el órgano Jurisdiccional de amparo, 

lue¡¡o de enterarse, por las notificaciones de la autoridad 

responsable o de cualquier otro medio que la ley le otorga, que 
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existe un principio de ejecución (ya sea excesivo o defectuoso), esto 

es, que ya no se está en loe casos que éon reaulados por el capitulo 

XII L.A. por existir un cumplimiento, aunque sea en forma parcial, 

por lo que, deberá emitir una resolución judicial, en la que ex;polljja 

que el incidente de inejecución de sentencia se welve improcedente, 

motivo por el cual, lo declarará concluido; ello con independencia de 

que, siendo procedente el recurso de queja por exceso o defecto en la 

ejecución, la parte interesada pueda interponerlo en los tél'llinos ya 

expuestos. 

De i11Ual mmiera, es posible que durante la tramitación 

del incidente, el promovente manifieste eJl¡>resamente eu conformidad 

con el acatamiento del fallo con.stitucional, razón por la cual, el 

ór¡¡ano de amparo tendrá por cumplido el mismo, toda vez que ha 

quedado sin materia el incidente. 

Si el órllBllO jurisdiccional de emparo no recibe el 

informe de cumplimiento por parte de la responsable, o bien 

recibiéndolo, considera que existe incumplimiento total de la 

ejecutoria constitucional, entonces procederá a actuar conforme al 

articulo 111 L.A., como ya lo indicamos, independientemente de haber 

..-! tido el Bl!Pedlente ori¡¡inal a la Corte. 

Antes ds analizar los actos que, puede y debe lllllnifestar 

el tribunal de ampnro plll'a la consecución del cumplimiento o 

ejecución del fallo constitucional, conforme al ~ral e>IPI'Beado en 

el párrafo precedente, observaremos las resoluciones que puede emitir 

el Pleno de la Suprem& Corte, en caso de que aquélla le haya mandado 

el expediente de acuerdo al articulo 105 L.A.: desde lue¡o, la 

determinación coMtitucional de separar o no del car¡o a la autoridad 
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responsable y eu denuncia respectiva, a fin de que ee ejerza la 

acción penal en su contra. Pero, e xi aten di versos moti vos por loe que 

puede declarar sin materia el incidente de inejecución de sentencia. 

l!ntre ellos se encuentran loe siguientes: 

a) Cuando del análisie de las constancias del expediente 

y de loe informes de la responsable, el Pleno estima que ei fue 

cumplimentado el fallo. Sirve de apoyo el siguiente precedente: 

INl!Jl!CUCION DI! Sl!NTl!NCIA. QUl!DA SIN 
llATKRIA, SI Sil Dl!HUl!STRA QUE 1IUI! 
CUllPLilfl!NTADA.- Si al resolverse un 
incidente de inejecución de sentencia, 
del examen relacionado de la mi ama y de 
las constancias remi tidae por la 
responsable, con las que pretende 
demostrar haberle dado cumplimiento, se 
advierte, de modo indubitable, que aei 
euoedió, debe declararse sin materia el 
incidente relativo.124 

b) Cuando ha dejado de existir el acto respecto del cual 

se promovió, en los caeos de repetición del acto reclamado. l!l 

si(IUiente precedente clarifica el caso: 

INl!Jl!CUCION DE SENTENCIA, DliBI! Dl!CLARARSI! 
SIN MATERIA EL INCIDENTE DI!. SI AL 
Rl!SOLVER EL PLl!NO APARl!CI! QUI! HA Dl!JAOO 
SIN l!Fl!Cl'O LA Sl!NTl!NCIA Rl!SPl!CTO DI! LA 
QUI! SI! AL!!GA REPl!TICION DEL ACTO 
Rl!CIAllAOO.- Si al resolver el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación un 
incidente de innejecución de sentencia se 
encuentra que el mismo 11e formuló en 
relación a una eentencia dictada en 
apelación en juicio ordinario, pero la 
miema no sólo fue dejada sin efecto sino 
que se eubati tuyó por otra sentencia en 
relación a la cual ee hizo valer un nuevo 
amparo que ya fue resuelto en definitiva, 
el incidente debe declararse sin materia, 
al haber dejado de existir Juridicamente 
el acto respecto del cual ee promovió.12!> 
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c) CUando existe un cambio de situación juridica por 

aparecer durante la tramitación del incidente un principio de 

cumplimiento (excesivo o defectuoso). 

sisuiente precedente: 

Bxiste al respecto el 

l!Jl!CIJTORIAS DB LA CORTE, CUMPLil1IKNTO 
PARCIAL DE LAS (INCIDENTE DB INllJl!CUCION 
Y QUEJA).- Si ol incidente de inejecución 
de sentencia lo motivó la abstención de 
la autoridad responsable para acatar loe 
requerimientos de ejecución de la 
sentencia por lo que hace al pago de 
cantidad a favor de la agraviada, pero 
posteriormente el representante de ésta 
manifestó haber recibido en pago parte de 
dicha cantidad, este hecho entra!la un 
cambio de situación juridica inicialmente 
planteada, puesto que ya no se está ante 
un caso de abstención total, sino frente 
a una defectuosa ejecución de sentencia, 
ya que ha tenido lugar un principio de 
ejecución mediante el pago parcial del 
adeudo, situación ésta que sólo puede ser 
analizada y resuelta al través del 
recurso de queja consagrado por el 
articulo 95 de la ley que reglamentó el 
amparo, medio éste de defell88. que es el 
adecuado para annlizar y decidir si la 
autoridad, al efectuar el pago parcial, 
ha incurrido o no en una ejecución 
defeotuoea.12e 

d) cuando el promovente del incidente eicpreea ante la 

Suprema Corte de Justicia que la sentencia ha sido cumplida por la 

responsable, y manifiesta su conformidad con ella. En ese sentido, 

el Pleno ha establecido lo eisuiente: 

INEJECUCION DE Sl!NTENCIA, INCIDENTE DE, 
SIN MATERIA, CUANDO QUIEN LO PRC!1UEVR 
MANIFIESTA QUE YA SE DIO EL 
CUMPLIMIENTO. - Si se interpone un 
incidente de inejecución de sentencia, 
pero, posteriormente, el promovente se 
dirige a la Suprema Corte para 
manifestarle que la sentencia de amparo 
ya fue cumplida y que está conform6 con 
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la misma, debe declararse sin materia el 
incidente, en virtud de que la cuestión 
prepuesta no puede ya resolverse, ante lo 
manifestado por quien hizo valer el 
incidente .127 

Aei pues, mientras es resuelto el incidente de 

inejecución de sentencia por la Suprema Corte, en lo que respecte a 

su competencia, la autoridad que haya conocido del juicio de emparo, 

debe procurar el debido cumplimiento de la ejecutoria constitucional. 

J!n principio, dictando las órdenes necesarias para tal efecto. J!n 

caso de no ser cumplidas éstas, la ley plantea una doble hipótesis, 

de acuerdo a la naturaleza que deba tener la eficacia práctica o 

vigencia real del fallo de amparo, y consistirán en que, si la 

restitución de garantías en favor del quejoso puede hacerse efectiva 

por la ejecución a cargo del órgano jurisdiccional de ampare, o bien, 

sea imprescindible que sea la propia autoridad responsable la que 

deba dar cumplimiento a la sentencia. 

J!n el primero de loe caeos, el Juez de Dietrito, la 

autoridad que conoció del juicio de acuerdo con el numeral 37 L.A., o 

bien, el Tribunal Colegiado de Circuito, comisionarán a un secretario 

o actuario de su dependencia ]?!II'a ejecutar la sentencia¡ también es 

posible que sea el propio titular de cualquiera de dicbos órganos, 

según el caso, quien puede hacer la ejecución, por si mismo, siendo 

en loa casos de amparo directo seguidos ante el Tribunal Colegiado de 

Circuito, el Hagietl!'ado que se designe, y en loe caeos de amparo 

resueltos por la Suprema Corte, la Sala que emitió el fallo, 

comisionará al Juez de Distl!'ito que corresponda, para ejecutarlo. 

Dentro de este caso, la ley incluye aquellos asuntos en 1011 que, en 

cumplimiento del fallo coneti tucionel, la autoridad reeponeable debe 

restituil!'le al quejoso su libel!'tad personal, pero ante su de11acato, 
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si dentro de los tres dias si!!Uientes al en que fue notificado del 

fallo, no cumple, el órgano jurisdiccional de smparo, girará la 

orden, a los encargados de la prisión en la que se encontrare, de que 

lo pongan en libertad. 

Kl problema surge en el segundo de los caso11, pues sólo 

la autoridad respo11Bable puede darle debido cumplimiento al fallo. 

l!n este caso, lo único que le queda al quejoso ea esperar a que el 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia, si persiste el desacato, 

separe del cargo a aquélla, para que la autoridad aubati tute sea la 

que acate la ejecutoria. 

Ka importante aeflalar que, por obvias razones, la 

autoridad que substituya a la reaponsable, ya aea por separación de 

éata, reauelta por la SUPrema Corte de Justicia, o por cualquiera 

otra razón durante la tramitación del incidente, deberá aer requerida 

para que acate la ejecutoria, i!!USlmente se le prevendrá para que 

rinda un infonne sobre el cumplimiento que le den, y tendrá del mismo 

modo, un término de veinticuatro horas para ello. Lo anterior 

constituye un criterio, no jurisprudencia!, sostenido por el Pleno de 

la Suprema Corte de Justicia, en loa siguientes términos: 

INCIDl!NTK DK INKJECIJCION DK SKNTKNCIA. 
l!L CAMBIO DR TITUIJIR, OBLIGA A NllRVO 
RRQUKRIMIKll'l'O.- Si la ejecutoria de 
ampero ea notifica a la autoridad 
responsable y ésta nada hace para darle 
inmediato y debido cumplimiento, procede 
el incidente de inejecución de sentencia; 
pero si la autoridad es aubsti tuida 
durante la tramitación de éste, procede 
requerir al nuevo titular para que acate 
desde luego la ejecución dentro del 
término de veinticuatro horas.12s 
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4. - RIPITICIIB DIL AC'l'O RIClMIAOO. 

Este tipo de incumplimiento, que ya hemos comentado en el 

capitulo anterior, puede ser denuncilido por cualquier parte 

intereeada. Dicha denuncia deberá hacerse ante el órgano 

juri11diccional de amparo que conoció del juicio, el cual, e. su vez, 

dará v111ta e. lae autoridades responsables y a las demás partes, por 

un término de cinco dias pare. que expongan lo que a su derecho 

convenga. Después de ello, la autoridad de amparo dictará la 

resolución correspondiente dentro de un término de quince diae. La 

resolución puede tener sólo dos sentidos: la determinación por parte 

de le. autoridad de que si existe repetición del acto reclamado, o 

bien, lo contrario. En el primero de los casos, el órgano de _., 

remitiré el eJ<;Pediente a la Suprema Corte de Justicia para los 

efectos de la fracción XVI del articulo 107 constitucional; en el 

se¡¡undo de los casos, le. ley concede un término de cinco diae a la 

parte que no esté conforme con tal resolución, para que, a petición 

suYa, sea enviado el eJ<;Pediente a la SuPrema Corte de Justicia para 

el efecto de que <'!ata determine la existencia o inexistencia de la 

repetición del acto reclamado, y en su caso, la aplice.ció;o de la 

fracción antes mencionada. En caso de que no se promueva dicha 

petición dentro del término mencionado, se tendrá como consentida la 

resolución. 

Ahora bien, de igual manera, ca!llo en los caeos de 

incumplimiento por abstención total y por retardo, también cuenda hay 

repetición del acto reclamado, el órgano jurisdiccional de emparo 

deberá actuar en el sentido de hacer cumplir, o bien de ejecutar la 

sentencia de empe.ro, en los términos del articulo 111 L.A. que ya 

hemos SllPU"llto. 
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5.- AJIOIIW Jm. UPIDIIHTI. 

Vieto lo anteJ:'iOJ:', finalizaremos con el tema eXPreeando 

que ningún ÓJ:'llano JuJ:'iediccional de amparo podl:'á archivar los 

expedientes de los juicios constitucionales en los que, una vez que 

ee ha concedido el ""P"I'º y la protección de la jueticia fedel:'al al 

quejoso en la sentencia, no hayan quedado cumplidas en 811 totalidad, 

eiempre y cuando, JUJ:'idicamente, se mantenga viva la matel:'ia PBI:'ª la 

ejecución o el cumplimiento de la misma. Asi lo eetablece el 

uticulo 113 L.A., y lo confil:'mll la teeis J:'elacionada si¡¡uiente: 

INCIDENTE DH INl!Jl!CUCION DH SHNTKllCIA DH 
AMPARO.- Re811elto en una eJecutoJ:'ia 
anterior que lae autol:'idades responsables 
y 8118 811pel:'iores Jel:'árquicos no han 
pretendido eludiJ:' el cumplimiento de una 
eJecutol:'ia, se debe concretu el estudio 
del incidente de ineJecución pI'OlllOvido 
desp.iés, a dete..minar si con 
postel:'io?'idad a esa resolución las 
autol:'idadee J:'eeponsablee han inCUX"J:'ido o 
no en desobediencia. 
-Mientl:'ae 811bsista la situación de 
encontl:'lll:' en via de ejecución la 
sentencia de amparo, no procede acol:'dal:' 
el uchivo del incidente de ineJecución, 
puesto que precisamente el articulo 113 
de la ley que reglamenta el amparo 
expresamente lo previene: "No podl:'á 
archivuse nin¡¡ún juicio de amparo sin 
que quede entel:'amente cumplida la 
eentencia en que se haya concedido al 
BllJ:'aviado la protección constitucional o 
apal:'eCieJ:'B que ya no hay matel:'ia pal:'a la 
ejecución", Poi:' lo que mientl:'as esté 
pendiente de ejecución acto al¡¡unc en 
cumplimiento de la ejecutoria, no podl:'á 
acol:'darse el archivo del incidente, el . 
que debel:'á reee..vuse PBI:'ª que en 811 
oport1111idad, al cambiu la situación 
actual, ee provea lo conducente .129 

Hn concluei6n, el expediente de 1111 Juicio de amparo podl:'á 

archivuse en los si1111ientes casos: 
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a) Cuando ha quedado cumplimentada totalmente la 

ejecutoria que concede el amparo. 

b) Cuando, a pesar de que no haya sido cumplida en parte 

o en su totalidad, se baya agotado la materia de su posible 

ejecución. 
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CONCLUSIONES 

1.- Las enseñanzas de la historia de la humanidad han 

demostrado que no basta que se establezca dentro de una Constitución 

una serie de garantias que todo individuo tiene derecho a disfrutar, 

pues ello no asegura su observancia. Es necesaria la existencia de un 

medio legal en favor de las personas par virtud del cual éstas puedan 

hacer prevalecer coacti vamente sus derechos que el Estado les ha 

otorgado, en contra de cualquier acto viola torio de los mismos 

efectuado par alguna autoridad; es Justamente ese medio legal de 

defensa el que garantiza la eficacia Jurídica de los derechos 

fundamentales del hombre consagrados constitucionalmente. El objeto 

del Juicio de amparo (medio instrumentado en México para el efecto), 

surge puee, con el propósito de satisfacer una doble necesidad, la 

del individuo de pader preservar sus derechos pÚblicos contra 

cualquier arbitrariedad de cualquier autoridad que pueda lesionarlos, 

así como la del Estado, de conseguir la exacta aplicación de la ley 

fundamental. 

2. - Podemos establecer dos definiciones del Juicio de 

amparo, una desde el punto de vista procesal , y la otra como medio 

controlador de los derechos públicos subJetivos. En ese sentido, 

decimos, con respecto al primer enfoque, que el juicio de amparo es 

un procedimiento Judicial que tiene par objeto que un órgano 

Jurissdiccional de investidura federal, par regla general, o local en 

loa caaoa de jurisdicción concurrente, resuelva toda controversia. 

promovida ¡:or vía de acción, que se eusci te entre una persona física 

o moral denominada quejosa, y un órgano estatal, ya sea Jurídico o de 

hecho, que goza de fuerza pública, denominada autoridad respansable, 
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en la que, en concepto del propio quejoso, una vez que ha agotado 

todos los medios legales de impugnación ordinarios, conaidera que ha 

sido privado o limitado de la eficacia juridica de uno o de varios 

derechos emanados de las garantias individuales, por actos 

consentidos por la responsable, causándole un agravio personal y 

directo; si el tribunal competente concede el amparo por considerar 

existente el agravio invocado y la wlneración de garantias, los 

efectos juridicos de dicha resolución serán en el sentido de 

restituirsele al quejoso en particular, en el pleno goce de la 

garantia o garantias materia del propio Juicio. En cuanto al segundo 

enfoque, podemos afirmar que el juicio de amparo es un medio de 

control constitucional por virtud del cual, el órgano jurisdiccional 

competente resuelve, a la luz de las garantiae individuales, sobre la 

validez de un acto de autoridad a iniciativa de una persona que se 

considera perjudicada por aquélla. 

3.- Coi!lo ya hemos mencionado, todo proceso jurisdiccional· 

tiene como finalidad la de encontrar una solución al conflicto de 

intereses planteado. El conjunto de actos procesales surgidos desde 

la demanda hasta la etapa de alegatos, se efectúa con el propósito de 

que el legislador emita su decisión sobre la controversia que se le 

ha sometido, la cual efectúa al través de la sentencia. Es pUes la 

sentencia el acto Jurisdiccional que pone fin a la contienda 

judicial, decidiendo sobre las pretensiones que han sido objeto de la 

litis. El juicio de amparo, como todo proceso jurisdiccional, 

encuentra en la sentencia constitucional al acto culminante de todo 

el procedimiento, la cual podemos definir como la resolución procesal 

que emite el órgano Jurisdiccional de amparo una vez concluida la 
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audiencia constitucional, que da por terminado el proceso Judicial de 

garantías, decretando, el sobreseimiento en el Juicio, la concesión o 

la negación del amparo y la protección de la justicia federal. La 

sentencia constitucional que concede el amparo, contiene como 

consecuente juridico el de nulificar el acto de la autoridad 

viola torio de garantias, restableciendo en favor del agraviado, en 

forma plena, la eficacia jurídica del derecho público subjetivo 

conculcado por aquélla. La sentencia constitucional que niega el 

amparo, tendrá como efecto juridico, una vez que ha determinado la 

constitucionalidad del acto reclamado y absuelto a la responsable de 

todo cargo contra el quejoso, el de dejar las cosas como se 

encontraban antes del proceso Judicial de amparo, dejando subsistente 

el acto de autoridad materia de la demanda. La sentencia 

constitucional que decreta el sobreseimiento en el Juicio, al no 

resolver sobre el fondo del negocio, tendrá el efecto de dejar las 

cosas como se encontraban antes del Juicio de amparo, por lo que 

queda la autoridad con plenas facultades de acuerdo con sus propias 

funciones que se atribuyen. 

4.- La única de las tres decisiones que i;uede adoptar el 

tribunal de amparo al emitir la sentencia constitucional, susceptible 

de ejecutarse, es la que concede el amparo, por au propio carácter de 

estimatoria y de condenatoria que reviste. La palabra ejecución 

encierra diversos significados, pero para efectos prácticos podemos 

se!lalar dos de ellos, la ejecución en un eentido amplio, que 

significa acción y efecto de llevar al cabo lo determinado en un 

falfo dictado por autoridad competente, y la ejecución propiamente 

dicha, que significa llevar al efecto en forma coactiva una 
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resolución judicial por parte de la autoridad jurisdiccional que la 

emitió. A au vez, el cumplimiento de las ejecutorias de amparo, es el 

acto por virtud del cual, la autoridad responsable que ha sido 

condenada por un órgano jurisdiccional de amparo en un juicio 

constitucional, emitido en una sentencia, acata dicha resolución 

judicial en forma voluntaria y hace efectivos los puntos reaolutivos 

a que aquélla ha quedado obligada, una vez que ha causado ejecutoria 

y que le ha sido notificada, dentro de los términos que establece la 

ley. 

5.- Las formas de incumplimiento que plantea la Ley de 

Amparo son la abatención total, el retardo por evasivas o por 

procedimientos ilegales, la repetición del acto reclamado y el exceso 

o el defecto en el cumplimiento de la ejecutoria, situaciones contra 

las que la propia ley establece son impugnables, las primeras tres, 

al través del incidente de inejecución de sentencia, y las restantes, 

al través de la queja. Desde nuestro punto de vista, al tratarse, 

todas ellas, de situaciones accesorias al proceso principal,- deberian 

ser aubstanciadae mediante un proceso incidental, por lo que 

'consideramos inadecuado que loa caeos de exceso o defecto en la 

ejecución de la sentencia, sean imp.ignables por via de queja. Nuestra 

propuesta al caso seria en el sentido de integrar todoa los tipos de 

incumplimiento de las sentencias constitucionales aludidos, dentro 

del C11Pitulo XII "De la ejecución de las sentencias" de la Ley de 

Amparo, y ser eubstanciadoa, desde lueso, como incidentes. 

6.- La Ley de Amparo en la parte final de au ~ral 105 

establece la posibilidad de que pueda darse por cuaplida una 

ejecutoria constitucional mediante el pago de los dal'los Y perjuicios 
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que haya sufrido la parte agraviada. Evidentemente, el legislador al 

introducir esta modalidad, sacrifica el estricto espiri tu del amparo 

de la restitución de garantías, inclinándose en favor de un arreglo 

pecuniario que resulte beneficioso y práctico para las partee, en 

especial para la quejosa. Es claro que, como lo hemos indicado, este 

incidente representa una excepción al principio que entraña el 

articulo 80 de la Loy de Amparo, consistente en que, la sentencia que 

conceda el amparo tendrá el efecto de que se le restituya al 

agraviado en el pleno aoce de la garantía individual violada, 

restableciendo lae cosae al est,.do que guardaban antes de la 

violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, y 

cuando sea de carácter neaativo, el efecto del amparo será el de 

obli¡¡ar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de 

respetar la ¡arantía de que se trate y a cumplir, por su parte, lo 

que la misma ¡¡arantía exija. A nuestra consideración, la integración 

de dicho sistema sustitutivo de cumplimiento de una ejecutoria de 

amparo, se Justifica plenamente, toda vez que representa una opción 

más dentro de los métodos le¡¡ales que otoraa la ley con el objeto de 

conseauir que ninauna ejecutoria de amparo quede sin su debida 

cumplimentación. Estimamos que se trata de una medida acorde con la 

realidad, tendiente sobretodo a encontrar una solución en ciertos 

&untos, cuyas caracteristicae especiales, hacen que se dificulte la 

restitución de garantías, pensando, desde luego, en el beneficio de 

los gobernados. Sin embargo, al mismo tiempo, con.eideramos que dicho 

incidente tal y como ee encuentra regulado actualmente, ee imprecieo 

y poco claro, por lo que, a nuestro Juicio, debe ser reformada la Ley 

de Amparo, en el sentido de estructurar de una manera clara y precisa 
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el incidente, para que, en efecto, represente una verdadera opción 

para los individuos, en la idea de cumplimentar una ejecutoria de 

amparo. Tal incidente deberá establecer específicamente cuáles son 

los casos en los que éste puede proceder y la manera en que se 

determinará la forma y la cuantis de la restitución, con la intención 

de que dicho cumplimiento sustitutorio de las eJecutorias de amparo, 

sea claro, funcional y práctico para las partes. 

7 .- Existen dos caracterieticas que distinguen el sistema 

de ejecución de las sentencias de amparo, de los diversos métodos 

eJecutorios en otras materias: A) La restitución del goce de la 

garantía o garantías individuales vulneradas por la autoridad 

reoponsable, como único medio idóneo para cumplimentar la sentencia 

condenatoria de amparo (salvo el caso que establece el articulo 105 

in fine, L.A.). 8) La obligación de que la propia autoridad 

responsable sea el único órgano que pueda dar cumplimiento con el 

fallo constitucional, descartando la posibilidad suetitutoria del 

Juzgador o de un tercero, para eJecutar la sentencia, ya sea en 

rebeldía o a costa de la condenada, respectivamente. Tales 

situaciones, a su vez, constituyen dos impertantes limitantes dentro 

del proceso Jurisdiccional, para un verdadero sistema eJecutorio 

coactivo; en efecto, la inexistencia dentro de la institución de 

amparo de sistemas eustitutorios para cumplimentar una eJecutoria 

ante la rebeldía de la condenada que no se trate de lo especificado 

por el inciso A, y de la posibilidad de que, agentes diversos de la 

autoridad responsable, ante la contumacia de ésta, puedan dar 

cumplimiento con el fallo, impiden, por lógica, que en materia de 

amparo, en un sinnúmero de asuntos, pueda existir una eJecución 
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propiamente dicha, pues es evidente que, las medidas a las que se 

refiere el capitulo XII de la Ley de Amparo son, en su mayoría 

medida.e de presión y de apremio, como lo son los requerimientos, las 

órdenes, la conminación al cumplimiento al través da un superior 

Jerárquico y la permanente amenaza de enviar el expediente a la 

Suprema Corte para los efectos del articulo 107 fracción XVI y no 

medidas coactivas de ejecución; tan sólo en los casos en que por 

comisión un actuario o un secretario, por órdenes del juzgador de 

amparo, o bien éste personalmente, ejecuten el fallo por si mismos, o 

haciendo uso de la fuerza pública, nos encontramos ante una verdadera 

ejecución en un sentido estricto, sin embargo, como lo se!lala la 

propia ley, únicamente ello será posible cuando la naturaleza del 

aato lo permita. Además de. lo anterior, existe otro problema de 

carácter politice, en el sentido de que, la Suprema Corte de Justicia 

suele evitar la aplicación de la facultad que le otorga la 

Constitución Federal, en la fracción XVI de su numeral 107, sobretodo 

tratándose de autoridades que no pertenecen al Poder Judicial, pues 

ello podria provocar, como lo han explicado en diversas ejecutorias, 

acentuados conflictos de carácter poli tico entre los poderes, además 

de tranetornos graves de carácter administrativo y social, 

dependiendo, obviamente, del cargo de la autoridad responaable, razón 

por la cual, es de concluirse que dicha facultad constitucional no 

deja de ser letra muerta en contra de un gran número de autoridades. 

Es preciso p.¡es, que se estructure un sisteme que conceda a la 

autoridad de amparo una mayor fuerza para que ningún fallo 

constitucional quede sin su debido cumplimiento, para lo cu.al deberá 

contar con la colaboración de los Poderes de la Unión, y de los 
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respectivos de las entidades federativas. Es importante aclarar que a 

nuestro juicio el sistema que establece el capitulo XII de la Ley de 

Amparo es eficaz y funcional en contra de muchas autoridad.ea, sin 

enbargo, encuentra grandes problemas en su aplicación en contra de 

otras muchas, dejando un importante número de ejecutorias sin su 

debido CU111Plimiento. 
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